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II 
^ INFORME A LA VISTa" 

PRODUCIDO POR EL 

Señor Licenciado Isidro Rojas, ' 

Apoderado del Sr. Manoel González Hora, 

ANTE LA CUARTA SaLA DEL TRIBUNAL SüPERIOR, - 

en el artículo de excepciones dilatorias opuestas por los señores 

Don Fernando y Don Manuel González, 

á la demanda presentada por el primero, sobre nulidad del 

inventario y partición DE LA TESTAMENTARÍA DEL 

Señor General Manuel González, 

Ex Presidente de la República Mexicana. 




MÉXICO 

Tip. de la Compañía Editorial Católica, Calle de San Andrés número 8., 

1902 
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Ha circulado en estos días con gran profusión un 
cuaderno que lanzó á la luz pública el Sr. D. Manuel 
González, hijo> conteniendo un escrito presentado por 
él al Juzgado Segundo de Distrito de esta Capital, en 
el juicio de amparo que mi poderdante, el Sr. ü. Ma- 
nuel González Horn, promovió contra una sentencia de 
la Cuarta Sala del Tribunal Superior, dictada en la re- 
clamación deducida por el mismo menor para pedir la 
nulidad del inventario y partición de la testamentaría 
del Señor su padre. General D. Manuel González. Ese 
escrito, según allí mismo se expresa, fué presentado 
por vía de alegato, aunque de tal sólo tiene el nom- 
bre, pues constituyendo larga é injusta serie de incul- 
paciones contra honorables personas, no contiene, tan 
extenso como es, más que dos' páginas, las últimas, 
que se refieran á la cuestión jurídica. 

Las apasionadas y gratuitas imputaciones que en 
esa publicación se lanzan, serán muy pronto contesta- 
das, no con igual método ni empleando «1 mismo len- 
guaje, sino con la corrección que la sociedad reclama 
á todo el que se estima y la estima. Esta tarea, hará 
conocer al público el fondo último de las cosas. Aquí 
solo quiero referirme á la cuestión legal, á esa misma 
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cuestióncpie elSr. Lie. Matías trata con tanto desprecio, 
quizá porque no se atreve á considerarla de frente, con 
sereno juicio y honrado valor. 

El recurso de amparo á que antes 'me referí, y en 
que se presentó dicho escrito por mi contraparte, va á 
ser fallado dentro de poco tiempo. El debate en él em- 
peñado, que versa sobre improcedencia de las dilato- 
rias opuestas por los demandados á la acción de nuli- 
dad entablada por el menor, está perfectamente mar- 
cado y resumido en el folleto que ahora publico, el cual 
no és sino un extracto del informe á la vista produci- 
do ante la misma Cuarta Sala por el Sr. Lie. Isidrb Ro- 
jas, patrono del Sr. Manuel González Horn. Las razo- 
nes filosóficas y legales, los fundamentos jurídicos con 
que se han impugnado las excepciones opuestas por 
los Sres. González, están contenidos en dicho informe, 
por lo cual he resuelto, acertadamente á mi entender, 
publicarlo ahora, que tiene interés palpitante, para que 
se vea cómo se conduce la parte que represento en un 
litigio en donde no deben esgrimirse injurias ni vitu- 
perios, sino razones y fundamentos de derecho. 

Así el público juzgará,^ con todo conocimiento, no 
sólo del proceder de cada uno, sino de la justicia pro- 
funda que asiste á una causa cuyos intereses y respetos 
se han ultrajado con tristes alardes de menosprecio á 
la ley. 



México, Agosto de mil novecientos dos. 



Joaquín F. Lagunilla. 
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SUMARIO. 

Domicilio de los militares. ¿Es verdad que, conforme á la ley, 
el militar en campaña debe tener tantos domicilios como son lab' 
jurisiiccionea que vaya tocando? Absurdos que ineludiblemente se 
seguirían de la afirmativa. 

Tratándose de entidad legalmente «una,» como es el alba- 
ceazgo, ¿deberán entablarse dos demandas sobre un asunto que es 
«Ídem, eadem et secundum ídem?» 

Guando se demanda en Texcoco al señoi Teniente Coronel D. 
Manuel González, hijo, afirma que vivé en México, y cuando se le 
demanda en México, dice que vive en Texcoco. ¿Cuál es por fin su 
domicilio.? 

¿Es defensa legal decir que se ha firmado un escrito en «bar. 
hecho?» ¿Es admisible que un abogado ignore dónde vive su cliente 
cuando le defiende en una cuestión jurisdiccional? 

Contradictoria conducta del señor González, hijo al rendir sus 
cuentas ante el Juez de lo civil de esta ciudad, como íutor de su 
menor hermano; y al promover, también en esta ciudad, juicio de 
jactancia que, según la ley, debe interponerse en el domicilio «del 
promo vente.» El señor González, hijo, reconoce así, por actos posi- 
tivos, la misma competencia que niega. 

¿El hecho de que el mititar en campaña cambie frecuentemen- 
te de residencia, implica un cambio d« domicilio? El señor Coronel 
D. Fernando González tiene legalmente que seguir el domicilio que 
le impone su destino en el Estado Mayor del señor Presidente de la 
República. 

Sostener que los militares sólo pueden ser emplazados en el 
lugar en que momentánea y accidentalmente se hallen, equivale á 
sostener que el legislador les otorgó patente de inmunidad con- 
tra sus acreedores, haciéndoles invulnerables. - 

La ausencia por causa de )a República no perjudica al ausen- 
te ni á otro alguno. 

Doctrina de Pothier. 

No debe ser oído en derecho el que se contradice ó ¿llega su 
propia torpeza. 

No es licito ,á nadie venir contra sus propios actos. 

¿£l juez competente para conocer de las nulidades de la testa- 
mentaría González, es el Juez de la misma testamentaría? 

¿Hay leyes expresas que le atribuyan tal jurisdicción? 
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¿Un juicio de esta naturaleza es incidente ó juicio incidental 
de la testamentaría? 

¿El juez de la testamentaría González es incompetente para co» 
nocer de las nulidades de ésta, porque leyes expresas le prohiben 
revocar sus sentencias? 

¿Pedir la nulidad de los inventarios y partición de la testa- 
mentaría González al Juez de esos autos,^ es pedirle que infrinja el 
artículo 641 del Código de Procedimientos Civiles? 

¿Es correcta y fundada esta disyuntiva: ó hay ley expresa que 
resuelva el caso y entonces son inútiles todas las doctrinas; ó no la 
hay, y entonces las mismas doctrinas son impotentea para suplir la 
ley? 

¿Atacar de nulidad los inventarios y partición de la testamen- 
taría González es atentar al respeto que merece la verdad legal? 

Excepción de cosa juzgada. ¿Es perentoria? ¿Ha podido traerse 
al debate en una cuestión de competencia? 

¿La jurisdicción que legalmente ha conocido de un asunto es- 
tá facultada para llevar á efecto su sentencia y resolver cuantos in- 
ci'ientes se susciten en su ejecución? 

En tal virtud, el Juez de la testamentaría González tiene juris- 
dicción para ^conocer desús incidencias? Aplicación del artículo 
176 fiel Código de Procedimientos Civiles. 

¿Es axioma en derecho que el Juez de unos autos debe co- 
nocer de sus incidencias? 

¿Resuelve la cuestión el artículo 875 del mismo Código que 
manda acumular á los autos hereditarios, todos aquellos en que se 
traten puntos relativos al inventario, partición, etc., ó cualquier dere- 
cho deducido por alguno con carácter de heredero ó legatario? 

¿No es el mayor despropósito promover uno de esos juicios 
ante otro Juez que el de los autos, para pedir después que vayan 
al de la sucesión? 

¿La demanda González Horn no es legalmente un juicio inci- 
dental de la testamentaría González? 

¿Cuestión incidental es «ólo en derecho «un artículo,» y no 
todo juicio que tiene relación inmediata y directa con el principal? 

¿Los juicios que tienen por objeto la nulidad del testamento, ó 
de la capacidad de un heredero ó legatario son incidentales del 
juicio de sucesión? Aplicación de los artículos 861 y 872 del Códi- 
go de Procedimientos Civiles. 

¿No es el mayor absurdo sostener que todo incidente tiene que 
ser por precisión un artículo? 

Artículos de cualidad ordinaria y de cualidad especial. Doc- 
trina de los señores Manresa, Miguel y Reus sobre el mismo punto. 

Aplicación del art. 1749 del Código de Procedimientos Civiles. 
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¿El artículo 641 del Código de Procedimientos Civiles qne 
quita á los jueces toda facultad de revocar sus sentencias, les pro- 
hibe, por esto mismo, conocer de toda cuestióu de nulidad? 

¿En virtud de él los jueces, al cumplir el artículo 176 sólo 
pueden «ejecutar,» pero jamás anular sus resoluciones, previa la 
tramitación legal? 

Por consecuencia, ¿tendrán que ejecutar «a fortiori» el auto 
que el superior revoca, la sentencia contra que se pidió el amparo, 
sólo porque ellos pueden ejecutar, pero no destruir? 

Absurdos de estas doctrinas. Errores monstruosos que sostiene 
el señor Licenciado Maclas. 

¿Como conclusión de tales tesis, el Juez competente para cono- 
cer de las nulidades de un juicio dado, puede ser cualquiera, menos 
el mismo Juez de ese juicio, puesto que le está vedado revocar sus 
sentencias? 

Citas inconducentes de Sigismundo Scaccia hechas por el 
abogadt) er- /ario. 

Doctrinr' del mismo autor, aplicables al caso. 

Doctru.A del Conde de la Cañada, mutilada por el señor Licen- 
ciado Maclas para poder alegarla. Su restablecimiento y doctrinas 
de Acevedo y de Vantius. 

Confusión de las doctrinas de Savigny. ¿En Derecho Romano 
es lo mismo nulidad que restitución <in integrum»? Diferencias en- 
tre ambas acciones, señalada por el sabio Altimari. 

Sostener que en Roma, no los Magistrados, «sino» los Pretores 
eran quienes debían declarar la nulidad de las sentencias, es lamen- 
table ignorancia de la Historia. 

Los «pretores» eran también Magistrados. Al principio había 
un «praetor urbanus» y un «praetor peregrinus.» En tiempo de 
Augusto, estos Magistrados llegaron á ser quinl^e. 

Doctrina de Savigny condenando abiertamente la tesis del se^ 
ñor Licenciado Maclas. 

Textos de Modestino,de Pomponio y del emperador Constantino. 

¿Es aceptable la afirmación de que, en vez de intentar el me^ 
ñor González Horn su acción de nulidad, como ha hecho, debió 
apelar de los autos aprobatorios del inventario y partición, cinco 
años después de dictados? 

¿Habría habido Tribunal que sancionara esta doctrina? 

Textos expresos que la condenan. Sentencias de Macer, del em- 
perador Alejandro y de Altimari. 

¿Puede sostenerse, en buen derecho, que la testamentaría Gon 
zález está concluida, cuando hay pendientes aún nada menos que 
«dos» incidentes, promovidos por los mismos demandados? 
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Excepción de cosa juzgada. Siendo perentoria y relativa al fon- 
do, ¿cómo puede tratarse en un artículo de dilatorias? 

Los autos que aprueban el inventario y la partición ¿son senten- 
cias definitivas, con carácter de cosa juzgada, y no pueden atacarse 
jamás? — No toda resolución judicial es una sentencia ejecutorin. 
Doctrina del Derecho Romano. 

Artículos 621 y 622 del Código de Procedimientos Civiles. 

Doctrina de Laurent. «No hay sentencia más que cuando loa 
Tribunales resuelven un litigio. No juzgan cuando ejerc<*n la juris- 
dicción voluntaria.» 

Doctrina de Pothier. 

Doctrina terminante del sabio Ayora que corta la cuestión. 

Doctrina de Voet. 

¿Las Doctrinas de Laurent, de Marcadé, de Dalloz, citadas por 
la sentencia de Primera Instancia, fundan plenamente que las con- 
troversias sobre nulidad de la partición, sólo pueden ser llev|idas al 
Juez de la herencia? 

Inteligencia del artículo 822 del Código Civil Francés. ¿Es ver- 
dad que sólo que en nuestro Código existiera un articulo literalmen- 
te igual, serían aceptables las doctrinas mencionadas? ¿La falta de 
él en la legislación mexicana, significa completa diferencia con la 
francesa? 

Nuestra ley, menos todavía que la francesa, consiente la apli- 
cación intentada por el abogado contrario. Si alguna duda pudiera 
haber, ella se abrigaría mejor á la sombra de la ley francesa 

Texto del artículo 822 del Código Napoleón. Artículo 59 del 
Código de Procedimientos Civiles francés. Este último sigue un siste- 
ma netamente «casuista.» El 176 del nuestro es, al contrario, «prin- 
cipista,» y en la regla general que traza, se comprenden todas las 
especialidades. 

Mientras que el texto mexicano no admite interpretación, el 
francés, dados sus términos, deja lugar á dudas en que se apoyarían 
con toda evidencia los demandados. Comprobación de este aserto. 
Autores y Tribunales respetables, condenando la tesis del señor Li- 
cenciado Macías, sostienen, en presencia de ese mismo artícmlo 
francés, que el único Juez de la nulidad de una partición, es el Juez 
de la herencia. 

Doctrinas incontestables de Laurent, de Dalloz, de Duranton, 
de Marcadé, de Chabot, de Vazeille y de Dutruc sobre este punto. 

El actor no ha ejecutado jamás acto alguno que importe la ra- 
tificación del inventario y partición impugnados. 

Conclusión. No con frases injuriosas ni con dilatorias injustifi- 
cadas, sino con las serenas palabras de la razón, deben defenderse 
los intereses de la justicia. 
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SéiRORBS MAGISTRADOf^ 

Después de oír bab'ar al Señor Licenciado Maclas, no 
parece ya temerario el epigrama de la crítica popular, 
según el cual consiste el oficio del abogado en querer que 
lo blanco sea negro. Confieso que en la no breve prác- 
tica de mi profesión, jamás llegué á imaginar que^habrfa 
abogado suficientemente valeroso para sostener el cumu- 
lo de absurdos que el Señor Maclas acaba de asentar,, 
para servir de base á la monstruosa teoría de que cuan- 
do se d( manda la r^osición de un inventario y la nulí^ 
dad de una partición, debe haber tantos jueces compe* 
tentes como son los domicilios de los interesados^ tantas 
sentencias como jueces, y tantas apelaciones y ejecucio- 
nes como sentencias. Todavía más, si uno de los deman- 
dados es militar ha de haber tantos jueces <K)mpetentes 
como son las jurisdicciones geográficas queese militar ei^ 
campaña vaya tocando. 

Yo nunca me imaginé que hubiera un cerebro disci- 
plinado por el estudio de la ciencia jurídica, que conci- 
biese el laberinto inextricable de semejante jurispruden- 
cia, por más que él encierra un descubrimiento per^*., 
no, y acaso anhelado por muchos, en el estudio de la jus» 
tkia: el descubrimiento. Señores Magistrados, de unaíey 
que manda no pagar lo qve se debe. 
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Un hombre acaudalado, para multiplicar su caudal, 
contrae deudas enormes. Cuando van ¿comenzar á ven- 
cerse, pide su alta en el ejército y parte á la guerra. Se 
vencen los plazos, y 1 .s acreedores presentan su deman- 
^da aquí, donde las deudas fueron contraídas y donde el 
íroiiitar tenía su domicilio. Pero se había olvidado de la 
ley descubierta por el Señor Macías, y se trasladan á To- 
luca donde está el batallón á que pertenece el deudor: 
apenas instaurada la demanda, el cuerpo marcha á Ma- 
ravatío, y allí van los acreedores en peregrinación, for- 
mando ^parte de el séquito de soldaderas, á instaurar 
-otra Semanda, puesto que en los juicios civiles promo- 
■vidos & uh militar en campaña, el juez competente es el 
4el lugar *^n que aquel se halla. 

Apenas sé dirigen al Tribunal, se escucha el toque de 
'enemigo ¿r frente, sale el batallón al combate, y va per- 
siguiendo ai enemigo hasta Morelia. Pues allí van otra 
vez los acreedores, siguiendo las penalidades y hasta los 
^eligrgs de la guerra á instaurar la demanda, y luego de 
Morelía*á San Luis, y de San Luis á Matamoros, y de Ma- 
tamoros á* Tulancingo, por todas partes en pos del deu- 
dor, como el soldado de los Madgyarés. Y al fin y al cabo, 
^1 militar se queda con el dinero de los acreedores, y los 
:acreedores sé quedan con las fatigas, los azares y la hoja 
^e servicios del militar. 

Algo semejante acontecería en el presente caso, con- 
forine á los heroicos deseos del Señor Licenciado Macías. 
Cuando en un arranque de buen humor, tuvo su seño- 
r/a la incomparable ocurrencia de negar la jurisdicción 
& los tribunales de la capital, en el litigio González Hom- 
tjon?áIez, porque el Señor Ctoronel Don Femando,, es- 
taba en servicio activo y su domicilio debe ser el lugar 
€n (pie á la sazón se encuentra, entonces, digo, ese señor 
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co-albacea, se haljabá en las Guásimas, Estado de Sonó* 
ra, en la campaña del yaqui. Si el Señor Juez S^undo 
de lo Civil, por tan peregrina razón, se hubiera declarado 
incompeteijle, y hubiéramos tenido que emigrar á las re- 
giones de la belicosa tribu, al llegar,, habríamos tenido la 
decepción más dolorosa, porque ya. el Señor González 
había sido llamado á la guerra de Yucatán, y ahora esta- 
ríamos en camino desde Sonora á la península, y llega - 
riamos á Cban Santa Oruz, pero como todavía no hay 
autoridades allí, después de un viaje comparable al de la 
Meca, resultaría que no tendríamos ante quien interpo- 
ner la demanda, y como por otra parle el Señor Coronel 
v» á continuar la campaña, tendríamos que andar pere- 
grinando tras él por los vírgenes bosques Yucatecos, en- 
tre las embobi^das de los Mayas y los terribles avances 
de las fuerzae federales. 

Pero, hay más, Señores Magistrados. Da aceptar la ja- 
más comparable teoría legal del Sr. Lie. Macía?, este li- 
tigio tendría que ser algo como el juicio de Salomón; 
porque nuestra demanda es contra los Sres. D* Fernan- 
do y D. Manuel González, coherederos de mi poderdan- 
te y albaceas de la testamentaría del Señor General Gon- 
zález. El Señor Don Manuel dice, que su domiciho es 
Chapingo y por tanto, su juez debe ser el de Texcoco. 
El Señor Don Fernando dice, que su domicilio legal es 
donde se halle, y por tanto, sus jueces pueden ser todos 
los de la República. Luego tratándose de una entidad le» 
galmente UNA, como es el albaceazgo, tendríamos que 
instaurar dos demandas, sobre un asunto que es ÍDEM, 
EADEM et secundum idem: una en Texcoco y otra no 
sabemos en qué lugar. El Juez de Texcoco absuelve y el 
Juez de X condena. ¿Podría yo sin temor de desacato, 
enunciar las consecuencias de «emejante ridíoulo? ¿Ctaál 
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^ kfB úos jaxxeii sena d cutífificteiile? ¿d ^oto ó tí 
dé Texcoco? Y si ambos lo son ¿cómo se ejecutan ésos 
ÉiSbs conlradictoríos? Y, sobcetodo^cómo procederia 
á reponer d myénlario y la partición otro juez que na 
ftiése el de los autos testamentarlos? 

Ko sé como tamaña extravagancia pueda llamarse 
una cuestión jurídica, basta pretenderla c^gna de some» 
terse á un tribunal ilustrado. N) fa juristas, sino ciúü-^ 
quier empírico, por la sola luz natural, advierte á prk 
mera vista la monstruosidad grotesca de semejante teoría. 

Por manera. Señores Magistrados, que si entro, como 
voy á entrar en el examen del ¡i^dfiitj^ y á la enunciación 
de pruebas, no es porque crea yo que es esta una cues- 
tión de Derecho, sino que á ello me obliga d deber^ 
pue-lo que los contrarios, sin más objeto que retardar la 
llora de ealr^r al Sr. Gonzilez Hjm, la hijuela que le^ 
gíümamente le corresponde, apelaron de la sentencia de 
primera instancia, y no se confonnarán con la que esta 
Sala pronuncie, sino que pedirán amparo, y buscarán 
otro descubrimiento de ley (tara apelar del fallo de la 
Suprema Corte, ante el Congreso ó en demanda de in* 
duUo. 

Se trata de ganar tiempo, que es el recurso obligado, 
indeficiente, de todo el que no tiene justicia, ni voluntad 
de someterse á ella. 

De suerte, que la dilatoria opuesta por los Señores 
González, merece tal nombre, no en el sentido jurídico 
sino en el vulgar; pues que el único objeto es dilatar, 
demcHar heroicamente la hora aciaga de entregar la hi- 
juela del Sr. González Hom. 

Voy, pues, á cumplir con el mencionado deber. 







Para negar la competencia á los Tribunales del Distri* 
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lo Federal, al^ el Sr. Manuel González que tieno sa 
domicilio, en Texcoco- Esta afirmación es completa* 
mente desleal, ella está refutada por el mismo .Gonzále^^ 
y voy á demostrarlo con una de esas pruebas que no tte« 
nén contestación posible. 

Los vecinos de Huexotla, deí Distrito de Texcoco, ere. 
yéndose despojados de unos manantiales de aguas, por 
el poseedor de Ghapingo, demandaron al Sp. Manud 
González ante el Juez expresado de Texcoco, casi á la 
vez que el Sr. González Ilorn, interponía la demanda de 
que es incidente esta apelación. Pues bien: el Sr. Ma- 
nuel González declinó la jurisdicción del Juez de Tex- 
coco, aleando que su domicilio es la ciudad de México, 
s^n consta en los autos que tenemos á la vista. Dj 
manera^ que, cuando se demanda al Sr. Gftnzilez, hijo, 
en Texcoco, dice que vive en México,' y cuando se k* 
demanda en México, dice 4^ie vive en Texcoco. E^^tá á 
la vez aquí y allá, tiene algo del atributo de la Divini- 
dad que consiste en estar á un mismo tiempo en tocias 
partes. Pero si es asombroso ese bar ijeo de jurisdiccío. 
nes y domicilios, lodaví^i es más asombrosa la razón que 
da el Sr. González para explicar tamaña contradicción. 
Dice que el primer escrito en que declinó la jurisdicción 
del Juez de Texcoco lo firmó sin leerlo, dice que lo fir* 
mó en barbecho, dijo que no supo lo que firmaba. De 
suerte que, sin pretenderlo, no hay duda, puso á su abo- 
gado en un predicamento difícil de definir aquí, por- 
que resulta que fundó un escrito en una inexactitud en 
la aseveración de un hecho cuya falsedad debía constar- 
Je, y digo esto, porque yo no se que un abogado ignore 
la población en que vive su cliente, con quien está en 
diario contacto, y que la ignore precisamente al ir á de- 
fenderlo en un asunto ^de jurisdicción. 
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V Pero la disculpa del Sr. González viene por tierra, por- 
que ál apelar los contrarío;; ante el Tribunal del Estado 
de México, HA SEGUIDO SOSTENIÉNDOLO MISMO, 
según aparece también en constancias de autos. (1) 

La contraria pretendió desvirtuar esas irrefragables 
pruebas con dos testigos, quejo fueron los Sres. Horta 
y Millán, quienes, aparte de que declararon con suma 
vaguedad y no contestaronsatisfactoriamente á las repre- 
guntas, afirmaron en la última que son dependientes del 
Señor lác. Don Carlos Rivas, representante común de 
los demandados en este juicio. De esta manera la inha- 
bilidad de los expresados testigos ha quedado fuera de 
discusión. 

Por otra parte, no puede ser más contradictoria la 
conducta del Sr. González, hijo, á este respecto: no sólo 
demandado en Texcoca ha declinado, como acabamos 
de verlo, la jurisdicción de aquel Juez, declaránd.>se do- 
miciliado en la ciudad de México, sino que continua- 
mente ha estado reconociendo en otros muchos negocios 
esta jurisdicción. 

Así lo prueba el hecho de que ante é\t Señor Juez Se- 
gundo de lo Civil, ha presentado las cuentas como tutor 
del Señor González Horn, y es ante ese propio Juzgado 
donde llevó su demanda de jactancia por una protegía 
que se publicó en los periódicos, contra las enajenacio- 
nes que practique. 

La contradicción salta á la vista, si se toma en cuen- 
ta que tanto .el art. 2.3 como el 205 del Código de Proce- 
dimientos Civiles, disponen que la demanda de jactancia 



. (1) Aaí lo juslifiran no sólo la copia certificada del escrito y de la senten- 
cia aludida, que rneíiante exhorto remitió la Segunda Sala del Tribunal Su- 
Íitemo del Estado de México, y ki certiíicacién que en el niismo exhorto sentá 
a Secretaría, sino aun las propias confesiones del Sr. D. Manuel González, al 
absolver posiciones. *' 
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sé Heve* rto ante el Juez del domicilio del jactancioso^ 
^m6 del (¡lie la promueve] si pues, el Señor González: 
hijo, ha puesto esa demanda ante los Tribunales* de es-- 
ta ca;^ilal, i/>so fado ha reconocido, mediante* actos^ 
propios Y personales, contra los cuales no* le' es lícito 
venir, el hecho hoy tan 'absurdamente negaáojior él, de 
estar domiciliado en esta capital. ' . 

En cuanto al Señor Coronel Dori Fernando González, 
además del oficio de la Secretaría de Guerra, flíie obra 
en mi cuaderno de pruebas de primera instancia, del- 
cual aparece que dicho Señor González se hallaba acci- 
dentalmente en las Guásimas, sin haber dejado de per- 
tenecer al Estado Mayor del Señor Presidente de la Re-» 
pública, además de aquel oficio, digo, obra eñ los autos 
oirá comunicación de la misma Secretaria de Estado, te- 
cha 24 de Abril último, en que manifiesta á ésta respe- 
table Sala, que el Sr. Don Fernando González, pertene^ 
ce al Estado J^ayor del Señor Presidente de la Repú- 
blica, no siendo ya jefe de él, y se encuentra actualmen- 
te comisionado en el Oqartel General de la duodécima 
Zona militar, que se halla en campaña contra lo^j índiosr 
rebeldes de Yucatán. 

De esto infiero, y con razón, que realmente es en esta 
capital en donde debe tenerse por domiciliado al Señor 
González, ya porque ha vivido aquí constantemente y 
es donde sirve su destino en el E^ado Mayor del Se- 
ñor Presidente, ya porque no se puede sin absurdo afir- 
mar que el militar en campaña, cambia constantemente 
de domicilio, como cambia de residencia. Pretender que 
los militares han de ser emplazados precisamenre en el 
lugar donde momentáneamente se hallan, es tanto coma 
suponer que el legislador se propuso darles patente de 
inmunidad contra sus acreedores, y hacerlos invulnera- 
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hles. Esti^ seria la más dL>sarda denegación de justíc&i, y 
el olvido ^^ primer axionm jurídico que aprendemos en 
las 9uW: <la ausencia por causa de la República, no de- 
be perjudicar al ausente ni á otro alguno». 

Kinguna ley, vuelve á decir, ha incurrido en semejan- 
te despropósítOt ni la doctrina ni la jurisprudencia han 
llegado á sancionarlo. 

£1 esclarecido Pothier, sienta asi la verdadera teoría & 
este respecto: 

«CuandQ la causa, dice, que nos llama á otro lugar es 
pasajera, tal como un empleo amovible, cualquiera que 
sea el tiempo que allí permanezcamos y aunque haya- 
mos muerto sin volver al lugar, se jusga^ sin embar- 
go, que hemos conservado este primer domicilio, A 
menos que nuestra voluntad de transferirlo, aparezca 
por otras circunstancias, como si, por ejemplo, hemos 
adquirido heredades enajenando las que teníamos en 
nuestro primer domicilio. «Pothíer, Introductíón aux 
costumes, chapiire I, núm. 15. 

Por otra parte, es manifiesto, que no encontrándose 
ya en las Guásimas, el Señor Coronel González, como 
aparece del último oficio de la Secretaría de Guerra, no 
sería posible que esta respetable Sala, declarase que alii 
tiene un domicilio y que allí debe ser emplazado, como 
lo pretende su mandatario al hacer uso de la dilatoria 
opuesta, fundada pret.isamente en que su domicilio lo 
tiene en las Guásimas y no en esta capital. 

Consecuencia iiJgica de lo dicho, es: que el Señor Don 
Fernando no debe contestar en las Guásimas sino aquí, 
y que el ^eñor Don Manuel no debe ser emplazado en 
Texcoco sino aníe esta jurisdicción: I. — Porque no debe 
ser oído el que se contradice, y contradictoria por demás 
€S la conducta del Señor González, alegando estar domi- 
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ciliado aquí ó en Texcoco, según qpae se le demacíjte eit 
Texcoco 6 aquí. II — Porque en derecho no es olido et 
q^e süega su propia torpeza; y torpeza suya & la que^ba 
al^^o el Señor Oonzález, al decir que firmó eñ hmi^ 
cho el escrito en que puso la dilatoria, llí. — Por úllimOi 
no debe ser oído porque á nadie es lícito venir contra^ 
sus propios actos, como lo hace el Señor González, hijo^ 
entablando ante el Señor Juez Segundo de lo Civil su de* 
manda de jactancia, como Juez de su domicilio, y negán- 
dole á renglón seguido, su jurisdicción en la demanda de 
nulidad, por no ser el Juez de su domicilio. 






Creo poder aQrmar, Señores Magistrados, que las con»* 
tancias de los autos, están evidenciando que el Señor Li^ 
cenciado Matías no probó como probar debía, el hecho 
afirmado por sus clientes de tener respectivamente su 
domicilio en Las Guásimas (Sonora) y en (Texcoco, Esta- 
do de México.) Esta omisión sería ya bastante en dere- 
cho, para desechar la excepción de incompetencia por 
ellos opuesta; pero aparte de esa falta absoluta de prue- 
ba, y aun suponiendo, sin conceder, que hubiese queda- 
do perfectamente establecido, que los Señores González 
tienen su domicilio en aquellos lugares, todavía así, 
abundan las razones jurídicas para sostener como sos^ 
tengo y como lo ha decidido el Señor Juez Segundo de lo 
Civil, en su sentencia apelada, que el sólo Juez compe- 
tente para conocer de una demanda que, como la del 
Señor González Hom, tiene por objeto la reposición del 
inventario, la declaración de que éste y la partición en 
la, testamentaría del Señor General González son nulos 
porque se practicaron con violación de leyes prohibiti* 
vas y desorden público, é interviniendo error ó dolo, d 
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único joeír competente, dícír, para conocer de esa conlro-; 
^ersia, la es el de la testamentaría. 
f 12 S^ík)r Liéenciado Maclas sostiene lo contrario, y voy 
¿permitirme hacer una sinopsis de sus argumentacio- 
nes. 

' «No hay ley, dice su Señoría, que funde esa jurisdic- 
ijión que se atribuye el Señor Juez Segundo de lo Civil, 
y la mejor prud)a de la ausencia de todo texto legal, es 
que en su sentencia no ha citado un sólo artículo para 
apoyarla, y esto cuando se trata de una resolución sobre 
competencia, que debe ser precisamente fundada en ley 
expresa. Tampoco es, dice, el juicio que hoy entabla el 
Señor Manuel González Horn, ni incidente de la testa- 
mentaría como lo sostiene el demandante, ni un juicio 
incidental como lo asegura la sentencia, la cual á la vez 
incurre en la inexactitud de decir que la demanda se ha 
deducido contra los Señores Don Manuel y Don Fernan- 
do González, como albaceas testamentarios del Señor 
González. > 

«Ninguno más incompetente, continúa el Señor Licen- 
ciado Macías, para conocer de este juicio, que el juez de 
la^sucesión del Señor General González, porque textos 
expresos le prohiben revocar sus sentencias, y senten- 
cias son sin duda, las que aprobaron los inventarios y la 
partición. Pedirle, por tanto, que declare nulos esos in- 
ventarios y esa partición, es pedirle que se rebele con- 
tra la ley, y que revoque sus sentencias, contra ío ex- 
presamente prescripto en el artículo 641 del Código de 
Procedimientos Civües.» 

«El actor, dice su Señoría, ha seguido en este asunto 
el peor de los caminos que pudo seguir, porque no de- 
bió venir á entablar una demanda de nulidad, sino que 
tan luego como llegaron á su conocimiento el inventario ^ 
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y la partfrióT}, sd los encontró mal hechos debió apelar 
dé las sentencias que los aprobaron, no lo hizo, cúlpese- 
á sí mismo, poro no venga ahora haciendo valer un re- 
curso que no está autorizado por la ley, ni se conoce en* 
el derecho.» 

«Las doctrinas de Laurenl y otros autores franceses^, 
que invocan el actor y el Juez Segundo de lo Civil, na* 
vienen al caso, porque ni estamos en Francia ni somos- 
franceses, somos muy prietüos^ y por lo mismo esa^ 
doctrinas salen sobrando, porque ó tenemos en el Gódi^- 
go una disposición que resuelva el caso, ó no la tenemos;^ 
si lo primero^ son inútiles. tales doctrinas, y si lo último- 
son inaplicables é impotentes para suplir el silencio de 
la ley.» 

fPor otra parte, concluye el Señor Maclas, tratándose- 
de sentencias que han causado ejecutoria, y por lo tantea 
tienen la inviolabilidad de la cosa juzgada, no puede ve- 
nirse contra ellas sin violar el respeto que se merece la^ 
verdad legal. Menos aún, puede alegarse esa pretendida 
nulidad, cuando el actor por actos expresos ha reconoci- 
do como válido y legítimo lo practicado en la testamen- 
taría.» 

Alude después el Señor i\I?ic!as, á los artículos y folle- 
tos que se han publicado sobre este asunto, calificándo- 
los de difamatorios; así como al contrato que con mí 
cliente tengo celebrado sobre pago de honorarios. 

Tales son en concreto, Señores Magistrados, las alega- 
ciones del Señor Licenciado Macías. He procurado no 
desvirtuarlas y sólo presentarlas despojadas de todo el 
aparato declamatorio con que ha querido cubrir la po 
breza de sus razonamientos. 

Tócame ahora rebatir esas argumentaciones, si acaso» 
merecen tal nombro, cuando son contrarias muchas de • 
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^Uaa á las constancias de los autos^ y 1^ demás 6 envudl- 
vea cofismas groseros que esta suprema Sala no puede 
tomar en consídercciún, ó se reñeren á cuestiones de 
fondo que no están al debate, j que, per lo tanto, suspi- 
:tar sobre ellas controversia en estos momentos, á tanto 
^^uívale como á ignorar el estado do la cuestión^ y á dis* 
traer inútilmente la atención del Tribunal, con infracción 
iiotcría del arL 597, fracción lU, de nuestra ley de en- 
:|uiciamiento civil. 






Comienzo, Señor» Magistrados, por rectificar un con- 
cepto del Sr. Líe, Maclas. Ha dicho este Señor que el fa- 
llo recurrido, falta á la verdad cuando asevera que el Se- 
ñor Domenech ha demandado á los Sres. D. Manuel y D. 
Fernando Gronzález, como coherederos de su poderdan- 
te y albaceas de la testamentaria del Gral. Don Manuel 
González. La exactitud de ese concepto se desprende del 
tenor literal de mi demanda, pues en ella se lee un pá- 
rrafo que á la letra dice: 

«Hoy, por expresas instrucciones de mi poderdante el 
Sr. González Horn, ocurro entablando formal demanda 
enjuicio civil ordinario, contra los Sres. Don Manuel y 
Don Femando González, únicos coherederos de mi repre» 
sentado y que fungieron en el juicio como albaceas tes^ 
tamentarios del Sr. Gral. González, á fm de que, previos 
los trámites correspondientes, se declare en definitiva, 
etc., etc.» 

Se ve, pues, con cuanta injusticia el Sr. Maclas atri- 
buye al Sr* Juez de Primera Instancia conceptos falsos, 
<;uando no ha hecho otra cosa que tomar en cuenta los 
orminos expresen y aun literales del escrito de deraxmda. 
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Tan injitsHficado como estó atnqiie, es áqad tftrcí dtlf-- 
gido per el apelante contra el Softcr Juez Segundo de lo^ 
QvjV ^ii^i^^^du: que ta mejor j^rueba üe que es il^l tf 
fáílo recurrido^ es: que no cita ni un sólo arUct^ptífl^ 
ftindar la competencia que se atribuye. 

Kfo es verdad, Señores Magi<?tradas, que el Señor Jtt€K 
haya incurrido en esa omisión que tan injustamente se 
le imputa. Allí está el considerando segundo de su fallo, 
cn^l cual se citan las disposiciones del Código, en que el 
Señor Juez ha creído, y ccn sobrada razón, que éáne^ 
fundar la competencia. 

El primer articulo que menciona ese considerando es* 
el 1 711, porque en efecto, al darle como le ha dado com- 
petencia este artículo, para conocer del juicio testamen- 
tario del Sr. Gral. González, se lo da inconcusamente pa- 
ra todo lo que á él es conexo, y de un modo especial, pa 
ra la cuestión de subsistencia ó insubsistencia de dos de 
sus secciones que aquí se debaten. También citó el fallo 
á que me refiero", el art. 1728, porque segán este pre- 
cepto, forman parle de la sección V. los incidentes que 
versen sobre el proyecto de partición. 

Pero no únicamente esos artículos apoyan la compe- 
tencia impugnada por los demandados; hay otros muchos 
que ponen de manifiesto que esa competencia no puede 
desconocerse, sin subvertir los principios sancionados 
por el Código en materia tan importante. El Sr. Lie. Ma- 
cías, al n^r la existencia de leyes expresas sobre el 
particular, ha calumniado nuestra Ic^lación y ha pro-^ 
ferido el mayor de los absurdos.. 

Voy á citar, no una, sino muchas disposiciones legales 
que comprueban mi aserto. 

Está, desde luego, á la vista el art. 176 del Código de 
Procedimientos, que establece por manera absoluta, sinr 
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^xcepci<n ni distinción afguna, el precepto general ¿eque 
^la jurisüiccíón que legítimamente ha conocido de up 
^asonlo, está facultada para llevar á efecto su sentencia y 
4iam resolver los incidentes que se promuevan en su eje- 
cución, sin que deba, por consiguiente, suscitarse ni ad- 
•TCrtirse sobre ella, cuestión de competencia, > 

Ese precepto, claro y explícito por demás, bastariapor 
drf sólo al que no quiera cerrar los ojos á la luz, para nm- 
dar en el caso presente, la jurisdicción del Señor Juez Se- 
ffondo de lo Civil. Inspirado ese artículo en consideracio- 
nes de justicia y orden público que nadie puede descono- 
•cer, sanciona el principio de que al tribunal que previene 
-en el conocimiento de un negocio, es á quien debe some- 
terse la decisión de todo lo que tiene conexión con él, ó 
4o que es lo mismo, de todas las cuestiones incidentales 
/que se susciten. La razón de la ley es manifiesta* que no 
fSe multipliquen los procesos; que no se abrume á tribu- 
anales diferentes, con un solo y mismo negocio; que no se 
-divida la continencia de la causa; que no se dé lugar á 
fíallos contradictorios y que haya, en cuant© sea posible, 
brevedad en el procedimiento y economía en los gas^ 
4o8, que es el fin que persiguen todas las leyes adjetivas. 

Es correlativo de aquel artículo el 875 del mismo Có- 
digo, el cual ordena que «son acumulables á los juicios 
xie testamentaría é intestado, todos los que tengan por 
objeto el pago de las deudas mortuorias, el inventario^ 
4ívalúo, partición de los bienes ú otro derecho á és^ 
ios^ deducido por cualquiera persona con el qarácter de 
Jicredüro ó legatnrio. » 

iAMe prescripción tan terminante, mi-adjrersario ha da- 
fdo ima contestación verdaderamente original: ¿cómo, di- 
^c«, se viene citando eso artículo, cuando él kabSa de 
jicumulaclón, y aqjaí no se trata de acumulación, ^orqua 
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miaba pedido el Lie- Rojas, ni le coacedo el dergclw de 
pedirla?. . ' ... ' 1* ... 

lectivamente, no he pedido, no ha llegado el mómen- 
tp de pedir acumulación alguna. Y para que ese momen* 
to no ll^ue, y para evitarme el tener que hacer promo- 
ciones dispendiosas é inútiles, he ocurrido desde Juega 
al Juez de la testangientaría del Señor Gral. González. 

Cuando la ley está preceptuando en textos expresos^ 
ineludibles como los que acabo de citar, que el Juez! de 
un asunto debe conocer de sus incidencias, y cuando 
aquella ordena que el Juez de una testamentaría debe 
avocarse el conocimiento de ios jtUcios que tengan por 
objeto el inventario^ avalúo, partición de los bienes^ 
etc., etc., ¿no sería el mayor despropósito, el promover 
uno de aquellos juicios ante otro Juez, para pedir en se- 
guida que vinieran al de la sucesión? 

¿Qué se diría, Señores Magistrados, del acreedor que 
sin estar en los casos de excepción que señala el art. 874; 
en su frac. lU, en lugar de hacer valer su crédito ante 
el Juez del concurso, ocurriese á una jurisdicción, extra- 
ña por ejemplo, al Juez del domicilio del deudor, para pe« 
dir después la acumulación, según la peregrina idea del 
Sañor Hacías? 

Se diría sencillamente que había perdido el tiempo, 
que era un torpe y que ingnoraba hasta lo más elemea-- 
tal de los procedimientos judiciales. 

Elemental es en verdad. Señores Magistrados, que los 
juicios hereditarios, lo mismo que los concursos son 
atractivos^ y se denominan juicios universales, porque 
en ellos se ventilan y deciden todas kis acciones y dere- 
chos que se ejercitan contra los biensB de una persona. 
V. Escriche, Dicción, deleg-: Juicio universal y juicio par- 
ticular. 
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B cltráctcr ile atractivos que tienen los Juidos oniver. 
«^^ ee funda en que debiendo conocerse de cuestiones 
áóbre los bienes que están bajo la competencia de un 
*|uez (él del concurso ó el de la testamentaria ó intesta* 
'^dó) 9i se siguieran en juicios separados estás reclamado* 
Viés/faítarían en unos datos y antecedentes que obrasen 
ftí otro, con perjuicio de la justida y de los intereses de 
las partes. Por esto se califica á tales juicios de univar* 
sálés, porque atraen á si los demás juidos particulares 
Caravantes: Ley de Enjuiciamiento Civil, toín. I. núm 
388. 

ÍPero dice el Señor Lie, Macías: para que los artículos 
176 y 875 fueran aplicables al caso, sería predso que se 
tratara de una verdadera incidencia del juicio testamen* 
tario, y yo niego ese carácter á la promoción del Señor 
González Horn; y niego que ella ea un incidente como 
afirma el Lie. Rojas, ó un juicio incidental como lo 
Uamá el Señor Juez Segundo de lo Civil. Y luego, con én- 
fasis agrega; el juicio de que se trata es un juicio separa* 
do, independiente de la testamentaría, es una demanda 
(ordinaria, como lo dice el mismo actor, y todo es, menos 
uno de los incidentes á que re refiere el Capítulo I, tit. 
XI, lib. I, del Código de Procedimientos. 

En efecto, Señores Magistrados, la demanda de nuli» 
dad interpuesta por el Señor González Horn, no es uno 
délos inciden i©5, cuya tramitación se prescriba en los ar- 
tículos 866 y siguientes de aquel Código. Yo no he m- 
eurrido en el absurdo de afirmar que un juicio ordinario 
sea una de esas modalidades del procedimiento que se 
conocen con el nombre de articvlos. Pero los Señores 
Magistrados, lo mismo que todos los que hayan hojeado 
una obra de enjuidamiento, saben que la palabra inci- 
dente tiene dos acepciones, pues á veces se toma en su 
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tcntido lato, por toda cuestión que ten^a relación inme- 
diata con algún asunto principal, y es en este sentido co* 
mo la define nuestro Código; ó se toma restrictivamente, 
aplicándola sólo á los artícelos propiam3nte dichos, y 
que son aquellos cuya tramitacióa se demarca en las dis- 
posiciones arriba citadas. 

En el primer aspecto no puede dudarse que hay juicios 
que son verdaderos incidentes de otro, sin estar sometí- 
dos á la tramitación ordinaria de los artículos. Tales 
como el juicio que tenga por objeto la nulidad del testa* 
mentó, ó la capacidad legal de un heredero ó legatario.. 
¿Quién dudará que esos juicios son incidentes ó juicios 
incidentales de !a testamentaría? ¿A quién se le ocurrirá 
sostener que pueden llevarse esas demandas ante cual- 
quiera otro Juez que no sea el de la sucesión? Pues 
idéntico á esos juicios, á esos incidentes, es el de que 
ahora se trata, versando como versa nada menos que so- 
bre la reforma del inventario, nulidad de éste y de la 
partición. 

No es nuevo en el Djrecho llamar incidentes á esos^ 
juicios, y aun puedo decir que la ley no sólo autoriza ese 
nombre en su art. 861, sino que expresamente lo da,, 
en el árt. 872, á las cuestiones criminales que surgen ei^ 
los negocios civiles. 

Si, por ejemplo, una de las partes incurre en falsedadí 
al absolver posiciones, si algún testigo falta á la verdad, 
sise redarguye como falso un documento, etc., etc., ea 
todos estos casos hay que seguir un proceso formal para 
la averiguación del delito y castigo del culpable, ese proce- 
so es un juicio propiamente dicho, pero también es uos 
incidente del civil; así lo llama expresamente el citado^ 
art. 872 del Código de Procedimientos Civiles. Tambiém 
en los juicios criminales vemos á cada paso surgir jui^ 
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*cios civiles, que no son mis que incidentes de aquellos: 
4os que versan sobre responsabilidad civil y que están 
sujetos & una ó á otra forma, según el interés de que se . 
trate, pero que en todo caso son incidentes del juicio 
-criminal; y así los llama la mismi ley procesal, porque 
todos ellos incidunt in rem d3 qita agitur^ según la 
^^presión de los tratadistas. 

Pero el Sr. Lie. Macías, quebrantando todos los prin- 
cipios y olvidando aun les es expresas en vigor, sostiene 
con vehemencia que el mayor absurdo en que un aboga- 
do puede incurrir, consiste en afirmar que un juicio or- 
dinario, es incidente de un juicio testamentario, por más 
que tenga con él relación íntima, estrecha, innegable, co- 
mo en el caso que nos ocupa. 

Yo quiero demostrar al Sr. Macías con las palabras 
de los mismos autores que ha citado en sus alegaciones 
: (los Sres. Manresa, Miguel y Reus,) que lejos de ser ab- 
surda aquella aserción, está autorizada por las más 
sanas doctrinas. «Bajo este punto de vista, dicen los 
tratadistas mencionados, no poirá dudarse q'ie son in- 
cidentes de un juicio, el nombramiento de un nuevo 
procurador, la recusación de un Juez, la acumulación de 
autos, una reclamación de nulidad, una petición de 
reposición^ la oposición á la prueba, la petición de tér- 
mino extraordinario de prueba, la declinatoria de juris- 
dicción y otros semejantes: iodos ellos nacen á cons(^» 
^uencia del juicio entablado; todos se derivan del ne- 
gocio principal: todos caben dentro de la definición que 
nos da el art. 337 de la Ley, por más que muchos de 
éllos^ como diremos luego, no estén compreíididos en 
las prescripciones referentes al procedimiento que tra* 
;za en este titulo. Y más adelante, comentando las dispo- 
cisioncs conlenid;;s en cl mismo título, hacen notar co- 
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mo en esta parte sa concreta la ley á determinar 
una forma general ordinaria^ con arreglo á la cual 
han de admitirse ó substanciarse todas las cuestiones in- 
cidentales de que no se haya ocupado particular y espe- 
cialmente en otra parte. «De modo que los incidentes, di- 
cen los mismos autores en cuanto á la forma de enjui- 
ciar, pueden considerarse divididos en dos clase; unos- 
de cualidad ordinaria^ que son aquellos que se han 
de substanciar con arreglo á los trámites mencionados en 
el art. VIII de la Ley; y otros de cualidad especial, que 
han de guardar las formas prescriptas por aquella en ca- 
da caso particular. 

Vea, pues, el Señor Lie. Maclas, como no es un ab- 
surdo el afirmar que haya incidentes tramitados en la 
vía ordinaria, y, sí lo es el pretender, como él lo ha he- 
cho, que todo incidente debe por precisión ser un arti^ 
culo que ha de sujetarse necesariamente á las prescrip. 
ciones ordinarias de nuestro Código, sobre incidentes. 
Pero su señoría tuvo buen cuidado, al hacer la cita de los 
Señores Manresa, Miguel y Reus, de no dar lectura á las 
palabras que acabo de transcribir, porque ellas condenan 
en absoluto su tesis. 

Estoy, por lo tanto, en lo justo, Señores Magistrados, 
cuando afirmo que este juicio ordinario, sobre nuli- 
dad y reposición, de la partición é inventarios que se 
practicaron en la testamentaría del Señor Gral. González, 
es, propiamente hablando, y sin forzar la significación léc 
nica de las voces, una verdadera incidencia de la citada 
testamentaría; llámesele incidente, llámesele juicio inci- 
dental, siempre será por su misma naturaleza, como con 
todo acierto lo consigna el fallo recurrido, un juicio co- 
nexo con aquella, una consecuencia de lo en ella tra- 
mitado, que tiene por objeto el que se proceda á hacer 



Digitized by 



Google 



20 

nuevo inventario y nu^jva partición, y esto sólo puede 
verificarlo el Juez de los autos testamentarios: nada tan 
absurdo, tan ilógico y extralegal, como querer que el 
Juez de las Guásimas y el de Texcoco, procedan á repo- 
ner aquellas secciones de un juicio hereditario que se ra- 
dicó y tramitó en esta capital. 

No ha sido necesario que la ley califique de incidenta- 
les estos juicios, que lo son por la misma naturaleza de 
la acción debatida y de los derechos disputados; tampo- 
co fué necesario que b. ley descendiese á imperdonables 
detalles, hasta decir que estos juicios, como otros aná- 
logos deben Uevacse al tribunal que conoce del juicio he- 
reditario; no, el legislador estableció un precepto gene- 
ral en el art. 176, lo confirmó en el 875 y demás que ci- 
ta la sentencia, y esto le ha bastado: pasar de aquí ha- 
bría sido ocioso y por lo tanto censurable. 

No es este juicio en que ahora me ocupo el único que 
á pesar de tramitarse en la via ordinaria^ es incidental 
de una testamentaría y debe llevarse al Juez de los au- 
tos testamentarios. 

Para no distraer con multiplicidad de ejemplos la aten- 
ción de esta respetable Sala, me referiré únicamente al 
art. 1749, del Código de Procedimientos Civiles. 

Este artículo ordena: tSi se impugnase la validez del 
testamento ó la capacidad legal de algún heredero ó le- 
gatario, se substanciará el juicio ordinario correspon- 
diente con el albacea, sin que por él se suspendan el in- 
ventario ni el avalúo de los bienes.» Según la teoría del 
Señor Lie. Macías, esos juicios á que se refiere el artículo 
que acabo de transcribir, no son incidentales de la testa- 
mentaría, porque la ley no les da ese nombre, y según 
la misma teoría no compelerá conocer de ellos al Juez de 
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la sucesión, supuesto que la ley ño lo ha preceptuado 
así, en términos expresos. 

Si los absurdos á que conduce una teoría ó un siste- 
ma cualquiera, bastan en buena lógica para condenar 
éstos, condenación sin duda merece la tesis sustentada 
por el abogado de los Señores González, tesis original y 
singularísima, que nos conduce directamente á esta con- 
clusión, hasta hoy no aceptada por ningún jurista ni por 
tribunal alguno: los juicios que versan sobre miUdad 
de un testamento, ó capacidad legal de algún herede- 
ro ó legatario, no deben llevarse al Juez que conoce del 
juicio hereditario, sino ante cualquiera otro, ó ante va^ 
rios si son diversas, como muy bien pueden serlo, las re- 
claioaciones que surjan sobre puntos tan importantes. 

Repito, quG hasta hoy, á ningún abogado se le había 
ocurrido la peregrina defensa invocada por el Sr. Macías, 
porque ninguno ha dejado de comprender los inconcebi- 
bles absurdos que nacerían de que en un Juzgado se radi- 
cara la testamentarla, en otro se v )ntilase la cuestión de 
la nulidad del testamento, y en ole ) ú otros se trataran 
las controversias sobre capacidad de los herederos y le- 
gatarios. 

Con toda evidencia, así como no puede sostenerse de 
buena fe y sin rebelarse contra la ley que los juicios que 
acabo de mencionar han de substanciarse y decidirse ante 
otra jurisdicción que la de los autos testamentarios; así 
tampoco puede sostenerse, sin sublevarse contra la mis- 
ma ley, que el juicio que tiene por fin el que se reponga 
un inventario y se practique nueva pnrlición, hade dilu- 
cidarse ante Juez diverso de aquel q- e aprobó esa parti- 
ción y ese inventario. Y nótese que al prescribir nuestro 
Código en su art. 1,807, la forma ordinaria para un 
juicio como el que tengo interpuesto, no hace otra cosa 
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que establecer una prescripción análoga á la del art. 
1749; no habría, pues, razón para decir que los juicios 
á que esta disposición se refiere, son incidentales de la 
testamentaría, y que no lo son aquellos á que alude el 
primer artículo. 

El Sr. Lie. Maclas, para hacer la defensa de una causa 
insostenible, ha tenido que olvidar axiomas tan triviales 
como los que enseñan, que las leyes deben concordarse 
unas con otras; que debe investigarse con ahinco el ob- 
jeto que el legislador se propuso; y que hay que hacer 
no la aplicación judaica de los disposiciones legales, sino 
su aplicación jurídica, tomando en cuenta los principios 
en que se informan, que en este caso son todos aquellos 
én que descansan las teorías jurídicas de la prevención, 
de la jurisdicción atractiva, de la acumulativa, de los jui- 
cios universales, etc., etc. 

Continuando su argumentación el Sr. Lie. Macías, 
dice: que ningún Juez más incompetente que el de la 
testamentaría para declarar la nulidad que se demanda: 
porque el art.176 le da jurisdicción para ejecutar^ no pa- 
ra desf rwír sus fallos, y antes bien, el art. 641, prohibe 
expresamente á los Jueces revocar sus sentencias, y la 
nulidad pedida no es más que una revocación, y no son 
otra cosa que sentencias las resoluciones que aprobaron 
el inventario y la partición; por último, agrega, desde eí 
momento en que dictó el Juez esas sentencias, conclayó 
su jurisdicción, dejó de ser Juez en ese asunto y, por lo 
tanto, está inhabilitado para tocarle, bajo cualquier pre- 
texto que sea. 

Vamos por partes. 

Del tenor literal del art. 176, infiere el abogado con- 
trario, que la jurisdicción que ha conocido en un asunto,, 
está, es cierto, autorizada para llevar á cabo su sentencia,, 
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mas no para declararla nula^ es decir, qae según eE' 
Sr. Macfas, el Jaez que pronuncia un fallo tiene ^ue lle- 
varlo adelante á outrancsy contra todo viento y ínarea- 
¿Es ésta una argumentación seria? ¿se puede sostener de 
buena fe que en ningún caso deba el Juez hacer otra cosa 
que cumplir su sentencia? Y si se trata de un fallo ape- 
lado, en que se ha admitido el recurso en ambos efectos, 
¿tendrá también jurisdicción para ejecutarlo? Y si el su- 
perior revocó el fallo ó la Suprema Corte de Justicia 
amparó contra él, ¿también irremisiblemente habrá de 
ejecutarlo? Nadie se atrevería á sostenerlo así. Pues en- 
tonces ¿por qué el Sr. Lie. Macías pone el grito en el^ 
cielo, cuando se le dice que el propio Juez puede anular 
su sentencia? 

El absurdo sólo puede sostenerse con el absurdo: de 
aquí que de cada palabra de su Señoría, brotan á rauda- 
les los contraprincipíos, los errores y las antinomias más; 
inconcebibles. 

No teniendo ya disposición alguna que invocar, y* ur- 
gién Jóle el que se diga que ha alegado mucho en pro* 
de su causa, que ha ocupado numerosas audiencias pa^ 
ra sostenerla, recurre al primer texto que tiene delante, 
aunque no sea aplicable al caso, aunque haya que dar á 
los términos del artículo una extensión y un significada^ 
que jamás pensó darles el legislador. 

Así es como el Sr. Lie. Macfas no ha tenido reparo enr 
acogerse al art. 641 del Código, y vuelve á levantar su 
bandera, ya mal trecha y averiada, diciendo: «este artícu- 
lo prohibe al Juez revocar sus sentencias; luego la acciónr 
de nulidad que deduces con respecto á un inventario j 
á una partición, no debes llevarla ante el Juez de la tes^ 
tamentaría». Esa lógica demi contrario es verdaderamen- 
te original, muy propia para sostener una causa como la 
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defendida por él. Confundir un juicio de nulidad con un 
^recurso de revocación, es desconocer por completo no 
r^lo la acepción técnica de las palabras, sino hasta la 
linas vulgar. Quien hace nso de tal argucia, que no llega 
^ la altura de ¿ofisma, bien demuestra que carece de ar- 
:gumentos legales para defender á sus clientes. 

Hay defensas que no neccsilan refutarse, que se des- 
truyen por sí mismas, y que sería perder lastimosamen- 
te el tiempo ocuparse en discutirlas. 

Tal es esa á que vengo refiriéndome. Se estimaría que 
me burlaba del buen sentido, si seriamente me empeñase 
<en demostrar que la acción de nulidad, que mi parte 
ejercita, no es el recurso que reglamenta nuestra ley pro- 
cesal en sus arts. Gil y siguientes, y que un juicio ordi- 
nario como el entablado por mi cliente, no es un ar- 
iiculo de revocación por contrario imperio. 

Dejemos, pues, á mi adversario esgrimiendo esa lógica 
muy digna de él, y vengamos al terreno de las doctrinas 
jurídicas que invoca, persuadido sin duda de la ausen- 
cia absoluta de textos legales, para apoyar sus infunda* 
dos asertos. 






El Señor Lie. Macías, que con tanto calor protestó 
xontra las citas que hice en primera instancia, de auto- 
res contemporáneos verdaderamente ilustres y que go- 
zan de innegable autoridad en nuestro foro; el Señor Ala- 
cias, que tan acremente censuró al Señor Juez 2? de lo 
Civil, porque adujo en apoyo de su luminoso fallo, la 
doctrina del esclarecido Laurent; el Señor Macías, digo: 
por una de esas reversiones que !e son tan geniales, ha 
Tenido á abruniar á esta respetable Sala con extensas 
citas de tratadistas italianos, españoles y alemanes, que 
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asientan tesis diametralmente opuestas á las sostenidas 
por él en este asunto. 

No fatigaría á los Señores Magistrados refiriéndome á 
esas citas, á veces mutiladas y siempre inconducentes, 
si no fuese porque á diferencia del contrario, quiero que 
se haga luz en este asunto, y me prometo no dejar sin 
contestación una sola de sus argumentaciones. 

Comenzó el abogado de los demandados, por dar lec- 
tura á algunas páginas de Sigismundo Scaccia, autor res- 
petable en verdad; pero que escribió hace cuatro siglos, 
y que, por lo mismo, no pudo tener conocimiento ni de 
las disposiciones del derecho actual, ni de los principios 
que las informan, ni del medio social para que han sido 
expedidas. Rechazar las doctrinas de M. Laurent y otros 
distinguidos comentaristas de los Códigos franceses y es- 
pañoles, que son, como nadie lo ignora, el molde en que 
se han vaciado nuestras leyes, es ya un delito de lesa ju- 
risprudencia; pero substituir á ellos las doctrinas de auto- 
res antiquísimos, que como Scaccia, escribieron más 
bien sobre Derecho Eclesiástico, es tocar la meta de la 
cavilosidad y del absurdo. 

¿Y qué nos enseña el respetabilísimo ?caccia, acerca 
de las cuestiones en este momento debatidas? 

El Señor Lie. Macías olvidó que lo que estaba discu- 
tiendo y tenía que probar era, si el Juez mismo que dic- 
ta una sentencia, es competente para declarar su nuli- 
dad; y lejos de mostrarnos las palabras de Scaccia que 
tal opinión confirmen, no ha hecho otra cosa que citar- 
le en la parte que se refiere á las diversas clases de nu- 
lidad y manera de hacerla valer. 

Es decir, que abandonando el núcleo da la discusión, 
ha venido á ocuparse en un punto, que^no^se discute, 
que ni interés jurídico tiene, y es esto tan cierto, que voy 
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á p^rmiürai? leer lo que SK^re efías clasificaciones dice 
el erudito Altimari, en su preciosa monografía « De Na- 
Uitatibus.t *? 

En el Tomo I, Rub. L Quaest. III. se propone esta 
cuestión: 

«Quotuplex sit Nullitas,» y entra en materia, dicien- 
do: «Este artículo le pareció superfluo á nuestro Vantio, 
pues aunque la nulidad puede nacer de varias y múlti- 
ples causas, sin embargo, considerada en sí la nulidad es 
una y simple, y no sutre distinción. (1) Y más adelante 
agrega: que si toca este punto, es sólo para proceder, 
distinta, clara y ordenadamente. (2) Es, por lo tanto, ma- 
nifiesto, que esa teoría que consigna Scaccia sobre la nu- 
lidad que se deduce principaliter y la que se deduce 
inddentery única á que se ha referido el Señor Lie. Ma* 
cías en la cita que hace de aquel autor, no tiene impor- 
tancia jurídica, ccmo lo reconocen Vantius y Altimarí, 
autores que más profundamente y con mayor extensión 
se han ocupado en la materia de nulidad. Y en efecto, 
tanto ellos como el mismo Scaccia, concluyen que la 
nulidad, aunque se intente per se 6 principaliter^ como 
dicen, siempre se considera deducida incidentalmen- 
te. (3; 



(1) «Articulus istae supeo^uus visus fuit Nostro VANTIO, in fine Rubr. 
quid sit nullitcíSt nam licet illa ex variis, et multiplicibus causis oriri pos- 
sit, lamen eadem nulliias quo ad se única est, et simplex, ñeque ullam ra- 
tione sui patitur sectionem.» Altim. loe. cit 



(2) <üt distincte, clare et ordinate procedam» ibid. 



«Incidenter nnllitas deducitur pluribus'modis. Primus modus est, 
quaiídó apellatur simpiiciter a setiteniia diffifiüiva, non aliter expressa 
nullitate sententiae, quia tune causa nullitatis includitur in apellatione, et 
stat in ea accesorie et incidenter» 

«Secundus modus est quando una partium petit itemm pronuncian, 
dicens sententiam primo loco latam esse nullam. Seu petit denuo pronun- 
ciari, quia prima sententia estnulla.> 

«Seu petit princwaliter, quod iterum sententietur, et sic quaestio nu- 
UiUtis veniret llíaDENTER.> 

Seu petit ab eodtm Índice^ iterum pronuncian in causa, ei ded/Hcif 
ímUiiuiemiifncidmín'.»^ 
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yeamos ahora jo. que Icfs autores precitados estable-^ 
cen acerca del punto en que radica la dificultad. Pera 
entiéndase que cuando digo dificultad^ no es porque yo 
crea dignos de discusión los puntos que ha tocado el 
Señor Lie. Maclas en su alegato; él se ha creado dificul- 
tades que no existen y me obliga á seguirle en ese terre- 
rreno para remover imaginarios obstáculos, por más que' 
muy á mi pesar me vea en el caso de repetir á cada mor 
mentó verdades axiomáticas en el derecho, indestructi- 
bles apotegmas, que jamás hasta hoy se habían puesto á 
discusión. 

Ya dije, y ha llegado el momento de probarlo, que mv 
apreciable contrincante, tan desdeñoso para con las doc- 
trinas de Laurent y otros eminentes tratadistas moder-^ 
nos, ha recurrido, sin embargo, en busca de argumentos^ 
á autores tan antiguos é inadecuados como el Scaccia; y 
que después de citarlos y exponer sus doctrinas acerca 
de puntos verdaderamente baladíes, ha omitido ingenio-^ 
sámente, el mencionar sus conceptos en la parte condu- 
cente, en aquella en quelos propios autores tratan lacues-^ 
tión por él mismo propuesta, á saber: «si el juez que pro- 
nuncia un fallo está óno inhabilitado para declararlonulo.r 

El prop'o Scaccia, citado por el Señor Lie. Macías, sos- 
tiene en su obra «de Apellationibus,» que bien se trate 
de una sentencia interlocutoria ó de una sentencia defi-^ 
iiitiva, el Juez que la pronunció es el llamado á declarar 
su nulidad, pudiendo además revocar su primer fallo y 
pronunciar otro contrario á él; (1) con la sola diferencia^ 
de que en el caso de sentencia definitiva, también el su- 

cSeu petit sententia ex eisdem aclis reforman habita prima sententia^ 
pro nulla, quia reformatio intentatur prtncipaZtícr et nullitas incidenier,* 
pltim. Tractatusde Nullitatibus, T. 1. Rubr. 1. Quaest. III. num. 25 á 37 
— Vantias. de Nullit Rubr. quot et quib. modis nullitatem in judicio prop.- 
S.O.S .núm. 7. vers. si ir<iciabiniU8. 
^^ (l) «Primni casui est in nuUitate ante sententiam diCTinitívam, ut pul» 



Digitized by 



Google 



28 

jpeñoT puede hacer aquella declaración. (1) Pero repito, 
-que al citar á Scaccia el Señor Maclas, se cuidó mucho 
de omitir la parte substancial de su doctrina, que con- 
dena, en términos absolutos, la peregrina teoría de que 
ninguno más incompetente para pronunciar la nulidad 
-de un fallo, que el Juez que lo pronunció. 

La doctrina de Scaccia es la de todos los tratadistas; 
pero para no ser difuso me limitaré á citar las palabras 
de Altimari, que no pueden dejar sombra de duda sobre 
el punto en cuestión. 

La Rüb. III, del Tomo I, de su obra ya citada, tiene 
.este rubro: «Coram quopossit, et debeat Nuliitas pro- 
poni, et quis dicatur judex competens in causa Nullíta« 
tis.» Y la «Quaeslio Vil,» de la misma rubrica, tiene co- 
mo epígrafe: cAn idera judex qui tulit sententiam diffi- 
nitivam possit cognoscere de nuUitate ipsius?» 

Tratando la materia con la lucidez y precisión que 
acostumbra, y confirmando cada una de sus palabras con 
las más autorizadas doctrinas, asienta como tesis general 

intentaretur nuliitas alicujus dtcreti, seu sententiaeinterlocutoriae.» 

«Capio primum casum in sentenlia inlerlocutoria, et concludo, ejus nu- 
ilitatem esse deducendam coram eodetn judice, qui interlocutoriam tulit, 
NK DIVIDATUR CONTINENTIA CAUSAE, et quia judicandum estea; eisdem 
actis.* 

«Extende secundo, ut is qui eam íMí/í, possit non solum cognoscereáe 
£jus nulitate, sed possit etiam contrariam ferre.> 

«Extende tertio, ut in tantum possit cognoscere de ejus nullitate, ut eam 
{ps3 solus et non alíus possit uti nullam revocare.» 

«Extende quarto, ut in tantum judex qui tulit interlocutoriam et non 
ulitis debeat cognoscere de ejus nullitate, ut ñeque Judex AD QÜEM fuerit 
apellatum possit de ea cognoscere.» 

«Infero ex hac conclusione sic extensa, quod judex sicut potest cognos- 
cere de nullitate suae interlocutoriae, ita etiam potest eamdem interlocuto- 
jiam qnam ipse tulit REVOCARE.» 

«Amplia primo, hanc illationem. ut is, qui interlocutoriam tulit, possit 
non solum eam revocare, SED POSSIT ETIAM CONTRARIAM FERRÉ.» Sig. 
Scaccia, Tractatus de Apellationibus: Quaest XIX, Rem. I. ConcL VI. núm. 
2 y siguientes. 

(I) «Capio secundum casum in sententia difHimtiva, possitum supra, et 
In hoc firmo duas regulas, et de secunda scripsi infra. Prima regula est, quod 
si nuliitas deducitur PRINCIPALITER, seu smipliciter sine apellatione, po- 
éerit. ea intentan vel CORAM JÜDICl ORDINARIO, QÜI SENTENTIAM PRO- 
rULÍT, vel coram superiorem.» Scaccia. loe. cit. 
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é indiscutible, que el mismo Juez ordinario que pronun-^ 
ció la sentencia puede conocer de su nulidad; (1) masr 
previendo que podría objetársele, como lo hace el Señor 
Lie. Macías, que termina toda jurisdicción para el Juesí 
desde el momento que pronuncia su fallo, contesta: que 
no espira el oficio ó la jurisdicción del Juez por pronun- 
ciar una sentencia nula; (2) que no se dice haber juz- 
gado el Juez que sentenció inválidamente; porque la 
sentencia nula no es sentencia; (3) que es lo mismo na 
hacer una cosa que hacerla nulamente; (4) que por la 
tanto, declarada nula la sentencia por el Juez (]ue la pro- 
nunció, puede el mismo Juez conocer de nuevo y proce- 
der en la causa; (5) como también puede conocer de 
ella su sucesor, porque el Juez y su sucesor son tmus 
et Ídem. (6) Luego refiriéndose á la nulidad que se de- 
duce incidenter y á la deducida principaliter^ sostiene 
con un sin número de tratadistas citados por él, que las 
anteriores conclusiones proceden si la nulidad se deduce 
incidentalmente, porque las incidencias y emergencias na 
se han de separar de cu principal; (7) lo mismo que 
cuando se deduce como acción principal de per se, en 
cuyo caso además del Juez también puede conocer el su- 



(1) «ídem Judex ordinarius qui sententiam tulit, potest cognoscere de 
nullitate ipsius.> 

(2) «Ea ratione, qnia judicis ordinari offícium, et jurisdictio, non es- 
piral per prolalionem sententiae nullae.» 

(3) «Et Judex, qui nuliiter judicavit, non dicitur jadicasse, cum senten- 
tia nulla non dicatur sententia, ÜT NOTANT OMNES.» 

(4) « Paria sunt nuliiter faceré, ac non faceré.» 

(5) «Et sic declarata sententia nulla PER IPSUMMET JUDICE ORDI- 
NARIÜM, ipseraet potest de novo cognoscere, et procederé in causa.» 

(6) «Sic etiam potest cognoscere ejus succesor, cum Judex eteju» 
succesor sint UNÜS ET ÍDEM.» 

(7) «Quae conclusio prooedit si nullitas proponatnr incidenter puta, 
guia, petam iterum sententiari, et reforman sententiam ex eisdem actis, ha- 
bita, prima pro nulla. ea ratione, quia INCiDENTIA, VEL EMERGENTIA,, 
NON SÜNT DIVIDENDA A SÜO PRINCIPALI A QÜO EMERGÜNT, VEL IN 
QÜO INCIDÜNT.» 
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ífior, (1) ó si la nulidad se deduce incidentalmente, 
íniendo como objeto principal, que la sentencia se re- 
írme por ser nula. (2) 

Lo expuesto bastaría para dejar establecido, que nada 
m contrario á las doctrinas jurídicas, como la afirma- 
ón de que el Juez que ha pronunciado un fallo es in- 
Dmpetente para conocer de su nulidad; pero como he 
¡cho, y debo dejarlo plenamente probado, que el Señor 
je. Macías ha mutilado las citas, leyendo sólo aquello 
ue ha tenido por conveniente aunque á nada conduz^ 
gin, y pasando por alto lo que viene á herir el corazón 
e la dificultad, tan sólo porque en esa parte le son no- 
)riamente contrarias las doctrinas de los autores; creo 
e mi deber insistir aún en este punto, y espero que los 
eñores Magistrados se dignarán prestarme, por unos 
lomentos más, su respetable atención. 

Después de las citas de Sigismundo Scaccia, se ha de- 
3nido el abogado contrario en leer algunos párrafos del 
eñor Conde de la Cañada, tomándolos de sus conocí- 
as «Instituciones prácticas de los juicios civiles.» Mas 
omo de costumbre, se desvió del objeto á que debiera 
oncretarse, para llamar tan sólo la atención de esta 
espetable Sala, sobre puntos muy diversos á los que en 
ste momento se debaten. Se fijó, en efecto, el abogado 
e la parte demandada, en los números 6 y siguientes 
el capítulo primero, parte segunda, que tratan de la ma- 
tera de proponer y formalizar la acción directa de nu- 
dad; del término para ejecutarla; del que la ley señala 
1 recurso de nulidad; de la ley de Partida que hace 
(articular encargo á los que han de pedir y demandar 

(1) «Quando deducitur PRINCIPALITER, ek DE PER SE iUapoteit 
ognr.á(:i, vel ab orinariomet, QUI SENTENTIAM TÜLIT, vel a Saperiore.> 

(2) «ídem est, cuando nullitas deducitur incidenter; PETENDO PRIN- 
IPAIiTER sententiam xeforn:ah ex eisdem, qnia sententia lata est nuUa.» 
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sus derechos, que lo hagan ante el Juez que cha poder 
de juzgar al demandado;» de lo mucho que importa no 
equivocar el Juez, ante quien se han de poner las instan- 
cias, recursos, apelaciones, etc. Como se ve, Señores Ma- 
gistrados, nada de esto está á discusión, nada de esto 
puede ser materia de la decisión judicial en el presente 
artículo de incompetencia; pero el Sr. Lie. Macías ha ne- 
cesitado extenderse en sus alegaciones, y de todo habla 
menos del punto debatido, y antes bien lo rehuye á ca- 
da momento, de tal siyerte que no ha tenido inconve- 
niente en pasar en silencio los números 13 y siguientes 
del capítulo citado, en que el Señor Conde de la Cañada 
resuelve magistralmente y con aglomeración de citas, la 
cuestión. Al llegar á esa parte del capítulo, cuya lectura 
ya consideró perjudicial mi contrario, dijo á los Señores 
Magistrados que les hacia gracia (fueron sus palabras 
textuales) de todos esos párrafos, y en efecto omitió su 
íectura; pero no contaba con que yo vendría á descorrer 
el velo y á poner á plena luz. lo que él se proponía de- 
jar en las sombras. 

Veamos, pues, como mutiló su Señoría el texto del 
ilustre Cañada. 

Hizo gracia á los Señores Magistrados, del número 13 
en que hace alusión á la doctrina de Acevedo, quien po- 
ne «en arbttrio del actor introducir y formar el juicio 
de nulidad ante el Juez ordinario qtie dio la senten- 
cia ó ante el Tribunal Superior». 

Hizo gracia de la doctrina de Vantius, quien conviene 
en que se puede tratar de la nulidad, ó bien ante él mis 
mo Jues que dio la sentencia, ó bien ante el Superior. 
También hizo gracia del número 14í en que cita la opi- 
nión*de Altimari, quien hace electivo el v^o de la nuli- 
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dad intentada por acción principal ante el mismo 
Jues que dio la sentencia^ 6 ante su superior, siguien- 
do en esto á Scaccia. 

Hizo igualmente gracia á la Sala, del número 15, en 
que el Señor Cañada cita al autor de la Curia Filípica, 
que asienta: «La causa de nulidad se ha de pedir y tra- 
tar, no se habiendo apelado de la sentencia, ante el mis^ 
mo Jí4sz que la dio*. 

Le hizo también gracia de la autorizada doctrina de 
Paz, de * quien dice Cañada, que «sólo hace mérito del 
conocimiento que compete al Jhes que dio la senten- 
cia para declarar su nulidady y transcribe aun el 
texto latino, [ij. 

Por último, ha tenido por conveniente hacer gracia á 
los Señores Magistrados, del número 18, en que refirién- 
dose á todos los autores cuyas doctrinas acaba de trans- 
cribir, forma respecto á ellas, el siguiente juicio: «Bien 
reflexionadas !as opiniones de los autores citados, me 
parece que convienen en la conclusión principal de 
que la nulidad puede intentarse, conocerse de ella y de- 
clararse ante el Jues que dio la sentencia definitiva, 
6 en el Tribun 1 Superior, consistiendo toda la diferen- 
cia de su ^ dictámenes, únicamente en el modo de expli- 
carse, ó en que unos trataron de los dos medios y otros 
hablaron determinadamente de alguno de ellos, sin ex- 
cluir el otro de que podrían usar también las5>artes>. 

Se ve, pues, la conformidad absoluta que existe entre 
todos los autores que han tratado la materia, conformi- 
dad que reconoce en términos explícitos el Señor Conde 
de la Cañada, pero de la cual hizo punto omiso mi ad- 

(1) cContingit aliquando, quod postqnam sententia diiñiitiva lata es 
adversus eam agitar per viam nutitatis, et si appareat nullam esse, Judex- 
QÜIEAM PROTÜUT, RETRACTARItíiT POTERT,> Paz, tom. L, temp.l2 
II.8. 
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Veísario, porque ro convenía á sus miras citar teorías 
diametralmente contrarias á las que él sostiene. 

Seguidamente y trayendo á colación la monumental 
obra de Savigny, intitulada «Sistema del Derecho Roma* 
noactual,»elSr. lie. Macías ha expuesto dos teorías que 
se disputan el mayor grado de originalidad. Consiste la 
una en decir que el Derecho Romano confundió la nuli- 
dad con la restitución in integrum^ y la otra en aseve- 
rar que en Roma los Pretores, no los Magistrados, de- 
claraban la nulidad de los juicios. Aunque como es no- 
torio, nada de esto preocupa la cuestión que se debate, 
no quiero dejar pasar inadvertidas esas aseveraciones de 
mi contrincante, que cuando menos pueden calificarse 
de errores histórico-jurídicos. 

Nada más inexacto que esa pretendida confusión que 
se supone hicieron los jurisconsultos romanos, entre ac- 
ciones tan diversas como la nulidad y la restitución in 
integrunt] y para no detenerme en largas investigacio- 
nes, voy á limitarme á reproducir las diferencias que AU 
timari les señala en su valiosa monografía de Nulidades, 
en la cual trata este asunto desde el punto de vista de 
la jurisprudencia romana. 

En la Quaeslio VI, Rub. I. se pregunta el autor: «In 
quo diíTerat Nullitas á Restitulione in integrum», y en- 
trando en materia, dice: que la nulidad difiere de la 
restitución in integrum en algunas cosas y en las de- 
más conviene con ella, (t) 

Difiere en que el remedio de la nulidad compete á to- 
dos contra los que se ha dado la resolución, así ma- 
yores, como menores ó privilegiados; mas, la restitución 

(1) «Nullitas diíTert a restitutione in integrum in aliquibus, in caeteris 
coQvenit» 
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feompele tan sólo á los menores ó privilegiados, y á lo8 
mayores únicamente en el caso de ausencia, enfermedad 
y otras causas. (1) Difieren en que la nulidad se da con* 
Ira aquello que es nulo: mcás la restitución in integrum 
contra aquello que es válido. (2) Difieren también en 
que la nulidad es un remedio ordinario, y la restitución 
in integrum, lo es extraordinario. [3] Difieren igual- 
mente, en que la nulidad debe proponerse dentro de 
treinta años conforme al derecho común, en tanto que la 
restitución ín integrum debe hacerse valer dentro del 
cuatrienio. (4) 

Señala todavía Altiraari algunas otras diferencias en 
cuanto á sus efectos, y luego dice que convienen la nuli- 
dad y la restitución, en que ambas suspenden lo juzgado; 
(5) en que uno y otro remedio pueden proponerse ante 
el mismo Juez que pronunció la sentencia; (6) en que 
tanto la nulidad como la restitución pueden hacerse va- 
ler por vía de acción ó de excepción; (7) en que la nu- 
lidad puede proponerse juntamente con la restitución, y 
la restitución juntamente con la nulidad, no simple y co- 



(1) DilTert. quia rcmedium niillitat's cf mpeüt ómnibus, adversus qucs 
est latum decrelum. tan majorilniP, quaní minoribns, et f.rlvilegiatis; resslilu- 
tio in integrum competit tantum minoribas,et privilcgiatis; majoribus la- 
men Bolum ex causa absentiae, infirmitatis et aliÍ3 i-ausis>. 

(2) «Differut, quia nulitatis remedium datur rdveríi^s id, quod eat nu- 
Uum, remedium restilutionis in integrum datur adveráis id, quod estvaJi'- 
dum.> 

(3) cDiflerunt, quia nnllitas est remcdiam oi*dinarium; restitutio in inte- 
grum est remedium exiraordinarium. 

(4é) cDifferunt, quia nullita=? proponi dobet intra 30 annos agendo de Ju- 
re communi: restitutio inlra cuatrienium. 

(5) «Conrenit, quia utrumquo remedium, nulitatis et restitutionii ín in 
tegrum, suspendit judicatum, > 

(6) «Convenit, quia utrumquo remedium potest proponi coram eodem 
judice, qui tulit sententiam.» 

(7) € Convenit, quia tam nullitas, quam restitutio in integnim potest 
proponi agendo, et excipiendo. 
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pulativamente, sino condicional y disyuntivamente. (1) 
Es, por lo tanto, de explorado derecho; que no confun- 
dieron los jurisconsultos romanos, ni es posible confun-^ 
dir jamás, dos remedios tan diversos por su naturaleza 
como la restitución in integrum y la nulidad, siendo 
de notar que es precisamente en leyes romanas en las 
que Altimari funda toda la teoría de que acabo de hacer 
mérito. 

Paso ahora á demostrar que no fué más feliz el Señor 
Lie. Macías al asentar como lo ha hecho, que en Roma 
no era á los Magistrados sino á los Pretores á quienes 
correspondía declarar la nulidad de las sentencias. Para 
demostrar lo poco acertado que anduvo en esto mi apre- 
ciable contrincante, cumple á mi propósito recordar, que 
los Pretores, entre los romanos, no eran otra cosa que 
Magistrados. En un principio, por el año 387 de la funda- 
ción de Roma, sólo había un Pretor que administraba 
justicia á los ciudadanos, pero habiéndose establecido un 
gran número de extranjeros, se hizo necesaria la creación 
de otro Pretor que juzgara sus diferencias. Entonces exis- 
tieron ya dos pretores: el praetor urbanus, Juez de los 
ciudadanos, y el praetor peregrinus^ Juez de los ex- 
tranjeros. Por el año 605 se crearon cuatro pretores más 
y ya eran seis, de los cuales los dos primeros conocían 
de las diferencias de los particulares, ciudadanos ó ex- 
tranjeros, respectivamente, y álos otros cuatro competía 
conocer de los delitos públicos. El dictador Sila añadió 
otros dos. Después Cesar aumentó el número con otros 



(1) «Convenit, nam nullitas potest proponi simul cum restitutione in in- 
t^rum et restitutio simul cum nullitate: lamen possunt intentaxi simul, non 
9impliciter, et copulative, sed, conditionaliter, etdisjunctive,» Altimarit TraC' 
i^tus ae Nullitatibus; Tom. I. Rub. I. Quaest VI, mm. I íid pO. 
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dos, que por razón de las facultades anexas á su cargo 
se llamaron cereales; Augusto agregó aún cuatro más y 
llegaron á verse hasta quince pretores, habiéndolos tam- 
bién en las provincias sujetas al dominio del pueblo ro- 
mano. Sin desconocer las múltiples atribuciones de los 
pretores, quienes estaban revestidos aun de la facultad 
de alterar las leyes y abrogarlas, es un hecho que su ins- 
titución obedeció ante todo a la necesidad de una recta 
y sabia administración de justicia, pues ellos eran los ma- 
gistrados encargados de tan noble como honroso minis- 
terio. De aquí que el lugar en donde.se administraba jus- 
ticia se llamó praetorium, y se tuvieran como distinti- 
vos de aquellos magistrados, la lanza símbolo de la ju- 
risdicción, y la espada que indicaba el derecho de presidir 
el tribunal. 

Baste lo dicho para dejar sentado que los pretores 
eran en Roma verdaderos Magistra,dos, y que, en conse- 
cuencia, la afirmación de que no á los Magistrados 
sino á los pretores competía declarar la nulidad de las 
sentencias, es una aserción tan falsa é inaceptable, como 
mconducente á probar que el Sr.'Juez Segundo^de lo Civil 
carece de competencia en el asunto de que se trata, que 
es lo que ha debido justificar el Señor Lie. Macías. 

Tero ya se habrá comprendido la táctica de su Seño- 
ría en esta imposible defensa; hablar mucho, divagarse 
del único punto sujeto á discusión, citar gran número de 
autores aunque no vengan al caso, tergiversar á veces sus 
conceptos y omitir lo substancial, lo que podía servir 
para ilustrar estos debates; todo con el marcado propó- 
sito de desviar la atención de esta respetable Sala, y lo 
diré de una vez, con el naia loable fin de producir la 
obscuridad y la coqfcisiOn en m íisuntQ 4^ suyo clarisa 
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mo, porqueel Señor Lie. Macías sabe perfectamente, que 
si del caos no puede nacer la luz, sí puede brotar la in- 
justicia. 

A corroborar mis afirmaciones viene el hecho de que 
mi contrincante, después de hacer hincapié en algunas 
páginas de Savigny, para deducir las dos teorías que de 
jo refutadas, y en las cuales jamás soñó tan esclarecido 
autor, omitió la lectura del único párrafo de la obra de 
Savigny que tiene relación inmediata y directa con el ca- 
so en cuestión, y que lo resuelve. Efectivamente, refirién- 
dose á la restitución dada contra el enunciado de 
una sentencia, asienta aquel notable tratadista: cEn 
cuanto á la competencia del Juez tocante á cada caso 
particular de restitución, se siguen las reglas estableci- 
das para las acciones ordinarias, y principalmente to- 
da DEMANDA INCIDENTAL EN ESTA MATERIA, ESTA SUJE- 
TA AL JUEZ QUE CONOCE DE LA DEMANDA PRINCIPAL.'* 

He aquí como el autor predilecto de mi contraparte, 
se vuelve contra ella, y muy á pesar suyo condena la te- 
sis de que «no es el juez que dicta una sentencia quien 
puede hacer la declaración de su nulidad.» Savigny: Sis- 
tema del Derecho Romano actual. Tomo 6, párrafo 
CCOXXXIV. 

Pero ya que el Sr. Lie. Macías ha sido el primero en 
remontarse á la legislación romana, creyendo poder en- 
contrar ahí, lo que no le ha sido dable hallar, ni en el 
texto de nuestros Código?, ni en los muchos autores 
que sin éxito ha citado, no seré yo quien desdeñe ni 
menos tema seguirle en aquel camino. Yo también co- 
mo él dice, veo con respeto y con profunda veneración 
esos monumentos que nos legara la civilización romana, 
y ellos son y sus ilustres cQuaentadores, los (juq couser* 
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más cariño en lugar predilecto de mi pequeña bi- 
a. Ellos son más que «el oleo santo con que se 
tn los Códigos modernos»; son verdaderas cariáti- 
que descansan las legislaciones contemporáneas. 
10 el célebre Portalis, cuando se discutía el códi- 
ces, no tuvo reparo en asegurar que éste no era 
•saque las Instituciones de Justiniano, adicionadas 
relativo á ciertos usos y derechos que no cono- 
)ueblo Romano. 

examinamos los mejores códigos del mundo en 
nuestro se ha inspirado, nos convenceremos de 
;odos ellos han servido de base los oráculos íiupe* 
•os de los jurisconsultos romanos, de'quienes con 
lierto ha dicho el gran canciller D'Aguessau, que 
>n acomodar su genio á nuestros usos, su razón 
Lras costumbres. 

nonumental código de las Siete Partidas, el de Fe- 
[I, el de José II, el deSuecia y Dinamarca, el de Na- 
en tiempo de la República y el de Luís XVni en 
de la restauración, son irrefragable prueba de es- 
ad, como lo han reconocido sus mejores comen- 
;. Aun aquellas naciones que por su desprecio á 
latina, bien quisieran alejar de ella todo contacto, 
lido que beber en la misma clarísima fuente lo 
legislación tiene de más sabio, de más noble y 
bueno. Testigo el mismo Blackstone, el ilustre 
idor y comentador de la legislación inglesa, quien 
a paralelo las dos legislaciones para deducir de 
orioso estudio comparativo, la perfecta concor- 
de la inglesa con la romana. Y testigo también 
lio norteamericano, en cuyas universidades, según 
la un tratg^dista de Derecho Romwio, se cursai^ 
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Simultáneamente las leyes del país, comparadas cob Isü 
romanas, en instituciones formadas al intento sobre am- 
bas jurisprudencias. 

Siendo, pues, tal la autoridad científica del Derecho 
Romano, y supuesto que á ese terreno ha querido He** 
var la cuestión el Sr. Lie. Macías, me permitiré citar 
siquiera sea tres ó cuatro textos, de los innumerables que 
podría traer á colación con el mismo objeto. 

Comenzaré por recordar las palabras de Modestino, 
que han venido á ser un axioma en la ciencia del dere- 
cho: «Ubi inceptum est judicium ibi finem accipere de- 
bet>. L. 30. Dig. de Judie, et ubi quisq. ag. et conv. deb 
5-1.) 

Para refutar la teoría de mi contraparte, quien á ca- 
da momento ahoga porque se divida la continencia de la 
causa, tratándose ante diversos jueces asuntos esencial- 
mente conexos, citaré una constitución del Emperador 
Constantino, consignada en la ley 10, Cod. de Judicüs, 
(3-1) la cual ordena: «Nulli prorsus audientia praebea- 
tur, qui causae continentiam dividet, et ex- beneficii 
praerrogativa id quod in uno eodomque judicio poterat 
terminari, apiíd diversos judices voluerit ventilare.» 
Si se desea otro texto que más directamente se refiera 
al asunto que nos acupa, tenemos el de Pomponio, en 
la ley 1, Dig. de quib. reb. ad. eund. jud. ealur; (114.) 
que dice á la letra: «Si inter plures fomiliae crciscun- 
dae agvtur^ et inter eosden communi dividundo aut fi- 
nium regundorum, eundem judicem sumendiim.T^ 

Y así como el Sr. Macías evocaba no ha mucho los 
manes de un tratadista español para que apoyaran sus 
teorías; así yo podría evocar los de esos sabios juriscon- 
sultos romanos, bien s^uro de que condenarían como 
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isüití-jurldica y absurda la tesis por mi contrario sosleniáa> 
de que otro juez y no el de la sucesión es el que debe de 
clarar la nulidad de lo actuado en una testamentaría, re- 
formar el inventario y proceder á nueva partición. 

* * 

Pero muy a mi pesar voy siendo ya difuso en un 
asunto en que me he propuesto ser lo más lacónico po- 
sible, y paso á ocuparme brevemente en otra de las ale- 
gaciones del Sr. Lie. Maclas, que sin constituir una de- 
fensa para sus clientes, sí envuelve un cargo para mí. 

Dice su Señoría, que en lugar de promover el presen- 
te juicio de nulidad, debí apelar ó interponer el recurso 
de casación contra las resoluciones que aprobaron el in- 
ventario y partición en la testamentaría del Sr. General 
González, pues éstos son únicamente los recursos conce- 
didos por la ley. 

Al sano criterio de los Señores Magistrados dejo el 
calificar lo que serían esos recursos de apelación y ca- 
sación, interpuestos después de cinco años de notifica- 
das dichas resoluciones. Aunque ilegalmente represen- 
tado el menor González Horn en aquel juicio, las preci- 
tadas resoluciones fueron notificadas á la persona que 
en él fungía como su representante, y esto basta para 
que jamás hubiesen podido prosperar aquellos recursos, 
que por todos conceptos habrían sido improcedentes é 
ilegales. 

Agrega el Sr. Maclas, que el tiempo tan lastimosamen- 
te gastado en escribir lo que él llama folletos y artícu- 
los difamatorios, debí emplearlo en estudiar la ley, y 
que de esta manera, no habría entablado una demanda 
inepta como la que tengo interpuesta, sino que habría 
hecho valer los recursos de apelación y casación, únicos 
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que me concede el Código contra los autos aprobatorios 
del inventario y de la partición. 

Lanzar un reproche es lo más fácil del mundo; pero 
no así justificario. Tal sucede en el caso presente. El Sr. 
Lie. Macías me acusa de inepto en mis defensas, y al 
propio tiempo, con ese tono dogmático tan genial en él, 
y con todo el magisterio de un Papiniano, se propone 
darme una lección de derecho, lección que aceptaría de 
buen grado, si no fuese porque ella implica una estupen- 
da monstruosidad jurídica. 

Afirma mi contraparte que en el instante mismo en 
que descubrí los vicios y nulidades que afectan aquel in- 
ventario y aquella partición, debí hacer uso de los únicos 
recursos legales que en su concepto tenía para impugnar- 
los: ó apelar ó interponer el recurso de casación. 

Pero está á la vista que- tal lección, consejo ó como 
quiera llamársele, descansa sobre tres supuestos inadmi- 
sibles y enteramente gratuitos. Se supone en primer lu- 
gar, que hubo un instante, preciso, matemático, en que 
yo tuve conocimiento de todas y cada una de las causas 
de nulidad que he invocado como fundamento de mi 
acción; pero nada más aventurado que tal aserto. 

Basta conocer lo variado y complejo de los hechos en 
que mi demanda de nulidad se funda, para comprender 
que no he venido en conocimiento pleno y perfecto de 
todos ellos, por vía de intuición, en un momento dado, 
sino que antes bien, ha sido necesario el transcurso no 
solo de días, sino de meses, para poder hacinar todos losr 
elementos, que á la vez que engendraban en raí la coni 
vicción de la injusticia de que mi cliente se queja, me 
ponían en aptitud de elegir la vía perseqtwndi injudi- 
cio^ la acción más expedita, el camino más llano y más 
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directo para hacer valer sus derechos ante los tri- 
bunales. 

Una de las bases de la acción intentada ha sido la 
falta de declaración del estado de minoridad del joven 
González Horn, declaración indispensable conforme al 
artículo 4íl4í del Código Civil, para que fuera discernida 
legalmente cualquiera especie de tutela; pues bien, sólo 
para obtener la constancia fehaciente de que tal decla- 
ración no existe, transcurrió más de un mes. 

Otro fundamento de mi demanda ha consistido en la 
ilegal representación con que fungió el Sr. Lie. D. Gu- 
mersindo Enríquez, y sólo para obtener este dato, tuve 
que vencer un sinnúmero de dificultades, hasta lograr 
imponerme con mis propios ojos, del documento autén» 
tico relativo á aquel mandato, que no existía en los autos. 

Otra de mis defensas, y sin duda una de las principa- 
les, consiste en que los bienes inventariados no fueron 
valuados por peritos, exceptuada una pequeñísima par- 
te; y para saber esto, tuve que luchar primero, porque 
los autos fueran devueltos al juzgado, obteniéndose só- 
lo la entrega dedos secciones, y después tuve que emplear 
algunos días para imponerme de ellos, en las pocas ho- 
ras hábiles para tal objeto. Así sucedió en todo lo demás; 
muchas veces un solo dato que ha sido precioso hallazgo, 
me costó más de un mes de rudas é ímprobas faenas. 

Se comprende, por lo tanto, que no fué asunto de ua 
día ó dos, ni menos de un solo momento el que yo co** 
nociese el estado de cosas y los antecedentes en negocio 
tan complicado, sino tarea de varios meses, á fin de ob- 
tener cuantos datos y elementos fueran indispensables 
para instaurar la acción. Siendo esto así, carece por comí 
pleto de base la primera suposición del Sr. Macías, á sa- 
ber, que en el momento que conocí los vicios, debí apelar. 
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El otro supuesto gratuito es éste: aun dado que in- 
iííitimmente 6 como se quiera, yo hubiese tenido en un 
momento señalado el perfecto conocimiento de aquellos 
vicios, ¿me autorizaría esto para apelar?; y sobre todo, 
¿podría haber apelado ó interpuesto casación, después 
de cinco años de dictados y notificados los autos apro- 
batorios del inventario y de la partición? ¿Habría encon- 
trado juez que diese cabida á tales recursos? Por más 
que yo me esiorzara, en decir que no había habido per- 
sonalidad, que faltaba la declaración de estado, que el 
que ftmgfa como tutor no era tal tutor, etc., etc. ¿habría 
habido, repito, juez alguno que después de cinco años de 
notificctddB aquellas resoluciones, me hubiera admitido 
sanejantes defensas? 

Pero suponiendo que hubiese hallado juez, que contra 
las prevenciones expresadas de la ley, me admitiese esos 
recursos, ¿no los habría impugnado el Sr. Lie. Macías? 
¿No habría sido el primero en atacarlos, como ineptos y 
extemporáneos? 

¿Y sería acaso esta respetable Sala la que hubiese dado 
paso libre á semejantes aberraciones? ¿Podría esta Sala 
ó cualquiera otra haber permitido, que á la sombra de 
una apelación ó de una casación tan irr^ularmente in- 
terpuestas, se hubieran traído al debate cuestiones que 
nunca se propusieron en primera instancia, que por lo tanto 
el juez no pudo considerar ni decidir, que en consecuen- 
cia, el tribunal de apelación ó de casación, jamás habría 
resuello, por absoluta falta de jurisdicción? 

En nada de esto ha pensado el Sr. Lie. Macías al darme 
su lección de derecho, ó si lo pensó no ha querido to- 
marlo en cuenta al favorecerme con sus buenos consejos. 
En este proceder no hay medio: ó ha obrado de buena 
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fé el Sr. Líe. y esta misma buena fé acusa ignorancia su- 
pina de los principios jurídicos más elementales; ó no ha 
procedido con buena fé, y en tal caso, su consejo, ó ar- 
gumento, ó CQmo quiera calificarse, acusarían algo más 
grave que el craso error y la supina ignorancia. 

Pero sjgamos adelante. Me hace cargo el Sr. abogado 
de la contraria, porque no estudié el Código y no apelé 
ó recurrí en casación. Y ese mismo Sr. abogado, ¿habrá 
visto el artículo 1807 del Código de Procedimientos Civi- 
les? Este artículo es el aplicable exactamente al caso, 
porque yo he pedido la reforma del inventario, por ser 
nulo, á consecuencia de error ó dolo interveniente; mas 
ese artículo no dice que se apele para que en segunda 
instancia sea reformado el inventario, ni dice que se inter- 
ponga casación, etc. Dice única y exclusivamente que 
f aprobado el inventario por el juez, ó de consentimiento 
de todos los interesados, no puede reformarse sino por 
error 6 dolo declarados por sentencia definitiva, pronun- 
ciada en juicio ordinario.» 

Vea, pues, mi contrincante, como la partícula sino ex- 
cluye por modo expreso los recursos de apelación y ca- 
sación; y como los demás conceptos del propio artículo, 
me ponen á cubierto de todo cargo, pues ellos señalan 
expresamente la via ordinaria para que se reforme el in- 
ventario, y es exactamente una demanda ordinaria la 
que yo he entablado con ese mismo objeto. 

¡ Ah¡ si no lo hubiese hecho así, cómo se levantaría hoy 
el Sr. Macías armado de ese artículo, y con voz estriden- 
. te, aclamaría: '*túapelaste, tú interpusiste casación, porque 
no has estudiado el código é ignoras que son breves días 
los que señala para interponer esos recursos, y no cinco 
años que son los transcurridos; é ignoras también que 
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la ley, esa ley que no te es dado violar, ni reformar, 
ni eludir, te prescribe la vía ordinaria y no otra alguna." 
Así prorrumpiría el obogado contrario, y á fé que en tal 
caso, á la inversa de lo que hoy sucede, tendrían razón 
de ser sus declamaciones. 

Mas, porque tanto hincapié ha hecho en esta parte el 
Sr. lie. Macías, repitiendo no una sino varias veces, que 
yo debí apelar y que si no lo hize, mi torpeza salva á sus 
clientes, voy á añadir dos palabras á lo dicho, para que se 
vea que no sólo nuestra ley y los principios que la infor. 
man, sino los de la jurisprudencia universal, condenan 
aquella tesis. 

Permítaseme una reíerencia al Derecho Romano, ya 
que mi contrincante tan partidario se muestra de ese 
monumento del saber y de la moral más pura, cuya gran- 
de autoridad en la ciencia jurídica soy el primero en re- 
conocer y respetar. 

El jurisconsulto Macer, en la ley 1. Dig. Quae sentent. 
sine appell. rescind. (49-8) refiriéndose al caso en que 
una sentencia es nula por error de cálculo, asienta que 
de tal sentencia no es necesario apelar: tsi calculi error 
in sententia esse dicatur, apellare necesse non est^ et 
citra provocationem corrigitur. > 

Concordante de esta ley es la 2, Cod. Quando provoc. 
non est. necesse. (7 64) en la cual el Emperador Alejan- 
dro, establece: csententiam contra tam manifesti juris 
forman datam, nulUis habere vires palam est: et ideo 
in hac specie nec provocationis auxilium necesari/um 
fuit.T^ 

Podría acumular muchos textos de leyes romanas en 
igual sentido; pero prefiero transcribir la doctrina de 
AlUmari que es la de todos los tratadistas. 
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En su tratado de las Nulidades, tomo I. Rub. V. ^co- 
mienza Altimari por sentar esta regla: «Multoties non 
apellatur sed dicitur de nullitate,» y pone una serie de 
■ejemplos ó casos en que no se apela de una sentencia, 
de un decreto ó de un laudo. En la Quaesl. XIV de la 
misma Rúbrica, se hace esta pregunta: « An appelletur 
úsententia nulla?* y contesta: «El trigésimo nono ejem- 
plo es el de la sentencia nula, de la cual no se da apela- 
ciíto.» (1) La razón es, dice, porque la ley rechaza las 
apelaciones superfhías y no d^e hacerse uso de reme- 
dios inútiles; mas la apelación de la sentencia nula no es 
necesaria y por lo tanto es superfina. (2) 

Ea Batuda, cita Altimari varios autores respetables, 
quienes fundados en la ley Si expressim, Dig. de Apell. 
et relat. (49-1) sostienen la opinión de que pt$ede ape- 
larse de una sentencia nula. Efectivamente, aunque en 
dicha ley el jurisconsulto Modestino, aenta el principio 
de que la sentencia dada contra el rigor del derecho no 
debe valer, y por esto, sin necesidad de apelación, pue- 
de nuevamente agitarse la causa;» (3) pero coino en la 
parte final habla el jurisconsulto del caso en que ha- 
biéndose interpuesto apelackSn, estaba sido declarada de- 
sierta; de aquí infieren los autores, entre ellos Scaccia, 
que si bien puede apelarse de un fallo nulo, no es nece- 
sario este recurso: jura tollunt necessUatem, non fa- 
cídtatem appelandi. Por lo demás, el mismo Modestmo 
concluye que aun apelada la sentencia nula y declarada 

(1) «Trigesimmi nonum Exemplum est in sententia nuUaj á qua non 
datur apellatio. «Alt. loe. cit 

(2) «Ratio est quia lex reiicit appelationes superfluas, et non utitur su- 
pervacuis remediis. Sed appeíatio a sententia nulla non est necessaria, et 
ideo est superflua. «Id, ibid. citando varios autores, entre ellos á Scaccia, 
de apellat qu 17, lim. 21. 

rS) «Si expressim sententia contra juris rigorem data fuerit, valere non 
debet, ideo, et shi^ ctpettceHone causa denuo indaci poteát» Ley citada. 
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desierta ó ptescripta la apelación: mimme eonfioñmiwñ 
ex h(xc praescriptione sententia: tmde potefit caiksck 
áb inüio agüari. 

Mas no quiero que se me tache de difuso acudiendo 
á mayor nitaiero de autoridades, como sin duda podría 
invocar contra las aserciones de mi contraparte. Baste lo 
dicho para rechazar el cargo de haber sido negligente en 
valerme de los recursos leales y de ampararme sólo de 
una dananda ordinaria que, según lo asevera el patrono 
de los demandados, es ineñcaz y abiertamente contraria 
á derecho. Si asi fuera, de seguro que el Sr. Hacías uo 
emplearía, como lo está haciendo, esfuerzos sobrehun^- 
nos para evadir la contestación de esa demanda, por 
medio de dilatorias, apelaciones y otros recursoa 
análogos, que sólo tienden á retardar el momento en que 
los tribunales definan una tan justa reclamación de mi 
poderdante. 

Hasta aquí se ha visto que ni faltan leyes expresasen 
que fundar la competencia del Juez de la suceskki par 
ra conocer del juicio instaurado, ni las doctrinas que ci- 
ta el Sr. Lie. Macías, pueden coadyuvar su intención, y 
antes bien, están en manifiesta pugna con las opiniones 
verdaderamente singulares que en este negocio se ha 
propuesto sostener mi adversario. 

A una voz todos los tratadistas condenan la teoría de 
que el Juez que pronuncia una resolución, sea iihcompe" 
tente para reformarla; á una voz proclaman que precisa- 
mente al Juez sentenciador, salvo el caso de apelación, 
corresponde pronunciar acerca de la nulidad de su falto; 
á una voz afirman que no es necesario apelar de la sen- 
tencia nula, que deben rechazarse las apelaciones super- 
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fluas, y que superflua es la que se refiere á un fallo in« 
subsistente, á un fallo nulo. 

Por otra parte, los principios que rigen la materia de 
competencias, muy especialmente los que se refieren á 
juicios universales; los que fijan las reglas de la jurisdic- 
ción atractiva; los que fundan la acumulación; los que 
proclaman que no se divida la continencia de la causa, y 
que no se dé lugar á juicios contradictorios con perjui- 
cios de los litigantes; obligándolos á erogar gastos inúti- 
les por llevarse una misma cuestión, ó cuestiones co- 
nexas, ante jueces diferentes; todos esos principios, 
repito, que son inspirados por la razón, que se fundan 
en el interéssocial, en consideraciones de orden público y 
aun dé justicia intrínseca, serían de la manera más las- 
timosa vulnerados, si como lo pretenden los Sres. Gon- 
zález, se obligase á mi cliente á abandonar la jurisdic- 
ción que conoce de la testamentaría y está conociendo 
aún de otros incidentes, (1) para acudir ante tribunales 
diversos á solicitar la reposición de dos partes integran- 
tes de aquel juicio, de dos de sus elementos constituti- 
vos, de actuaciones, en fin, que se han practicado y exis- 
ten en el Juzgado 2^ de lo Civil. 

(1] De autcys consta, que los gres. Lie. D. Carlos Rivas y D. Manuel Gon- 
zález, hijo, promovieron pocos días antes de instaurarse esta demanda de 
nulidad, dos incidentes en la testamentaría del Señor Gral. Don Manuel 
González, el uno sobre reposición de las secciones primera y tercera, cuyo 
paradero se ignora, y el otro sobre bienes no inventariados pertenecientes 
á la propia testamentaría. Una certificación judicial €fue obra en el cuader- 
no de mis pruebas, acredita la existencia de esos incidentes que aun no 
terminan. ¿Cómo, pues, han podido sostener los contrarios, que no puede 
haber incidentes de aquelJa testamentaría, por estar terminada? ¿no son 
ellos mismos los promotores de incidentes análogos al que mi parte pro- 
mueve? ¿0 sólo a los Sres. Don Femando y Don Manuel los competerá el 
derecho de promover incidentes, y ese derecho no lo tendrá mi mandante, 
hijo y heredero como ellos, del Sr. Gral. González? 

La contradicción salta á la vista; pero se explica^ por que sólo soste- 
niéndose á cada instante el si y el no, puede ser defendida una causa como 
la que patrocina el Sr. Lie. Macías. 
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Comprendiéndolo así el Sr. Líe. MacíaB, y siempre 
con el propósito de desviar la atención del tribunal, de 
producir el caos en asunto clarísimo, y de dar á su de- 
fensa una latitud que no le permite la naturaleza de la 
causa por él sostenida, ideó otro recurso, y se dijo: ya 
que no puedo atacar directamente la sentencia apela- 
da, dados los fundamentos sólidos é inexpugnables en 
que descansa, y ya que sólo se trata de presentar un in- 
forme aparatoso, que simule laboriosa defensa, cambie- 
mos de táctica, olvidemos ó finjamos olvidar la verdadera 
cuestión que se está debatiendo, y c afrontemos lacuestióa 
de cosa juzgada,» (fueron sus palabras) aunque ni la ló- 
gica ni la ley lo permiten; esto me prestará campo bas- 
tante amplio para hablar mucho, y prolongar por tres 6 
cuatro días más, el presente informe. 

Así se dijo el Sr. Macías, y pasando del proyecto á 
la ejecución, con grandes exclamaciones y con admira- 
ble prosopopeya, sentó esta nueva tesis, tan monstruo- 
sa por su impertinencia en el caso, como por los erro* 
res jurídicos que encierra . 

tLas sentencias, dijo, que respectivamente han 
aprobado el inventario y la partición, pasaron ya en au- 
toridad de cosa juzgada, son la verdad legal y por lo tan- 
to inatacables: el querer suscitar acerca de ellas una 
cuestión, un litigio, es la más imperdonable herejía ju- 
rídica.» 

Nadie deja de ver, Sefíores Magistrados, que al to- 
car este punto mi contrincante, entra en terreno vedado^ 
hollando audazmente la disposición contenida en la frac- 
ción IV del art. 597 del Código de Procedimientos Civi- 
les, que literalmente dice: tLos alegatos deben limitarse 
á tratar de las acciones deducidas y de las excepciones 

H 
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opuestas en el juicio: si versaren sobre algún maDENTE 

©EBERAN CONTRAERSE A EL SIN EXTENDERSE AL NEGOaO PRIN. 
OPAu 

Se trata sólo, como'es notorio, de una excepción di- 
latoria, de un artículo sobre incompetencia; pero de nin- 
gún modo de una excepción perentoria, como lo es á 
no dudarlo la de cosa juzgada, que no se ha opuesto por 
el Sr. Lie. M acias, ni es aún tiempo de hacerla valer. 
Peca, puee, manifiestamente contra aquella disposición 
legal, la parte contraria, al promover un debate que le 
está expresamente prohibido, y yo mismo no me permi- 
tiría tocar ese punto, si no fuese porque el deber me 
.obliga á contestar uno auno todos los argumentos del 
rabogado contrario, por pueriles é inconducentes que 
isean. 

Mas, no sólo es extemporánea e¿a defensa, sino que 
ella implica un círculo vicioso, puesto que supone gra- 
tuitamente que son válidas é inatacables, las secciones 
del juicio testamentario, que están precisamente en tela 
de juicio; ó lo que es lom ismo, supone como cierto aque- 
llo que se trata de probar. 

Pero aparte de esto, y sin proponerme tratar la ma- 
.;teria con la extensión que me prometo h.u erlo, si como 
-es probable el Sr. Macías opone á mi demanda la excep- 
ción de cosa juzgada, voy á impugnar, en breves pala- 
.bras, sus alegaciones á este respecto, pues no creo que 
camerilen una contestación seria y detenida. 

Es cierto que un principio de orden público y de se- 
guridad social hace considerar á las sentencias como la 
verdad misma, revistiéndolas de la autoridad de la cosa 
juzgada; es cierto que los intereses de la justicia exigen 
«^ que se oponga infranqueable barrera al sin número de li- 
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tigios, que de otro modo se multiplicaría indefinidamente;: 
es cierto también, que el respeto é inviolabilidad de la» 
sentencias se imponen como una necesidad social, por- 
que sin la autoridad de la «res judicata» no tendrían^ 
fin los litigios, y el mundo, según la frase de Laurent, no 
sería más que un inmenso proceso; pero también es 
ciertoqueno toda resolución judicial es una sentencia 
ejecutoriada. El Derecho romano es terminante á este res- 
pecto: NEC VOX OMNIS JUDiaS JUDICATI CONTINETAüCTOEUTATEMí 

dice la ley 7, C. de «sentenliis et inter. omni. jud. (7.-i57^ 

Este y otros varios textos de las leyes romanas consa- 
gran expresamente la teoría, hasta hoy no desmentida, , 
sino antes bien, considerada como axiomática entre los le- 
gistas, de que para que haya cosa juzgada es necesaria 
que haya sentencia; así como no puede haber sentencia 
donde no hay controversia, donde no ha mediado conoci- 
miento de causa, en el orden y forma prescriptos por el 
derecho: si nihil causa cognita sficuNDUít jüris rationem pro^ 

NUNUATUxM EST. 

La ley I, Dig. de re judicata et de effec. sent. (42 — 
1) dice textualmente: Res judicata dicitur, quae 
finem controversiarum - pronunciatione judicis ac- 
cipit: quod vel condemnatione vel absolutione coi^- 

TINGIT. 

Disposición análoga, concordante de aquella, contie-^ 
ne la ley 3, C. de sent, et interl. (7 — 45) cuyo tenor lite- 
ral es el siguiente: praeses provinciae non ignorat difiniti- 

VAM SENTENTIAM QUAE CONDEMNATIONEM, VEL ABSOLUTIONEÜi* 
NON CONTINET, PRO JUSTA NON HABERI. 

Si de la legislación romana pasamos á, nuestro có- 
digo, veremos que ha sancionado, como no podía meno» 
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de hacerlo, idénticos principios, que son de jurispruden- 
cia universal. 

Los artículos 621 y 622 dicen respectivamente: que 
!a cosa juzgada es la verdad legal, y contra ella no se ad- 
mite recurso ni prueba de ninguna clase, salvo en los ca- 
sos expresamente determinados en la ley; y que hay co- 
sa juzgada cuando la sentencia ha causado ejecutoria, 
por ministerio de la ley ó por declaración judicial. 

Como se ve, este artículo se refiere á sentencias, y 
esas sentencias no pueden ser otras que aquellas en que 
se ocupa y define el capítulo primero, tít. VE, del libro L 
Ahora bien, la sola lectura de este capítulo, convence de 
que la acepción en que toma la palabra sentencia, es la 
universalmente aceptada: decisión legítima de una causa, 
seguida ante el juez competente. Así es que contiene los 
siguientes terminantes preceptos: la sentencia debe ser 
clara y al establecer el derecho, debe absolver ó con- 
denar; cuando el actor no probare su acción será ab- 
suelto el DEMANDADf^; la sentencia se ocupará exclusi- 
vamente de las ACCIONES deducidas y de las excepcio- 
líES opuesta*; no podrán los tribunales aplazar, dilatar, 
•omitir ni negar la resolución de las cuestiones que ha- 
yan sido DISCUTIDAS EN EL PLEITO; cuaudo hayan sido 
varios LOS puntos litigiosos se hará la declaración co- 
rrespondiente á cada uno de ellos, etc., etc. Aun al es- 
tablecer las r^las para la redacción de las sentencias, 
habla expresamente de litigantes, de demanda y con- 
testación, DE acciones y excepciones; en una pala- 
bra, no deja un momento de suponer que se trata de 
asuntos contenciosos, de verdaderos debates judiciales 
que ha de definir la sentencia; de todo lo cual se infiere 
^in esfuerzo, que no puede haber cosa jugada cuando 
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no hay contienda, cuando no ha mediado un juicio con- 
tradictorio, cuando no ha habido, propiamente hablando, 
CONOCIMIENTO DE CAUSA, cuando, eu fin, el papel del 
juez se ha limitado, como lo haee al aprobar un inventa- 
rio ó una partición que de conformidad presentan los 
interesados, á autorizar lo que éstos han hecho, como 
un notario que autoriza cualquier otro contrato, pero 
sin juzgar ni definir nada, sencillamente porque nada se 
ha sometido á su juicio. 

Causa verdadera pena tener que recordar estos prin- 
cipios que son triviales eñ la ciencia jurídica, pero me 
veo en el caso de hacerlo así para no dejar sin contes- 
tación ninguna de las alegaciones de mi contraparte. 

Para terminar, me voy á permitir citar á este res- 
pecto algunas doctrinas del sabio Laurent, que confirman 
las que vengo sosteniendo. 

£1 eminente tratadista, en el número dos de su co- 
nocida monografía, se hace esta pregunta: ¿Cuáles son 
las sentencias que producen la cosa juzgada?, y asienta 
en ei número 5: cLa sentencia debe ser pronunciada en 
materia contenciosa» . . . «La distinción délas dos ju- 
risdicciones tiene consecuencias muy importantes en lo 
que concierne á la autoridad de la cosa juzgada; para 
que un acto tenga autoridad de cosa juzgada, es menes- 
ter que sea una sentencia; y no hay sentencia mas que 

CUANDO LOS TRIBUNALES DECIDEN UN LITIGIO; NO JUZGAN 
CUANDO EJERCEN LA JURISDICCIÓN VOLUNTARIA^ 

"Luego las sentencias dadas en materia contencio- 
sa, son las únicas que tienen autoridad de cosa juzgada. 
En cuanto á los actos de jurisdicción voluntaria, no tie^ 
nen más que apariencias de sentencia; pero no deciden 
controversia alguna. En consecuencia, no hay razón pa- 
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ra atribuirles autoridad de cosa juzgada, así como no se 
reconoce tal autoridad á los actos de los notarios ó á las 
deliberaciones de los consejos de familia. Los motivos 
por los que la ley ha estiiblecido la presunción de verdad 
que atribuye á la sentencia, implican la existencia de un 
litigio que es extraño á la jurisdicción graciosa." (1) 

Y en el número 22, dice: «No toda sentencia tiene 
autoridad de cosa juzgada. La presunción de verdad de 
que gozan las sentencias,implica que' deciden una contro- 
versia, pues que el objeto de la presunción es poner tér» 
mino al litigio cuando está definitivamente fallado. La con- 
secuencia forzosa es, que la cosa juzgada no resulta más 
quede la sentencia que decide definitivamente la cuestión 
litigiosa.» 

Y más adelante cita la doctrina siguiente del ilus- 
tre Pothier: «Para que una sentencia tenga autoridad 
de cosa juzgada, aun para que pueda tener el nombre 
de sentencia, es necesario que sea definitiva,esto es, que 
contenga ó una condenación ó una absolución. > La 
ley romana, de la que Pothier toma su definición, se ex- 
presa de una manera más exacta en nuestro concepto, 
diciendo que hay cosa juzgada cuando el juez pone fin 
á una controversia, pronunciando sea una condenación, 
sea una absolución. (2) 

Lo que carecteriza, pues, á las sentencias propia- 
mente dichas, como dice Pothier, lo que las hace mere- 
cer este nombre, es que deciden una controversia entre 



(1) Aabry et Rau. Tomo VI, pág. 479, y nota 5, párrafo 769.^ Larom- 
biére. Tomo V, pág. 206, num 12. 

(2) Pothier: Des obligations, núm. 508, Ley 1* Digesto de Re-judicata,, 
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partes, dando la victoria á la una ó á la otra; en este 
sentido deben entenderse las palabras de condenación y 
absolución, de que se sirve el jurisconsulto romano. 
Hay condenación por el sólo hecho de que el juez recha- 
ce una pretensión de cualquiera de las partes, combati- 
da por la otra, aunque no fuese condenado á prestación 
alguna. » 

Creo inútil insistir más en este punto. Es notorio 
que al aprobarse el inventario y la partición en el juicio 
de testamentaría del Sr. Gral. González, el juez de la 
sucesión, no puso fin á una controversia, no definió nin- 
guna contienda, y, por lo tanto, no pronunció ni pudo 
pronunciar sentencias que lleven impreso el sello de la 
cosa juzgada. 

ÍEn realidad nunca puede darse por definit vamente 
concluido un juicio testamentario, en el sentido de que 
sus resoluciones vengan á ser invulnerables como la ver- 
dad LEGAL. En todo tiempo puede descubrirse un error de 
cálculo, un fraude, un mal susceptible de reparación, y la 
doctrina délos grandes juristas, y la jurisprudencia de los 
tribunales ha sido siempre, que no se cierre la puerta á 
ulteriores reclamaciones. 

Esto es también lo que exige la justicia, sobre todo, 
tratándose de intereses de menores, y más todavía, de un 
menor que no pudo defenderse y cuyo representante es- 
tuvo cohibido para defenderle, porque se lo impidió un 
<»rgo incompatible con ese deber. 

Antes de poner término á este incorrecto alegato, 
permítaseme hacer alusión al último baluarte en q*"^ ^-^ 
pretendido refugiarse mi adversario. "¿Cómo es 
que se tiene la osadía de impugnar una partición, 
4o ésta se ha reconocido por actos expresos, rat 
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dose así con "hechos, todo lo practicado en el juicio de 
testamentaría? ¿No fué el Sr. José Domenech, apoderado 
del demandante, quien recibió los bienes que comprende 
la hijuela de su mandante? ¿no el mismo señor Dome- 
nech, ha dispuesto de casi todos los bienes, especialmen- 
te de la hacienda de Laureles? Siendo como es una ver- 
dad ineludible que nadie puede venir contra sus propios 
actos, ni el Sr. Domenech, ni el Sr. González Hom 
han podido ni pueden redargüir de nula una partición 
que han aprobado por actos expresos, y que aun en el 
supuesto de que adoleciese de algún vicio que la invali- 
dase, ese vicio ha desaparecido por la ratificación, libre 
y espontánea, que implican los propios hechos del demam 
dante.'' 

Para contestar esta nueva argucia, pues no me es 
posible calificarla de otra manera, me bastaría decir: Se- 
ñores Magistrados, se trata sólo de un incidente de in- 
competencia, está á discusión una exce peón dilatoria 
no es permitido, pues, alSr. Lie. Macías sustraer Icueas 
tión de su terreno propio, abandonar los puntos del de- 
bate, y dar vuelo á su imaginación invocando defensas 
que tendrán razón de ser, cuando los demandados aban- 
donando esa vía de subterfugios se allanen á tratar el 
fondo de la cuestión. En una palabra, esa nueva alega^ 
ción, implica una excepción] perentoria, que no se dis- 
cute, porque ni se ha propuesto, ni ha llegado el mo- 
mento de hacerla valer. 

Pero no quiero limitarme á esta sencilla respuesta, 
y me permito ya que á ello me obliga mi adversario, ocu- 
par unos minutos más la respetable atención ¿e la Sala, 
par?i hacer ver, como es cavilosa, infundada y absurda 
seta nueva argumentación. 
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Niego en los términos más absolutos, que mi poder* 
dante haya ejecutado acto alguno que signifique una ra- 
tificación del inventario y partición impugnados. Por eí 
contrarío, se han multiplicado las protestas de que no se 
reconoce en ellos validez ni subsistencia, 

ata el Sr, Macías la enajenación de la hacienda de 
Laureles; pero olvida ó quiere olvidar, que si bien es cier- 
to que tal hacienda filé rematada hace pocos días, no lo 
ha sido por el Sr. Domenech, sino contra la voluntad y á 
pesar de las gestiones del Sr. Domenech. A este efecto 
debo manifestar: que cuando el ex-tntor Sr. González, hi jo, 
le entregó esta finca, no sólo reportaba un gravamen de 
75,000 pesos á favor de la Beneficencia pública de Michoa- 
can, sino que se adeudaba una enorme suma de intereses 
y contribuciones, al extremo de que á los ocho días de re- 
cibida la finca, fué embargada al Sr. Domenech por un 
adeudo de veinte y tantos mil pesos. 

Con afanes, contrayendo deudas y comprometien- 
do su propio crédito, pudo el Sr. Domenech salvar la si- 
tuación y detener el remate de la finca por más de un 
año; pero por fin los recursos se agotaron y el gobierno 
de Michoacán ordenó y practicó el remate de la finca. 
Esta es la verdad de los hechos, ¿podrá en justicia de- 
ducirse de ellos la anhelada ratificación? 

En cuanto á que el hecho de recibir el menor los^^ 
bienes de la hijuria, signifique una ratificación; para de*^ 
mostrar el absurdo que tal aserción encierra, básteme 
decir á ios Sres. Magistrados, que esos bienes los tenía y 
administraba el Sr. González, hijo, como tutor del me- 
nor, los poseía en nombre ajeno, ó mejor dicho, no era 
poseedor, pues no lo es el que posee en norabre de otro» 
Lu^o, al recibir los bienes el Sr. Domenech, no se ve- 
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tÍéícó Cambio atgono en la posesión jüridica; tan posee* 
^Jór era el Sr. González Hom, anles de la c^tr^ hecha 
por el tutor, como después de ella. Si, paes, no ée tiá 
efectuado cambio alguno, si jurídicamente la posesión 
permanece la misma, si por otra parte el ijoienor no há 
podido abandonar los intereses, ¿cómo es posible dedu- 
cir de ahí un argumento, para probar ai^uella inverotí- 
mil y deseada ratificación? 

Pero no debo distraer más la atención de la Sala, 
que durante muchas audiencias se ha estado ocupando 
«n este asunto, y en cuanto á los dicterios proferidos 
por el Sr. Lie. Maclas, los veo con el más profundo des- 
precio y no me detendré en contestarlos. Menos aún, 
imitaré tan reprochable conducta. Lejos de mí la idea 
de convertir estos debates solemnes en un palenque 
de disputas personales, en que la razón se ofusca, el de- 
coro se olvida y las pasiones se enardecen. Dejo al Sr- 
Lie. Macías la gloria de haber cerrado sus alegaciones con 
un broche digno de ellas, y yo, con la tranquilidad del 
que defiende la mejor de las causas, concluyo suplican- 
éo á este honorable tribunal, que por sus propios y legales 
fundamentos, se digne confirmar la sentencia del Sr. 
Juez 2? de lo Civil, condenando al apelante en las costas 
^de ambas instancias. 



£ic. Q¡^idzo cRo^ao. 



F»^"»^W«f^^^^P"FP^P^^^ 
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Señores Magistrados: 



En anteriores audiencias he demostrado ante esta 
respetable Sala, cómo el Sr. lie. Macías, defensor de mía 
causa insostenible ante la razón y ante la ley, ha tenido 
que rebelarse contra la ley y la razón para sostenerla, 
fía negado de la manera más rotunda que existen textos 
legales que fundan la competencia del Sr. Juez segundo 
de lo Civil, y al señalar yo, no uno, sino muchos precep- 
tos que la apoyan y la sostienen, ha tenido la osadía de 
afirmar, que ni esos textos son aplicables, ni importan 
al caso las doctrinas de Laurent; cuando no lleva la 
avilantez hasta el grado de falsearlas y calumniarlas.* 

No ha sido ésta la menor de sus originalidades. Ha 
llegado hasta salir por completo del terreno de la contieii* 
da, no ha temido alegar excepciones perentorias en tra« 
tándose de una dilatoria, y ha venido ha hablarnos de 
cosa ju&gada, y á sostener que el Sr. Domenech, po* 
derdante del Sr. González Hom, ha aprobada y sando* 
nado con su consentímirato el ínventaoio y la partición- 
£b fin, ha incurrido en el sofisma vulgarizo que los 
<]íalécticos llaman ignorantia elenchi, 7 que consiste 
en no darse cuenta del estado de la cuestión. 
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Fero todo este), Señores MagistradoSi pudiera ex^^ 
pilcarse por el conato grandísimo, por el empeño cons- 
tante aunque irracional, de defender contra todo vienta 
y marea una causa manifiestamente injusta, y de negar 
con ese fin hasta la misma luz. Lo que yo no compren^ 
do, ni el Tribunal comprenderá, es que el Sr. Lie. Ma- 
clas, olvidando lo que exigen su decoro y su dignidad, y 
sin tener en cuenta la gravedad del acto y la respeta- 
bilidad de la Sala que lo escucha, ha olvidado su papel 
de defensor y viene á referir anécdota*?, y á pasar el 
tiempo con bufonadas y chascarrillos, impropios de ser 
profi¿idos ante un Tribunal Supremo. Todavía más: le- 
jos de valerse de alimentos serios, fundados en la ley 
y en la razón, me lanza dardos envenenados y c^do 
por torpe pasión, prefiere al principio abstracto, la in- 
juria personal; á la razón, el denuesto, y á la verdad, la 
calumnia; y no teme mancillar su propio decoro y el de^ 
este augusto Tribuna}, su^^uyendo sin reparo al nd:)le 
idioma de la ley, el dd insulto y del dicterio. 

No es estalaprimera vez, Señores IVIagistrados, que 
tropiezo en mi camino con abogados que, ajenos á los 
más sencillos elementos de cortesa, se hallan en sus de- 
fmsssisála aUísra del Sr. Lie. Macías. Cuando tal cosa 
ha sucedido, cuando á mis razones legales con que de* 
fíenc^o una buena causa, se ha contestado con denues- 
tos, yo los be visto con el mayor desprecio, como hoy 
veo ese sistema de defensas á que no ha podido menos 
de recurrir ^ señor Wacías, batido ep brecha por razo- 
nen y argpB(jeptps que no tienen, réplica. Aun puedo 
agregar, qiie e^ fraseología insult^At^ é irrespetuosa en 
boca de mi a^v^sario, e^ mi qaayor triunfo, porque 
significa la m^jor demostr^ci^i de-quQ ppr falta abso- 
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luta de argumentos jurídicos, se recurre, no á lo que 
convence, sino á lo que zahiere y escandece. 

No seguiré al Sr. Maclas en ese terreno escabroso^ 
no le devolveré invectiva por invectiva; yo sé que el gaa 
tuario de Themis no es arena de gladiadores, y que e! 
peor abogado de una causa es aquel que, al entrar en el 
tribuna!, se despoja de su toga para ceñirse el arma del 
espadachín. 

Los sexióres Magistrados recordarán las frases de 
un pubhcísta francés, que en sus preceptos de moral 
profesional advierte, que sobre todas las contiendas "^ 
todas las discusiones, debe flotar el espíritu caballeroso-, > 
decente, cortés, de los adversarios, para templar los arre- 
batrs de la lucha y las torpezas del amor propio. «¡Qué 
seri », son sus palabras que me permito reproducir, qiíé 
sería, si en las contiendas judiciales, en que el deber y la 
convicción nos hacen expresarnos con calor contra 
nuestro adversario; en que el espíritu' se excita por la 
contradicción; en que la vivacidad del ataque, hace ne- 
cesaria una gran vivacidad en la respuesta; qué vendría 
á ser de nosotros, si la confraternidad no descendiese del^ 
cielo para dulcificar nuestras luchas, si á las armas ace<^ 
radas no sustituyese las armas de la cortesía, y si tem- 
plando nuestro celo y moderando nuestro ardor, no im- 
pidiese, que las querellas de los clientes degenerasen 
en querellas de los abogados! (1) 

Pero veo, Señores Magistrados, que estoy dando á los 
desahogos del Sr. Lie. Macías una importancia que na 
tienen. Volvamos la hoja, y como única respuesta á la 
calumnia de que yo escribo en <£1 País» mis propias 



C¿) I^oiviJls: cJOe la profenióa d' &ycc&^» L^r«m. |«it. cbap. U, paxráfoi 
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ulabanzas, conózcase este suelto, que es el más claro, 
enérgico y público mentiSy dado al Sr. Macías, por 
4iuien mejor ha podido darlo, por la propia Dirección de 
jaquel periódico. (Leyó) (l)No por vanidad, Señores Magisi 
irados, sino en justa defensa, he dado lectura á ese párrafo 
tjue me vindica de los injustos ataques de mi adversario. Si 
éste como no ha tenido reparo en decirlo, ve con sobe- 
rano desdén las opiniones de los letrados, y nada le im- 
porta ia opinión pública, yo por el contrario, respeto co- 
mo el que más esa opinión, y de buen grado me someto 
Á £u fallo, que aunque seveio es imparcial. 

Por lo demás, sólo una cosa hay cierta en lo que 
^tüce el Sr. Lie. Macías: que yo combato contra borregos 
y molinos de viento, que combato contra el vacío; efec- 
tivamente, tiene razón su Señoría, porque todas sus ar - 
gumentaciones no han sido otra cosa que borregos y mo« 
linos de viento; no se halla en ellas nada sólido, lo he 
dicho y vuelvo á repetirlo, no son, según su propia con- 
fesión, sino el vado, el insondable vacío, y soy el prime- 
ro en lamentar que para desbaratar argumentaciones 
que ni ese nombre líierecen, tenga necesidad de ocupar 
por algunos instantes más, la atención de este respetable 
tribunal. 



(1) Una aserción falsa.— Durante la visla del asunto, Gcnzález-Gron- 
zález Horn, verificada el sábado en el Tribunal Superior, el Sr. Lie. D. José 
N. Macías, abogado de la parte demandada, aseguró que el Sr. Lie. D. Isi- 
dro Rpjas, su contnncante, es redactor de EL PAÍS, periódico en que escribe 
aiticutos laudatorios para si mismo, en el mencionado litigio. 

Cumple á nuestro deber manifestar que tal aserción del Sr. Macías es 
COMPLETAMENTE FALSA, pues ni tenemos la honra de contar con el Sr. 
Lie. Rojas entre los redactores de EL PAÍS, ni jamás éste ha publicado una 
sola línea esciita por el expresado señor. Los artículos informativos que 
han aparecido en nuestro periódico con relación al rspetido asunto, son 
obra de los repótters qiie tienen á su cargo informar acerca de lot principa- 
Ae» asuntos que se renti'an en el Palacio de Justicia, y de los cuales da EL 
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♦ 
♦ ♦ 



El Sr. Lie. Hacías ha sostenido con admirable fir- 
meza, que mí demanda de nulidad no se dirige contra los 
Señores González, con su doble carácter de únicos cohe- 
rederos del menor y albaceas de la testamentaría; y tie- 
ne el asombroso valor de darle lectura en la parte en 
que terminantemente expresa: «que demando á los seño- 
res González coherederos de mi poderdante y que FUN- 
GIERON COMO ALBACEAS.> 

Pero, dice su señoría, si fungieron como albaceas es 
porque ya no fungen, y si el tiempo del verbo es pasado 
quiere decir que no es presente. Señores Magistrados: 
respetemos tanto candor. La demanda emplea esa pa- 
labra porque se dirige contra la partición qne hicieron 
los Señores González, no que están haciendo; contra el 
inventarío qué formaron y no en ' vías de formación. 
Es verdad que el albaceazgo concluye por el lapso del tér- 
mino legal; pero ese cargo subsiste y tiene que subsistir: 
mientras no venga una formal declaración en contrario. 
Y para la corroboración de lo que digo, remito al Sr. Lie. 
Macías á todos los juzgados de lo civil, en donde puede 
ver que multitud de albaceas siguen funcionando después 
del término, por voluntad de los interesados. 

DIeese y con razón, que un paso en el mal camino 
arrastra hasta él precipicio. El Sr. Lie, después de esta 
hermosa muestra de su talento, da otra no menos bella. 
Yó impugné las declaraciones de los testigos señores Mi- 

PAIS una ÍQfosmacióa constante. El litigio Gdozález-Goozález Hom, i\o ha 
sido una excepción, pues de otros michos hemos informado con la misma 
oportunidad j extensióii. Los dogios tributados al Sr. Lie. Rojas, no tienen 
más causa que el ser merecidos, y creemos que á un periódico no se le pue- 
ble negar et derecho de manifestar su opinión eñ un asunto qué cae bajó el 
•dominio público. 
. *^ El País, 9 de Junio de 1901. 
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llán y Horta, presentados por el Señor Lit5. D. Carlos Ri-^ 
vas, representante común de los demandados y apoderado 
del Sr. Coronel González, quienes declararon á favor de 
los mismos demandados; y las impugné, fundado en 
su propia confesión de ser empleados del Sr. Lie. Rivas. 
Pero su señoría se levanta, y con esa lógica única en el 
mundo, de que es poseedor con privilegio exclusivo, nos 
enseña que nada importa que sirvan al representante 
común los testigos, no sirviendo á los demandados. Yo 
no necesito decir: que el testigo Sr. Millán es precisa- 
mente quien lleva la contabilidad del Sr. D. Femando 
González; bástame recordar el texto expreso del artículo 
504?, frac. IX del Código de Procedimientos Oviles, para 
inferir de él que el Sr. Lie. Rivas, no ha podido presen^ 
tar testigos que viven á sus expresas, que son sus de- 
pendientes, como lo han confesado paladinamente. 

Sigamos adelante: 

Desde la primera audiencia demostré con textos le- 
gales evidentes y con doctrinas más evidentes todavía^ 
que este juicio de nulidad, dirigido á invalidar los inventa 
rios y la partición de la testamentaría González, no es, 
en riguroso derecho, y conforme al tecnicismo científico, 
más que un juicio incidental de la testamentaría, y por 
consecuencia ineludible, que el juez que conoció de ésta^ 
es el sólo competente para tramitarlo. Tan claras veo 
yo estas verdades, consignadas en nuestra ley, y ense- 
ñadas por cuanto los estudios jurídicos tienen de más 
eminente, que no creo necesarios magnos esfuerzos para 
hacerlas penetrar en la convicción de todos, cuando pot 
todos son reconocidas. Pero aquí es donde brilla d ge- 
nio del Sr. Maclas como estrella de primera magnitad. 
Si el art. 176 del Código de Procedimientos, dice su se- 
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ñpría, iaculta á la jurisdicción que legítimaqiente ha co-- 
nocido de un asunto, para ejecutar su fallo y tramitar 
los incidentes que surjan, no lo autoriza para nulificar 
ese fallo, porque si el juez puede hacer, no puede des^ 
hacer ¡Oh notable descubrimiento! 

Yó he pr^ntado entonces admirado, si, por con-^ 
secuencia de esos principios, el juez cuya sentencia re- 
vocara el Superior tiene que ejecutar su sentencia revo* 
cada, supuesto que no puede «deshacer» sus propios ac- 
tos, y si esto sucedería en los casos de amparo, casa- 
ción y en todos aquellos en que se nulifica y destruye- 
una descisión judicial. Jamás, lo confieso sinceramente^ 
jamás había yo conocido estas doctrinas; y me felicito- 
de haber venido á estas audiencias, en donde las nove 
dades brotan á raudales de la boca del Sr. Macías. 

Ningún juez menos competente, dice mi adversario, 
para conocer de esa demanda do nulidad contra la par- 
tición, que el de la testamentaría; porque desde el mo- 
mento en que él la aprobó, cesó por completo en juris- 
dicción, como cesa después de todas las sentencias; y 
pedir ahora la nulidad, es lo mismo que pedirle que re- 
voque por contrario imperio su sentencia; pero las sen- 
tencias no pueden ser revocadas por el juez que las dic- 
ta ¡Perfectamente, esto se llama discurrir! 

Y para coronar dignamente tan brillante labor, hace* 
todavía este raciocinio: las acciones que se ejercitan pa- 
ra impugnar la validez del testamento, la capacidad de 
un heredero ó la subsistencia del inventario, no son in- 
cidentales como quiere el Lie. Rojas. Todas ellas so» 
ACCIONES PREJÜDiaALES, porque es necesario que 
se diluciden antes para queel juiciopuedas^uir su curso^ 
Es preciso que ellas se resuelvan previamente, porque 
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-de otro modo los trámites de la sucesión quedarían pa- 
ralizados, y de aquí naturalmente que deban considerar- 
se, repite, como acciones prejudiciales 

En tales términos ha presentado el Sr. Macías á la 
jrespetable Sala esta tesis merecedora de la celebridad. 

Yo no creo necesario, ni digno siquiera de la serie- 
dad de estos debates, atacar tales absurdos. Los Sres. 
Magistrados, y con ellos cuantos tiene la noción del- 
derecho y de la ley, resolverán ahora mismo en el fondo 
de su convicción, si yo he estado en un error al consi* 
aderar como incidentales unas acciones que propia é in- 
^cuestionablemente lo son, en la letra y en el espíritu del 
Código. Y si dando aquí por reproducidos todos los ra- 
zonamientos que hice en mi réplica, he tratado nueva- 
mente estas cuestiones, es, en primer lugar, porque he 
^erido presentar en un sólo rasgo los originales argu- 
jnentos de la contraria, para que la Sala pueda contem 
piarlos en su mísero conjunto; y en segundo lugar, para 
^ue el Sr. Macías no atribuya presuntuosamente mi des- 
deñoso silencio, á impotencia ó á falta de razones. Pero 
estos argumentos dan compasión. ¡Cómo no asombrarse 
cuando el Sr. Lie. con un sistema de interpretación ab- 
solutamente suyo, declara ex trípode, que el Código de 
E^ocedimientos autoriza la invalidación parcial del in- 
ventario, pero no su invalidación completa! Según 

^1, el mismo inventario sólo puede atacarse durante la 
tramitación del juicio hereditario, pero nunca después 
4e concluido éste. Y cuando se le pregunta el fundamen- 
to de esa arbitraria distinción que. nada autoriza, no 
,presenta más que sus reglas personales de hermenéu- 
tica jurídica. 
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Insistecomo sehavisto dSr. Lic.Macías, en sus ale- 
gaciones de cosajiu^gfida en cuanto á la partición, que óh^ 
ce estar consentida y ejecutoriada, y por lo mismo pro- 
vista de toda la fuerza de la verdad legal, cerrando los' 
ojos á cuantas consideraciones he opuesto para recor- 
darle que. aquí no se trata de saber si la partición es vá- 
lida ó no, porque este es el fondo mismo de la cuestión^ 
y al presente no se discute más que una excepción di- 
latoria y previa, el artículo de competencia exclusiva- 
mente. Esta es la razón de que mi tarea tenga que ser 
por demás monótona. El abogado contrario á pesar de 
todos los argumento?, no hace otra cosa que insistir tenaz- 
mente en sus vanas declamaciones, sin un contingente 
más de convicción y autoridad, y obligándome á presentar 
constantemente ante sus ojos, la evidencia que no quie- 
re ver, y á repetir en sus oídos la verdad que no quiere 
escuchar. 

El Código de Procedimientos ha prohibido terminanl 
temente que en una cuestión de incidencia, se discuta la 
cuestión principal, porque ese estudio es prematuro^ 
ocioso é irracional. El Sr. Licenciado se rebela contra esta 
prohibición; pero yo no he de dejar alegación alguna su- 
ya sin respuesta, y protestando contra la infracción de 
la ley, no temo seguirle en ese camino. 

Comienza su razonamiento clasificando los juicio» 
hereditarios entre la jurisdicción contenciosa y sosteniai* 
do que por esos principios solos deben regirse. Yo me 
imito á mpsj^rle la ley, como siempre lo he hecho, pa- 
ra que eUa r¿ÍMelva la contienda. Es verdad que la cla- 
sificación de jurisdicción mixta, en que nuestro Código 
comprende dichos juicios, es una novedad, porque ni 
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nuestros Códigos anteriores, ni el Código Francés, ni el 
^Español aceptaron tal clasificación; pero desde el mo- 
inento en que la vemos admitida por la ley procesal, to- 
4»baalSr Licenciado sujetarse á esa clasificación y 
ajustar á ella sus pretensiones. 

Mientras no surja ccHitrOversia alguna, la interven- 
ción judicial en estos asuntos es puramente de jurisdic- 
ción voluntaria, y su misión se reduce á sancionar con 
rsu autoridad los acuerdos de los interesados; pero como 
fácilmente puede nacer un desacuerdo, una oposición 
*que amerite y reclame la decisión de la autoridad pú- 
blica en ellas, mediante las formas tutelares de un juicio 
-4X)ntradictorio, éste fué el motivo de que, desechando 
juna exclusión imposible, porque no pueden preverse los 
incidentes que allí surjan, la ley atribuyera á tales jui- 
cios esa cualidad que es el justo medio y la r^la más 
segura entre uno y otro extremo. 

Nunca creí, en verdad, verme obligado á recordar 
estos principios que son eleraentales en procedi- 
mientos, ni menos tener que justificarlos, cuando ellos 
.forman ese caudal primero de conocimientos que desde 
las aulas se adquiere y que no se olvida; pero para que 
la contraparte no pueda decir, como de costumbre, que 
mis afirmaciones son infundadas, me permito citar es- 
tas frases de Laurent (!)• Cuando hablamos de una 
partición judicial suponemos una partición hecha 
en justicia, con las formas prescriptas por el Có^ 
digo Civil y el de Procedimientos: El tribunal no 
interviene más que para autorizar la petición y 
homologarla. No hay decisión juditial ^u^e Pueda 

(1) Principes de Droit Civil, Tom. X núm. 478. 
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€ídquirir fuersa decusa jtisgada: he ah ipor que 
ia partición puede atacarse sin que se atente á la 
autoridad atribuida á Iíjls sentencias. ¿Se necesi- 
tarán todavía más pruebas de las verdades que he ex- 
t^uesto, después de esta doctrina del primero de los 
maestros en la materia que me ocupa? 

Citaré aún, la teoría de Dalloz: tRepertoire de le- 
gislation. (1) He aquí sus palabras* particiones hechas 
EN JUSTICIA ¿Procede la rescición contra las particiones 
hechas en justicia? La cuestión era objeto de algunas du- 
das en el antiguo derecho^ pero se admitía generalmente la 
rescición. La opinión contraria se fundaba solamente en 
las garantías particulares de igualdad que ofrecen las for- 
malidades de la partición judicial; mas era fácil respon- 
der que cuando esas garantías hohían sido vanas, la iguala- 
dad que es de esencia en las particiones, motivaba la de* 
manda de rescición; de otro modo, los msnores ó incapaces 
á quienes la ley ha querido favorecer, estarían más ecc- 
puestos que los mayores á la lesión, puesto que todas las 
particiones entre aquellos son necesariamente judiciales. 

No se dirá, Señores Magistrados, que he venido á 
sostener teorías, hijas de mi interés ó de mi fantasía. 
Aquí están los viejos maestros, los autores venerados, 
proclamando con todo el prestigio de la ciencia lo que 
la ley ha consagrado con la fuerza de la verdad. Nunca 
una partición aprobada durante los trámites de un jui- 
cio hereditario, ha podido tener los caracteres de dura- 
ción, de respetabilidad, de inviolabilidad, que reviste la 
cosa yw¿5fa¿a, por la razón muy sencilla de que, care'- 
ciendo de todas las garantías y las precauciones de que 



(1) Dalloz, Art. Successión, núm. 2,300. 
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se rodea uq^ sei;itencia, reconocerle aqueles ]»*ívil^io6, 
sería condenar sin defensa, y en^ muchos casca, consa- 
grar la inmunidad deH error, de la injusticia y del. dolo. 

Hay un tratadista que con toda la fuerza id? su in- 
discutible autoridad, ha escrito estos principios entre ^ue 
más claras enseñanzas, consignándolos con tal acopio de 
razones, que él solo bastaría para mi objeto, porque es 
imposible que nadie, después de escucharlo, lo impugne 
ó lo desmienta. Ese tratadista es el docto Ayora, y vais 
á oir sus palabras, tales como existen en su obra monu- 
mental, como uno de los frutos más bellos del estudio y 
la experiencia. El ilustre Ayora, en su inmortal mono- 
grafía, "De Partitionibus;*' propone esta cuestión: 
8i en la partición no vtu) agrauio muy notable^ sino en po- 
ca quantidady si se podrá venir contra la partición hecha^y 
consentida para que se deshaga el dicho agrauio: el error 
dequentassepuede pedir que se deshaga agoía sea en 
mucha egorasea en poca quantidad^ NISI SUPER EO 
TRANSACTUMSIT YEL lUDICATTJM, iíí. in. L. 1. & quaihi 
not. DD. C. de error cal. Pero si no fuesse error de quen* 
ta, sino otro agrauio, ó error semejante^ ídem puto, que 
se ha de deshazer en qualquiera quantidad que sear 
poca, ó mucha. (1) 

Ya ve, pues, el Sr. Lie. Macías, que la ciencia con- 
dena su teoría, y enseña que semejantes decisiones no 
pueden tener nunca fuerza de cosa juzgada, porque es- 
tán muy lejos de ser sentencias. No es un fallo el del 
juez en tales casos; él es un notario que va á autorizar 
y á consignar en los autos, con todas las solemnidades 
del derecho, como el Escribano consigna en su proto- 
colo, las voluntades y las convenciones de los interesa- 
dos, y nada más. 

(1) Ayora. De Parlitíonibus: Para III. Quaest VII, n. 14 



Digitized by LjOO^IC 



73 

El mismo Ayora, loe. cit. trae en la nota^C, los si- 
guientes conceptos: 

Divisio errónea non obstante prontisione juraia^ <& 
pacto de non contraveniendo, cognito errore retractari 
potest. Didac. Guerr. de divis. lib. 8, cap. 19, cum plu- 
risbus aliis. 

Aun en el caso de sumisión expresa de las partes, 
de renuncia á sus derechos, las resoluciones judiciales 
que las declaran no son inatacables, porque aquellos ac- 
03, como verdaderas convenciones, están sujetos alas 
leyes todas de los contratos, y como ellas pueden ser 
cx)ntradichos, cuando haya causa I^ítima que lo funde. 
Pero establece el Sr. Ayora en el ntim. 15 de la Quaest, 
Vil, Pars. ni, n^ 88, esta importantísima restricción: Per^? 
esto se entiendOy y ha de limitar ^ sáluo si después de 
fecha la partición^ donde ouiesse los dichos errores j y 
agrauios se oui^se aproiuido por sentencia de JueZy y 
ouiessen condenado á las partes que la guardasen y eslur 
uiesm por ella, UT FIT QÜOTIDIE QUANDO COBAM 
JVDICE FIT BONORUM DIVISIO, y esto guiso sentir, y 
declarar el text. in dicta L. majoribus, IN EO QUOD Dh 
CIT,^^sine judice factis'\ cuasi dicat aliud esse guando cum 
Judice, hoc est, cum senfentia Judiéis, tune enim non ha- 
ber et locum dispositio illius legis] & ddem expressius pro- 
bat praedictam conclusionem, & Umitationem text. in. L. 
cum putarem] ff. famil. hercis. vbi Jurisconsultus • utitur 
eisdem verbis ibi, ^^plane si sine judice diviserint res, con* 
ditio est earum. 

Agrega el propio comentarista en el número 16: 
Lo qual procede llanamente guando el Juez en conti^adic- 
torio juyzio dio sentencia entre los herederos, que la par* 
tioión se hiziesse de agüella mianera, aunque en ella 
ouiesse los errores^ y agrauios que arriba están dichcSi 
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y apuntados, QÜIÁ TüNC LICET DIVISIOÉSSÉf PAC- 
Tá PBRPEBAM se ha de guardar y estar por ella auien^ 
do sentencia consentida^ ó passada en cosa juzgada, que 
ansi lo manda, porque entoncej ya no hazen los agrauios 
los contadores^ sino el 5uez qtm mandó guxirdar la dicha 
partición hecha en aqudla forma, y no apelaron las partes 
de aquella sentencia. Tunc[enim de se quaeri debent, quod 
non apellauerunt atali sentencia, non autem de arbitris 
addiuidendum datis, qui perperam díuisionem fecerunt, 
cumjamsitiudicium eorumsententia judiéis confirmatum. 
Al llegar á este punto me parece escuchar á mi apre- 
ciable adversario, que con la sonrisa en los labios y el 
jubilo en el corazón, se frota las manos y exclama: "Ven 
*'üds. el mismo Ayora, la autoridad que cita el Lie. Ro- 
**jas, se vuelve contra él y le condena. Ese autor, según 
"se acaba de oír, salva precisamente el caso .en que ha 
"mediado sentencia de Juez, consentida ó pasada en co- 
"sa juzgada, que condena á los interesados á estar y pa- 
"sar por la partición, QUIA TUNÓ LICÉT DIVISIO 
"ESSET PERPERAM FACTA, se ha de guardar. ¿Y 
,,por qué? lo dice el mismo Ayora: Tune enim de se quaeri 
^^debent, quod íwn appellaverunt a tali sententia. Hé aquí, 
"Stóores Magistrados, continuará ufano el Sr. Iiic. Ma- 
"cías, sancionado por la doctrina, exactamente lo que 
"yo he venido sosteniendo: quéjese á sí mismo ó á sus 
"apoderados el Sr. González Horn, porque no apelaron 
"de la sentencia que condenó á estar y pasar por el in- 
"ventarlo, y de la que condenó á estar y pasar por la 
"partición." 

Mas por desgracia para el Sr. Macías, el eminente 
Ayora, previendo sin duda las triquiñuelas y argucias de 
mala ley, con que podría tergiversarse su doctrina; para 
p(merles coto y no dejar ni sombra de duda sc^re el 
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panto de que se trata, tuvo por conveniente agregar las 
siguientes explicaciones, que dan al traste con. las ilu- 
siones que se forjara aquel apreciable abogado, y asienta 
sobre base sólida é indestructible, las verdades jurídicas 
que vengo defendiendo. 

Continúa así en el citado número 16. # 

«PERO SI LA SENTENCIA DEL JUEZ 
NO FÜESSE DADA EN CONTRADICTO- 
RIO JUICIO, OÜM CAUSiECOGNITIO-' 
NE,CREDEREM PREDICT AM CONCLÜ- 
SIONEM NON HABERE LOCÜM, en es- 
ta manera: si las partes, j coherederos 
acabada la partición, (ut solet fieri quoti- 
die) pareciessen ante el juez, y escriuano 
de la partición, y dixessen, que ellos han 
fecho aquella partición, que presentan an- 
te el juez de la manera que está bien 
fecha, que le piden que la confirme por 
su sentencia, y la mande guardar á las 
partes y luego el Juez, sin más conoci- 
miento de causa la confirmasse, y conde- 
^asse, á las partes que la guardassen, co- 
mo se suele hazer siempre: en tal caso 
CREDEREM, que si la partición estuuiese 
PERPERAM PACTA con los didios erro- 
res, y a^rauios, AUNQUE EL JUEZ LA 
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CONFIRMASSE POR SU SENTENCIA 
Y LAS PARTES LA OÜIESSEN CON- 
SENTIDO, T NO APELARON DELLA, 
QUE podrían UENIR CONTRA ELLA, 
y pedir que se deshagan los dichos erro- 
res, y agrauios, ora sean hechos por error 
de quenta, vt. in. L. I. C. de errore cal. 
ora sea porque la partición fue PER- 
PERAM PACTA y tuuiesse los otros 
errores arriba dichos, vt in dicta L. 
Maioribus, C. Communia utriusque ludi- 
cii,& dic. L. Cum Putarem, FF. Famil. 
Hercis. Quia licet videantur contradicere 
praedicta iura in eo, quod dicunt habere 
locum in diuisionibus sine iudice fiactis, 
illud inteligendum est, (& ita colligitur ex 
dictis iuribus) QUANDO SINE SENTEN- 
TIA lUDICIS IN CONTRADICTORIO 
lUDICIO, & CUM CAUS^ COGNITIONE 
LATA,FACTA FUBRIT DIUISIO. 

He aquí expresado categóricamente lo que desde ún 
principio he expuesto: á no ser pronunciando en JUICIO 
COíITRADlCrORIO, con todas las garantías, con todas 
las formalidades tutelares del procedimiento contencioso: 
demanda y contestación, pruebas, alegatos, citación y 
sentencia; nunca las resoluciones judiciales, y las ^e loa 
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juicios hereditarios menos que cualesquiera otras, pue- 
den constituir la expresión definitiva de la verdad legal. 

Pero todavía va más lejos el esclarecido tratadista, 
y remontándose á la razón filosófica de los principios 
que acabo de asentar, se expresa en estos términos: 
Qiiod etiam fuñdatur ex ratione^ & eonclusione vulgata^ 
quod verba iudicis prolata catisae cognitione non praéce^ 
dentey non habent vim sententiae difinitiüae vt in 
L. ex extipulatione C. de sentent & interlocy om. tudi. vbi 
hoc. noL Báld. & communiter omnes bcrihentes. 

Y como si escribiera precisamente para el caso de 
que aquí se trata, y se esforzara en aniquilar el sofisma 
hasta en su último subterfugio, todavía añade: Hic au. 
tem in casu prasmisso JudeXy non pronuntiauU partitio* 
nem seruandam eo quod cognóuerit de iustitía eius, sed 
guia ipseparteSy & cohaeredes de húc conuenerunt quorum 

CONSENSUM TENEBATUR SEQUI IPSE JUDEX.ElC8S0 CXaCta- 

mente de los Señores González, pues al aprobar el Juz- 
gado la partición, no fue porque mediara conocimiento 
de causa, ni precediera juicio contradictorio, sino porque 
las partes, al menos las que como tales fungían, así lo 
convinieron: quorum consensúa tenébatur sequi ipse Judexí 
6 en otros términos: débuüidratum habere; de tal suerte 
que estaba obligado el Juez á s^uir la concordia de las 
partes, obró ex necesítale, ó como dice el mismo Ayora: 

Sr DEBUIT CONCORDIAM PARTIUM SEQUI, NON EST SENTEN- 
TIA SUA ID QÜOI> PRONUNTIAUIT, SED CONSENSUS PAR- 
TIUM. (1) 

Lo que llevo expuesto bastaría á mi propósito, con 
mayor razón, cuando como lo saben perfectamente los 
Señores Magistrados, no está á discusión la excepción 



(1) Ayora, Da Pa^rtitionftiw: Pwg, UI. Qaaost Vil nüm. 18 
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de cosa juzgada, que á su tiempo será debatida y com- 
batida con toda la extensión que el caso requiera; pero 
no puedo resistir al deseo de presentar á vuestra con- 
sideración, la autorizada doctrina del céld)re Voet; el dis 
tínguido comentador del Digesto, quien en su obra 
Comentarius ad Pandectas, Tom. I Lib. X, Ululo H, núm. 
35, refiriéndose á la famosa ley Majoríbus, que campea 
en esta materia, precisa en las siguientes palabras, la 
doctrina universalmente admitida por los comentadores 
del Derecho Romano y sancionada por la jurisprudencia: 
Quod enim in dict L 3. Codic. communia ulriusquejudic* 
rescriptum est m%joribiis etiam per dolum vel fraudem 
vel perperam sinejudicio f aclis divisioníbtis soleré subte 
niri; non eopertinet, quasi sola extra judiciu^n non item in 
judicio per judiceniy dolo vel perperam facía divisio rescin^ 
dipossel. Y luego, con notable profundidad filosófica^ 
manifiesta la razón por la cual no sólo puede venirse 
contra las particiones extrajudiciales, sino también con- 
tra las judiciales^ á saber: porque sería absurdo, que la 
autoridad del juez diese licencia para engañar á otro, ó 
que alguno fuese engañado bajo el escudo del Pretor: 
cumabsurdum essetjus dicentis antoritamen praebere a4r 
lerius circunveniendi licentiam^ aut sub clypeo pra^orís 
quemquam decipi. (!) 

A las anteriores doctrinas, sólo agregaré para termi- 
nar, una ejecutoria entre cien que pudiera citar, que re- 
conoce y sanciona los mismos ineludibles preceptos. Me 
refiero, Señores Magistrados, á la que pronunciada por la 
Corte de Casación, inserta Dalloz, en la.palabra: Sueca- 
ssión, nota al número 2,300, y cuyos considerandos, en la 



(J) Voet; Com. ad. Pand. Tom. I, L*. X, Ut II. ntjn 36. 
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parle conducente, son como liguen: "Atendiendo en dere- 
cho, que es preciso no confundir el caso en que la justi- 
cía, autorizando una partición que no presenta ninguna 
diferencia que juzgar, no hace sino suponer la igualdad * 
requerida por la ley entre los copartícipes, con el caso en 
que la misma justicia, estableciendo definitivamente sobre 
contestaciones que éstos han sometido á ella de una ma. 
ñera regalax, establece y pronuncia ella misma la igual- 
dad de la partición: Que en el primer caso no hay senten- 
cia que pueda adquirir la autoridad de la cosa juzgada, 
puesto que suponer no es juzgar; mientras que, en el se- 
gundo caso, hay una sentencia, la cual, si ha pasado en 
autoridad de cosa juzgada, pone término á toda acción ó 
reclamación en materia de partición, como en cualquiera 
otra materia." 

Tal es. Señores Magistrados, el lenguage de la ciencia, 
y tal es también el de las ejecutorias que han consa^:jra- 
do, mal que pese al señor Licenciado Macías, las doctrinas 
que él combate y yo sostengo. Era de suponerse que estos 
principios, absolutos y eternos, estarían en las conviccio 
nes de mi apreciable adversario, como verdades primeras 
cuya subsistencia no se toca. Si después de las anteriores 
demostraciones, evidentes y casi tangibles, no se rinde á 
la certidumbre, no me resta más que admirar su fe en nue- 
vas máximas que revolucionando la ciencia, tal vez le deje 
la esperanza de verlas reconocidas en un porvenir indeíi. 
nido; quizá cuando el hombre se haya hecho anfibio, (?) 
y la modificación de la naturaleza humana traiga consigo 
la de los principios filosóficos del derecho; pero que hoy 
están por completo desterradas de la ley, de la razón y 
del criterio universal. 
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Insistiendo el Señor Licenciado Macías en que ni la 
demanda de nulidad de dos secciones del juicio heredita- 
rio puede considerarse como incidental del propio juicio, 
ni la sumisión expresa al juez de la sucesión puede fun- 
dar su competencia, agrega, que una ejecutoria de la Su- 
prema Corte de Justicia ha resuelto el caso, y trae á co- 
lación el siguiente: se celebró un contrato por el Señor 
Licenciado Macfas, como apoderado del Señor Licenciado 
Gumersindo Enríquez con un Señor Manrique, de la ciudad 
de León, y en ese contrato se dijo: nos sometemos á la ju. 
risdicción de los tribunales de Guahajuato para que nos 
haga cumplir el presente contrato. Después, uno de los 
contratantes, el Señor Manrique, entabló demanda sobre 
nulidad del convenio, ante los tribunales de Guanajuato, 
y á esa demanda opuso el Señor Licenciado Enríquez la 
excepción de incompetencia, diciendo que su juez natural 
lo era el de México, por ser éste el lugar de su domícilio- 
La Suprema Corte resolvió, que lo previsto en el contoito 
fué que se sometería á la jurisdicción de los tribunales de 
Guanajuato nada más su cumplimiento; pero no la cues- 
tión que se suscitara sobre la validez del mismo contrato, 
que por consiguiente, para conocer de ésta, no tenía com- 
petencia el juez de Guanajuato, sino el de México. 

Tal es la ejecutoria que enfáticamente y con aire de 
triunfo, cita el Señor Macías; pero también en esta vez ol- 
vida, que debe jui^arse por leyes y no por ejemplos; (1) 
que una sentencia no ha bastado jamás para formar ju- 
risprudencia; y sobre todo, que aun prescindiendo de di- 



(1) Exempla docentj non jubent-Legibus, non exemplis, jadicaadnm est 
L, 13. a de Sent 
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cha sumisión á que la escritura de partición se refiere, 
ninguna paridad existe entre la especie á que alude aque- 
lla ejecutoria y la de que aquí se trata. Efectivamente, en 
^1 caso del Señor Licenciado Enríquez, no se discutía la 
nulidad ó insubsistencia de lo practicado en un juicio, qo 
se trataba dé reponer las secciones de una testamentaiiai 
no podían invocarse los preceptos que prohiben que se di- 
vida la continencia de la causa, los que reglamentan la 
prevención^ la acumulación atractiva, rtc, etc., princi • 
{ñostodós que hacen indiscutible la jurisdicción del Señor 
Juez Segundó de lo Civil, & la vez que ponen de manifiesto 
cuan absurdo es pretender que otro ú otros jueces, y no 
el de la sucesión, sean los que hayan de decretar y llevar 
á término la práctica de nuevos inventarios y de nueva 
partición. - . 

Nada, pues, tiene de común el caso de la qecutpi^, 
. con el presente, é invocarlo como lo hace la contraria, es 
confesar una vez más su impotencia para aducir funda- 
mentos leales y jurídicos en pro de sus insostenibles pre^ 
tensiones. Esta nueva alegación, es tan absurda como 
aquella que ya dejo victoriosamente combatida, en la cuisil 
el Señor Maclas a^zó su ingenio, hasta afirmar que en las 
t^tamentarías no se trata de jurisdicción voluntaria sí- 
no de contenciosa porque en ellas se ejercita üwaaccídn, 
y cada vez que se hace valer una acción^ surge la juris- 
dicción contenciosa. (1.) 



(1) Decididamente el Sr. Maclas olvida la significación jurídica délas 
palal&as contención y acción; olvida la radicalísima diferencia qne existe 
entre los verbos latinos contendere y agere, de donde han nacido aquellos 
vocablos, y olvida aún el primer artículo de nuestro Código de Procedimien- 
tos Civiles, que dice: >Se llama acción el medio de hacer valer ante los 
tnbií¡aiia]B»l08 derechos esUiblecidos por la {6y.> ¿En dónde se ha escrito 
que tales;derecho8 hayan de ser necesariamente contenciosos? En táaga* 
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Ha dicho también el abogado de la parte contraria, 
que yo no cité ni me acordé de las disposiciones del Có- 
¿go relativas á la ejecución de las sentencias, y que antes 
bien, he olvidado todo el capítulo I^ título IX, del libro I. 
Ño es. Señores Magistrados, que me haya olvidado de es- 
tas disposiciones legales; si no las cité, si no se me ha 
ocurrido venir á distraer con ellas la atención del Tribu- 
nal, es porque las estimo inconducentes, desde el momen- 
to que aquí no se trata de sentencia ejecutoriada, ni de 
llevarla á electo, ni menos de oponer excepciones á su eje- 
cución. Así es que, al referirse el Señor Licenciado Ma- 
clas á aquel capítulo, y de una manrta muy especial al 
artículo 755, que habla de excepciones, vuelve á extra- 
viarse de la cuestión, invocando defensas que en último 
análisis implicarían una excepción perentoria, puesto que 



ná parte» Y sólo en el singular tecnicismo qne se ha foi^jado para su uso par- 
ticolar el Sr. Lie Maclas, puede caber el absurdo de que en la jurisdicción 
voluntaria nunca se hacen valer derechos y en consecuencia nunca se ejer- 
cita una acción. De manera qne, según este extraño modo de discurrir, el 
que, por ejemplo, recurre al Juez en solicitud ds atimentos provisionales, el 
que pide se le nombre tutor, d que solicita el depósito de alguna persona, 
etc: ó no promueve diligencias de jurisdicción voluntaria, como expresa- 
mente las clasifica nuestro Código, ó no hace uso de una acción, es decir, 
del medio que la ley le concede para poner en ejercicio aquellos derechos. 
Esta nueva teoría, tan original com6 todos los argumentos del Sr. Maclas, 
viene á proscribir la jurisdicción voluntaria, dando el carácter de conten- 
ciosos á todo» los asuntos judiciales, puesto que en todos ellos se ha^e váier 
aiffin atrecho establecido por la ley, ¿Puede concebirse mayor absurdo? 
Remito al Sr. Lie. Maclas al comentario del esclarecido Bebuffo, á la L. 
XIX, Dig. de Yerb. Signifícat, en donde se encuentran estas terminantes pa- 
íabKiui: Adió dicUurjus persequendi in judicio, quód aihi debetur: capi- 

tur eikím PRO ACTÜ IN LEGE quia agere et ih judicio ei EXTRA 

JUDlCllIiíverifiQatur. Rebuííb, InTit De Verbornm et Berum Signig- 
c(if<#n#.C(mf«nfarfailmpIf8iftf.adleg. XIX. 
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tienden á destruir en su esencia la acción intentada ■ é inw 
vocando textos que no hacen al caso. 

Yo no he venido á pedir la ejecución de una senten- 
cia, por el contrario, vengo á pedir que no se considérete 
con vigor y fuerza legales, las actuaciones y resoluciones 
que impugno; no vengo á excepcionarme contra una eje- 
cutoria, antes hien^dedusco una acción y niego que exis- 
ta tal sentencia ejecutoriada. ¿Acaso en su aflicción el 
Señor Licenciado no puede distinguir ya las acciones de 
las excepciones? 






AI llegar el Sr. Macis s á esta parte de su peroración, 
se gloría de que yo no obstante haberme estado ocupan- 
do en todas sus argumentaciones, he dejado una sih res- 
puesta, la he pasado, según dice, en el más respetuoso si- 
lencio, porque no he encontrado que contestar. ¿Y cuál 
es ese incontestable argumento del Señor Licenciado? 

Helo aquí: 

**Las particiones hechas judicialmente,, sólo pueden, 
ser rescindidas en los casos y forma que establezca el 
Código de Procedimientos, (art. 3,819 del Código Civil); 
es así que el Código de Procedimientos no habla de res-: 
ciclón de particiones; luego la acción M nulidad que 
deduce el Sr. Manuel González Hórn es improcedente." 

La sola enunciación de este raciocinio falsísimo, evi- 
dencia dos cosas: la lógica stíi^etíem del Sr. Lie. Má- 
cías, y el por qué de la omisión que me atribuye^; tídfí- 
sistente en haber dejado pasar sin contestación ^tan'ej(- ' 
travagante falacia. No ya un estudiante de lógica, sino to- 
da persona de buen criterio, comprende lo que valen y lo 
que significan semejantes defensas ante un tribunal ílus- ' 
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trado; mas, supuesto que mi contrincante me estrecha á 
que no deje en pie tan grosero soipsma, permítanseme 
dq^ palabras; que darán al traste con esa burda mons- 
truosidad. 

No hay para que decir que tal argumento, i^ asi pu- 
diera llamarse, huelga por lo inoportnno; ni debo repetir 
por centésima vez que no se debate en este momento la 
procedencia de mi acción de nulidad, sino exclusivamen- 
te la competencia del Juzgado Segundo de lo Civil. 
. , Me limitaré á llamar la atención de los Señora Ma- 
gistrados, sobre que el artículo que de contrario se invo- 
ca, forma parte de un capítulo que tiene por epígrafe: DE 
LA RESCICION DE LAS PARTICIONES. En ese capí- 
tulo encontramos estos dos preceptos: Art. 3,8l8,^Las 
pm ticionea hechas extrajudiciahnente^ sólo pueden ser res- 
cindidas en los casos en que lo pueden ser los contratos en 
general. Art 3,819. — Las particiones hechas judicialmente 
sólo pueden ser rescindidas en los casos y forma que esta- 
' blezca el Código de Procedimientos. Como se ve, estos tex- 
tos legales en que ha creído mi contrincante hallar una 
defensa, sólo hablan de rescición; como el rubro del ca- 
pítulo se refiere también á la rescición de las particio- 
nes. En presencia de esos textos yo pregunto al Sr. Lie. 
Macías, si en términos netamente jurídicos cabe confun- 
dir la rescición con la milídad. Y si esto no es posible, 
como lo dirá todo el que haya pasado la vista por nues- 
tros Códigos; si lejos de §er una misma cosa la rescición 
y la nulidad, son de tal manera diversas y aun opuestas, 
que se excluyen mutuamente; si como lo enseñan los 
aforismos de la ciencia, lo que es nulo no puede rescin- 
dirse y sólo se rescinde lo que es válido, lo qufe tiene 
existencia le^al, ¿cómo de artículos que hablan de resci- 
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ción ha podido tomarse argumento para un caso de nu- 
lidad? 

Pero quiero suponer por un instante, (sin que se crea 
que desconozco el absurdo de tal suposición) quiero su- 
poner, digo, que entre la rescición y la nulidad, no haya 
esa diferencia radicalísima, verdaderamente esencial, que 
las distingue; quiero suponer que el legislador, en su nri. 
3,819 quiso comprender no sólo la rescición, única de 
que habló, sino 'también la nulidad; ¿acaso se ha esta- 
blecido en ese artículo, la inviolabilidad absoluta, la in- 
tangibilidad de las particiones judiciales? No, lejos de esto, 
sú teiior literal é ineludible proclama explícitamente que 
tales particiones son rescindibles, y que lo serán eii la 
forma y términos que la ley de Procedimientos establez- 
ca. Si el autor de la ley hubiese querido que nunca pu- 
diera atentarse contra una partición judicial, que ella 
tuviese la eterna inamovilidad de una esfinge, era el mo- 
mento de expresarlo, de ordenarlo, de sancionarlo: si vo- 
líiisset expressisset. Pero no lo hizo así, y antes bien, 
la ley sustantiva, la ley creadora de los derechos, declara 
que puede venirse contra una partición aunque sea he- 
cha ante el Juez, y subordina el procedimiento, como era 
debido, á las prescripciones de la ley adjetiva. 

"P^ro es el caso, objeta el Sr. Lie. Hacías, que el 
Código de Procedimientos, no dice cómo ni cuándo sop 
rescindibles las particiones.» Cierto que no lo dice: ¿mas 
esto significa que la ley de forma se halle en abierto an- , 
tagonisnio, en rebelión absoluta con la ley de tondo? ¿De 
cuándo acá la ley que gobierna los procedimientos, que 
reglamenta el ejercicio de los derechos consagrados por 
el Código Civil, ha podido borrar, destruir, reducir ala 
nada esos mismos derechos, de que debe ser el má? se- 
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guro y firme custodio? ¿Se olvida la congruencia necesa- 
ria, imprescindible, que debe existir entre las leyes qrdi- 
natoriae litis y las decisoriae litis? ¿Se pretende 
presentar á nuestros ojos, una legislación mons- 
truosa, que en una parte crea y establece el derecho, y 
en otra ní^a el ejercicio de la acción en que se traduce 
ese mismo derecho? 

Ciertamente, calumniará á nuestros Códigos, quien 
suponga ese antagonismo que no existe y que sería in- 
explicable. No era en verdad necesario que la ley de 
procedimiento civil, descendiendo á censurable casuismo, 
dijese expresamente: "en tratándose de la rescicíón ó 
nulidad de una partición, debe seguirse esta ó aquella 
vía," no: hay en el Código un precepto especíalfsimo, 
aplicable al caso en cuestión y otro general, aplicable á 
cualquiera especie que pueda presentarse. £1 especial, 
es el contenido en el artículo 1,807 que prescribe la for- 
ma ordinaria cuando se trata de reformar el inventario, 
y como consecuencia forzosa la partición; el segundo, es 
el que se contiene en el artículo 922, que determina: 
"todas las contiendas entre partes, que no tengan seña- 
lada en este Código tramitación especial, se ventilarán 
en juicio ordinario.'* 

He aquí dos disposiciones qué no ha querido ver el 
Sr. Lie. Macías, y que destruyen por sí solas la pretendi- 
da antinomia en que basa su argumentación. 

Ahora cabe observar, que si la ley pudiera entenderse 
como lo hace el abogado de la parte demandada,. ¿to jes, 
si para cada caso en que ha de rescindirse ó nuiificarse 
una partición, hubiera de existir en el Código de Proce- 
dimiaitos un artículo especial que marcara el modas 
procedenáij aquel pecaría por absoluta deficiencia pues- 
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to que derechos expresamente consagrados por nues^ 
tro Código Civil, serían irrisorios, por falta de ese ca- 
suismo que tanto extraña el Sr. Lie. Maclas. 

No sólo el artículo 3819 sería entonces inexplica- 
ble, porque él, ya lo he dicho, lejos de n^ar que pueda 
venirse contra las particiones judiciales, reconoce ese 
derecho, como no podía menos de hacerlo; sino otras 
mil disposiciones quedarían en la esfera de vanas y risi- 
bles teorías, sin el efecto práctico que es inherente á toi 
da disposición legislativa. 

¿Cómo, en efecto, tendría aplicación el artículo 3,820 
que prevee, por modo expreso^ un caso de rescición? ¿Có- 
mo la tendría el art. 3,821 que hiere de nulidad la par- 
tición hecha con un heredero falso? La ley de procedi- 
miento civil no establece de u m manera especial la 
forma en que en tales casos deba deducirse la aceíón, 
¿habría, pues, de negarse ésta, conforme á la teoría del 
Sr. Macías? 

No es esto todo. Lo que se dice de los casos que 
acabo de mencionar, debería decirse de otros muchos 
en que la nulidad se impone por ineludibles preceptos 
legales. Y para no salirme del caso á que el presente jui- 
cio se refiere, recordaré que la nulidad cuya declaración 
pretendo, se ftinda en preceptos explícitos como son los 
que declaran sin valor los actos practicados por un talso 
mandatario, los ejecutados contra disposiciones prohibi*< 
tivas, los que violan preceptos del orden público, etc., 
etc. ¿Cabe suponer por un momento, que haya tal va- 
cio en nuestro sistema de enjuiciar y tantos vicios en 
nuestra legislación, que todos los derechos que en aque- 
llas disposiciones se basan, derechos expresamente de- 
láarados y sancionados con la nulidad, Y^^n dé ser le- 
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trá ij;iuerta, verdadero ludibrio á virtud de silencio inex; 
cusable de la ley de procedimiento, llamada á velar por su 
conservación y ejercicio? La justicia, la razón misma ée 
resisten á lanzar semejante reproche contra nuestros le- 
gisladores, y antes bien, es preciso concluir en presencia 
de textos expresos, que están sobre todo'sofisma y sobre 
cualquier sutileza, que no hay desacuerdo ninguno éíi 
iiuestros Códigos, qtíe reina en sus sabias disposiciones 
la mayor harmonía y que es, por lo tanto, indigno de to- 
marse á lo serio, el argumento que la contraría funda en 
una supuesta é inaceptable antinomia. 

* * 

Vuelve el Señor Lie. Macías á inrotestar contra las 
citas, que primero yo y luego la sentencia apelada, hemos 
hecho de las autorizadas doctrii^ de Laurent, .Marca- 
dé, Dalloz y algunos otros tratadistas franceses, que 
asientan sin vacilación y como cosa perfectamente clara 
é indiscutible, que las controversias que tienen por obje- 
to la subsistencia ó insubsistencia de la partición, nó de- 
ben ser llevadas & otro tribunal que al de la sucesión. 

No me permitiría volver á tocar este puiíto, . sí no 
íaese porque es ^i el que más ha insistido lúi contrin- 
cante, y á decir verdad, si no creo que en buen 4eredio 
piieda ser un argumento que apoye las teorías qué esd;oy 
combatiendo, sí debo confesar que es él único qué^átañeé 
la cuestión. No le concedo fuerza alguna; pero cabe si- 
quiera dentro de los límites de esta discusión, eá por k) 
menos pertinente. 

En este concepto, y para batir á mi advei»ario 
hasta en su último subterfugio, añadiré como conclusión 
dos palabras más. 
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Para rechazar el abogado contrario las respetabilísi- 
mas teorías á que aludo, no ha tenido empacho en ase- 
verar, que ellas son de todo punto inaplicables é inútiles. 
Sería necesario, dice, para que tuvieran aph'cación, que 
existiese en nuestro Código un artículo igual al 822 fran- 
cés, que es el que comentan los autores que se citan. Si 
se nos enseña en nuestro Código un artículo idéntico al 
francés, que comentan Laurent y aquellos autores, yo seré 
el primero, agrega el Sr. Matías, en aceptar sus doctrinas; 
pero no se nos mostrará tal artículo, sencillamente por- 
que no le hay, y antes bien, existen disposiciones abier- 
tamente contrarias. 

Señores Magistrados: yo no acostumbro hablar úni- 
camente bajo mi palabra; así es que al contestar esa 
especie de reto del Sr. Lie. Macías, quiero hacerlo con los 
Códigos en la mano, para que oyendo sus conceptos 
pueda apreciar ese respetable tribunal, de parte de quien 
está la razón. 

No tiene, en efecto, nuestro Código, un artículo que 
literalmente diga lo que el 822 del Código Civil fran- 
cés, como tampoco en este Código ni en el de Procedi- 
mientos francés, se encuentran artículos que textimh 
mente digan lo que los artículos 176 y 875 del nuestro. 
¿Pero esto significa que los principios que informan una 
legislación no informan la otra? ¿Significa esto que la ju- 
risprudencia francesa y la mexicana, no descansen en las 
mismas verdades jurídicas, en los mismos principios 
científicos y filosóficos, que están aceptados por todos los 
países cultos? ¿Puede sostenerse, por ventura, que los 
textos mexicano y francés se hallan en absoluto desacuer- 
do, en completa contradicción, cómo ha osado aseverar 
lo el Sr. Lie. Macías? 
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No, lejos de esto, si se comparan ambos textos, se 
verá con evidencia, que no contienen disposiciones di- 
símbolas: que nuestro Código menos que el trances, pue- 
de autorizar la interpretación porque aboga la parte 
contraria. Todavía más: los conceptos de que hace uso 
la legislación francesa, podrían mejor que la nuestra dar 
lugar á aquella interpretación, y sin embargo, esclareci- 
dos comentaristas, como M. Laurent y otros que he ci- 
tado, lo mismo que la jurisprudencia de los tribunales 
franceses, condenan abiertamente por errónea, absurda 
y anti- jurídica, la aplicación de los textos legales, en el 
sentido que pretende mi apreciable adversario. 

He aquí esos textos: 

El artículo 822 del Código Civil francés, ordena: "La 
acción de partición y las contestaciones que se susciten 
en el curso de las operaciones^ están sometidas al 
tribunal del lugar de la apertura de la sucesión. Ante es- 
te tribunal se ha procedido á las licitaciones y ante él 
deben ser llevadas las demandas relativas á la garantía 
de los lotes entre los copartícipes y las de rescición de 
la partición'' (1) 

El artículo 59 del Código trances de Procedimiento 
Civil, dispone: "En materia personal, el demandado será 
emplazado ante el tribunal de su domicilio; si no tiene 
domicilio, ante el tribunal de su residencia. -Si hay mu- 
chos demandados, ante el tribunal del domicilio de uno 
de ellos, á elección del demandante—En materia real, añ- 



il) "Art. 822. L' action en partage, et les contestations (jui s' elevent 
dans le cours des operations, sont soumises au tribunal du lien de 1* on- 
verture de !a succession. C eat devant ce tribunal qu*il est procede aux 11- 
citations, et que doivent etre portees les demandes relatives á la garantie 
des lots entre copartageans, et celles en rescisión du partee. > 
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te el tribunal de la situación del objeto litigioso.-En ma- 
teria mixta, ante el juez de la situación, ó ante el juez 
del domicilio del demandado.-En materia de sociedad, 
mientras ella exista, ante el juez del lugar en que se ha- 
lle establecida.— í^n materia de sucesión, 1"^ sobre las 
demandas entre herederos, hasta la partición inclusi- 
ve, ante el tribunal del lugar en que se ha abierto la su- 
cesión " (1) Sigue el Código francés enumerando 

otros muchos casos, pues es notorio que ha seguido el 
sistema casuista^ mientras el nuestro ha seguido el prin- 
cipista^ por cierto más filosófico y cuya excelencia sobre 
el otro sistema no puede ponerse en duda. 

Se ve que en último análisis, la legislación francesa 
y la nuestra preceptúan que el Juez que ha conocido de 
la sucesión, debe conocer de lo que con ella se relacione, 
como las cuestiones sobre rescición de una partición, 
reclamaciones entre herederos, etc.; pero en tanto que el 
art. 59 francés, que dejo citado, desciende á un casuis- 
mo que el legislador mexicano se cuidó de no imitar, 
nuestro Código asienta una regla general en el art. 176, 
y la confirma también en términos absolutos y generales 
en el 875. 



(1) <Art. 59. En matiére personnelle le défendeur sera assigné devant 
le tribunal de son domicile; sil' n*a pas de domicile, devant le tribunal de 
sa residence. S' il y a plusieurs défendeurs, devant le tribunal du domicile 
de r un d'eux, au choix da demandeur.-En matiére réelle, devant le tribu- 
nal de la situation de V objet litigieux.-En matiére mixte, devant le juge de 
la situation^ ou devant le juge du domicile du defendeur.-£n matiére de so- 
ciété, tant qu' elle existe, devant le juge du lieu oú elle est établie. En ma- 
tiére de succession; 1 o sur les demandes entre heritiers, juscpi' au partage 
inclusivement; 2^ sur les demandes qui seraint intentéespar des créan- 
ders du défunt, avant le partage; .3 ° sur les demandes relatives a V exé- 
cution des dispositions a cause de mort jusqu* au jugement définitif^ devo^nt 
h trifn^nal du Vm oú lo, ^ccess'on est oucort^ ,,,,,,,» 
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Estas disposiciones están concebidas con una clari- 
dad tal, que no necesitan interpretatse; para darles apli- 
cación al caso presente, basta tener en cuenta su tener li- 
teral, pues se halla fuera de discusión que la demanda 
interpuesta por mi poderdaíite, tiene por objeto el ava- 
lúo, el inventario y la partición de los bienes testamen- 
tarios del Sr. Gral. González. Negar esto, Señores Magis- 
trados, sería negar lo que está escrito con caracteres im- 
borrables y rebelarse contra constancias manifiestas de 
los autos. 

Todavía las disposiciones francesas, ya por ese ca- 
suismo que se liabrá observado, ya por los conceptos 
mismos de que se han valido, pudieran engendrar alguna 
duda, y dar lugar á discusiones en su aplicación. No así 
la ley mexicana. 

Carece por lo tanto de razón el Sr. Lic.^ Macías al 
decir; que si nosotros tuviéramos vigentes disposiciones 
como las que comentan Laurent y los demás tratadistas, 
él sería el primero en aceptar la teoría que hoy com- 
bate con tanto calor. Muy al contrario. Si nues- 
tro Código contuviese los artículos franceses que dejo 
transcritos, ya se levantaría con mayores bríos el abo- 
gado de los Sres. González, diciendo: "los textos de la 
' ley son expresos, ellos hablan de las cuestiones que se 
' ^susciten en el curso de las operaciones (dans le cours 
*'des operations) y hasta la partición inclusive (jusqu 
''au partage inclusivement,) ¿cómo, pues, se pretende 
/'sin violar la ley, sin rebelarse contra sus dis» 

* 'posiciones, aplicar aquellos textos á un caso que surge, 
''no ya en el cur^o de la3 operaciones, sino terminadas 

* 'éstas; no tampoco antes de la partición ó con la partid 
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' 'ción, sino después de ella, después de haber sido apro- 
"bada judicialmente?" 

Debo, pues, felicitarme de que no tengamos esos 
textos franceses, porque prevalido de ellos, sí podría con 
apariencia de fundamento argüir como lo hace el Sr. 
Lie. Macías; en tanto que bajo el imperio de preceptos 
generales, absolutos é ineludibles, como los que contiene 
nuestro Código, no puede haber ni apariencia de razón, 
ni sombra de lógica en semejantes deducciones. 

He dicho que en tratándose ^e los textos franceses, 
los argumentos del Sr. Macías podrían tener apariencia 
de legalidad; y esta es la palabra, porque aun en tal su- 
puesto sólo tendrían apariencia^ nada más que apa- 
riencia, pero no resistirían la crítica jurídica, el examen 
escrupuloso que se hiciese con el escalpelo de una sana 
hermenéutica. 

La mejor comprobación de este aserto es, que au* 
tores tan respetables como los que he citado, y tribuna- 
les eminentes por su ciencia, se separan de la letra de la 
ley, y sostienen unánimemente al comentar ó aplicar 
esas disposiciones francesas, menos terminantes que las 
de nuestro Código, y aun podría decir, más susceptibles 
de engendrar la duda; sostienen, digo, que si se pone en 
tela de juicio la subsistencia ó validez de una partición, 
aunque haya sido hecha judicialmente, el único juez que 
tiene compotencia para conocer de esos asuntos es el 
juez de la sucesión. 

Me permitiré citar las palabras textuales de tan es- 
clarecidos tratadistas, cuya voz se esfuerza en desautori- 
zar y aun proscribir de estos debates, el Sr. Lie. Maclas. 

Comenzaré por el eminente jurisconsulto belga M. 
Laurent, quien se expresa de esta manera. 
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«La ley ha dado competencia al tribu- 
sal del lugar en donde se abre la sucesión, 
para toda especie de acciones personales 
ó reales, á fin de evitar que á tribunales 
diferentes se lleven demandas que concier- 
nen á una sola y misma sucesión, sea en 
razón de tener los sucesores diversos do- 
micilios, sea po» razón de la situación de 
los bienes. Es, por otra parte, el lugar en 
que la sucesión se ha abierto, donde se co- 
nocen mejor los bienes y los negocios del 
difunto.» 

«Cuando la partición se ha hecho, pro- 
sigue el mismo autor, cada uno de los co- 
partícipes ha llegado á ser propietario ex- 
clusivo de los bienes comprendidos en su 
lote; los procesos que se promueven entre 
ellos no conciemen ya á la masa, por con- 
siguiente, no hay motivo para derogar las 
reglas generales sobre competencia. Sin 
embargo, el art. 822 quiere que las de- 
mandas relativas á la garantía de los lotes 
entre los copartícipes y las de rescición de 
la partición, sean llevadas ante el tribu- 
nal de la apertura de la sucesión. ESTAS 
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ACCIONES SON UNA CONSECUENCIA 
DE LA PARTICIÓN, las unas tienen por 
objeto su ejecución, las otras se dirigen á 
hacerla anularla fin de proceder á una par- 
tición nueva; ES, PUES, CONVENIENTE 
MANTENER LA COMPETENCIA DEL 
TRIBUNAL DÉLA APERTURA DE LA 
SUCESIÓN, SUPUESTO QUE LOS INTE- 
RESES GENERALES DE LOS SUCESO- 
RES ESTÁN DE POR MEDIO EN ESTE 
DEBATE. (1)» 

Idéntica á la anterior es. la doctrina sustentada por 
Dalloz, quien al mismo tiempo hace referencia á la opi- 
nión de M. Duranton. (2) 

Este renombrado tratadista ha creído ver una con- 
tradicción entre los arts. 822 del Código Civil y 59 del de 
Procedimiento Civil, pues en tanto que el primero da 
competencia de una manera absoluta al Juez de la suce- 
sión para conocer de la demanda en rescición, el último 
restringe al parecer esa competencia en estas palabras: 
hasta la partición inclusive, y hace una distinción que no 
ha sido aceptada hasta hoy» ni por la doctrina ni por la 
jurisprudencia. 

Hé aquí lo que sobre este punto dice Dalloz: 

«AUNQUE POSTERIORES A LA 
PARTICIÓN las demandas en garantía y 

(1) Laurent. Principes de Droit Civil. Tomo YIU, número 525. 

(2) Duranton: Tomo YU, número 136. 
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en rescición, las demandas relativas á la 
ejecución de las disposiciones por causa 
de muerte, ESTÁN EN LAS ATRIBU- 
CIONES DEL TRIBUNAL DE LA APER- 
TURA. Ellas versan, en efecto, sobre la 
totalidad de la sucesión j no sobre el lote 
distinto de cada heredero. M. Duranton ha 
hecho una distinción, en cuanto á la de- 
manda en garantía ó en rescición. En una 
partición extrajudicial, (según Duranton) 
la demanda será llevada ante el Tribunal 
del DOMICILIO DEL DEMANDADO, 
conforme á la regla general de artículo 89 
C. PÉ., que restríngela competencia del 
Tribunal de la apertura de la sucesión á 
las demandas entre herederos, HASTA 
LA PARTICIÓN INCLUSIVE. Pero si la 
partición se ha hecho judicialmente, no se- 
rá aplicable el artículo 59 del Código de 
Procedimiento. El artículo 822 del Có- 
digo Napoleón, admite, para este caso es- 
pecial, la competencia del Tribunal de la 
apertura de la sucesión. Así se concillan, 
dice el mismo Duranton, estas dos dispo- 
siciones, que de otro modo presentarían^ 



Digitized by 



Google 



07 

una antinomia. Pero desaparece lá éontra- 
dicción, (cGntítíúa Dalloz.) Si se óbsérfa 
que las expresiones JÜSQÜ^AÜ PABTi^- 
GB INCLUSIVBMENT, se entienden de 
una partición DEFINITIVA É. IBRB- 
VOGABLB, en consecuencia, cuando la de- 
manda pone en cuestión la partición ó aun 
la necesidad de una, partición nuera, no se 
sale de la hipótesis prerista por el artí- 
culo 59, C. PR., y, por lo tanto, no hay lu- 
gar á distinguir entre las particiones ami- 
gables y las judiciales. Por lo demás, el 
mismo M. Durantón reconoce sin diñcultad 
LA COMPETENCIA DBju TRIBUNAL 
DE LA APERTURA DE LA SUCESIÓN 
cuando la demanda en rescición, TIENDE 
AL MISMO TIEMPO, como casi siem- 
pre acontece, A UNA PARTICIÓN 
NÜEVA/(1) , ■ ' •■ 

Me permitiré citar la autorizada doc- 
trina de V. Macardé. Este autor en sus 
"Explicaciones teórico-prácticas del Códi- 
go Civü," al referirse al artículo 822, trae 
el siguiente importantísimo comentario: 

(ij Dalloz. RepertaeLegis. ArtSaccession.aíiin. 16fó. 
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; ,, *fía artículo 59 d«l CJóOigo de Proce- 
dimiento^ inciso 6, reproduciendo la regla 
4e; nuestro artículo, declara que en materia 
de sucesión, el demandado debe ser empla- 
zado ante el Tribunal de la apertura para to- 
das las demandas entre herederos, hasta la 
partición inclusive. M. Durantón(Vn, 136) 
ha pensado que el Código de Procedimiento, 
no pn>cla,mando la competencia sino hasta 
lápartición^contradecía nuestro artículo que 
la atribuye para las demandas en garantía 
de los lotes, y en resciciónde la partición, 
las cuales, dice, son necesariamente pos- 
teriores á la partición; y para que desa- 
parezca esta pretendida contradicción, 
imagina apliciff nuestro artículo 822 á las 
particiones judiciales, y seguirla regla del 
artículo ^9 del Código de Procedimiento, 
para las particiones extrajudiciales." 

"Esta idea del sabio profesor, NO HA 
SIBO ADOPTADA POR NINGÚN 
OTRO INTERPRETE DEL CODIOO. Y 
en efecto, demandar la rescición de una 
partición, es decir que debe ser anulada y 
que-se debe proceder á una partición nue- 
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va; del mismo modo, obrar en garantía, 
porque se ha sido despojado de una parte del 
lote que la partición había atribuido, equi- 
vale á decir que se han comprendido en 
la partición bieneo su pertenecientes á la 
sucesión: que por consiguiente, la partición 
ha sido hecha inexactamente por error 
que NO HA SIDO DEFINITIVA y que hay 
lugar á modificarla por una cuenta suple- 
mentaria, que viene á ser en el fondo 
UNA PARTICIÓN NUEVA. Las amones 
en garantía ó rescición son, pues, nuevas 
demandas de partición, y quedan someti- 
das á nuestro artículo para las particiones 
extrajudiciales y para las otras, sin que los 
términos del Código de Procediniientos, 
contradigan en nada esta teoría. (1) O lo 
que es lo mismo, las contestaciones que á 
este respecto se suscitan, están sonietidas 
al tribunal del lugar en que se ha 
abierto la sucesión." 

En el mismo sentido se expresan 
Chabot, (2) VazeiUe (3) y Dutruc (4); ; 

(1) Marcadé: loe cit tom. III, núm. 291. 

(2) Chabot, art 822 non. 1 y2 

(3) Yazdlle id. nmn, i. 
{A) DntraciDiuii. ao 
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Creo por deipág citar mayor número de comenta- 
riátas; los que dejo ipencionados, por su imiegajjle auto- 
ridady por el grafa contingente que su no disputada cien- 
cia Y 9a merecido prestigio han reportado á la jurispru- 
dencia, bastan á mi propósito, mayormente cuando ellos 
son un testimonio vivo de que la opinión en esta parte, 
es unánime. No un sólo comaitador, sino todos los de 
mayor nota que se han ocupado en esta materia llegan á 
las mi«3ias conclusiones. Aun M. Duranton, que se se- 
para (te sus colegas al distinguir aitre las particiones ju- 
diciales y las extrajudicíales, creyendo destruir de esta 
manera una supuesta contradicción entre la ley de for- 
ma y la ley de fondo; aun ese esclarecido autor, no ha 
podida m^os de aDstfener que sí el objeto que j>ersigüe el 
demandante, es eíquese proceda á nueva partición, nin- 
gún otro juez será competente,, más que el que conoció 
de los autos testamentarios. 

Así^ como los maestros del derecho, los hombres 
eminentes que han empleado sus vigilias en pro de la 
Cienci^, hacen la aplicación genuina, jurídica, verdadera- 
mente científica, de los textos á que han dedicado su in- 
mensa y constante labor. 

Ellos se colocan en un punto de vista diametral» 
mente opuesto al del Sr. Lie. Macías. Ellos, que si qui- 
sieran encerrarse en la letra de la ley francesa, habrían 
llegado á conclusiones abiertam^te contrarias á las que 
sostienen, lejos de esto, abandonan esa letra, porque sa- 
ben que la letra mata y él espíritu vivifica; saben que la 
ciencia del verdad^o jurisconsulto no consiste en saber 
rei'.itar las leyes literalmente, sino en penetrar su espí- 
ritu, en posesionarse de h mente del legislador, en 
no contrariar su voluntad llegando hasta el absurdo á 
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fuerza de querer ser esclavos del texto. ^ Para evitar ,ese 
escollo ordenó el sabio Rey D. Alonso (1) que: Enten- 
derse DEBEN LAS LEYES BIEN E DERECHAMENTE TOMAN-^ 
DO SIEMPRE VERDADERO ENTENDIMIENTO DELLAS, Á LA 

MÁS SANA PARTE E MAS PROVECHOSA (2) .; E POR 

ENDE DIXERON LOS SaBIOS, QUE EL SABER DE LAS LEYES 
NO ES* TAN SOLAMENTE EN APRENDER E DECORAR LAS 
LETRAS DELLAS, MAS EL VERDADERO ENTENDIMIENTO DE 

ELLAS» (3) Palabras que comenta el inmortal glosador del 
código Alfonsino, de esta manera: La ciencia consiste 

EN LA MÉDULA DE LA RAZÓN, NO EN LA CORTEZA DE LAS 
PALABRAS, (i) 

Ahora cabe bien observar: si aqnéllos ilustres co- 
men tadores, ateniéndose á la filosofía de la ley francesa^ 
se han separado de su tenor literal, sacrificando el texto 
para no aceptar el absurdo de que otro juez que el de 
la testamentaría, venga á declarar la insubsistencia de 
lo actuado y á proceder á nueva partición, ¿será posible 
que nuestros tribunales violenten el texto, sacrifiquen 
la letra misma de nuestras leyes, para llegar á un resul- 
tado diametralmente contrario?* Los comentaristas fran- 
ceses no se han detenido ante la limitación que establece 
la ley, cuando preceptúa "JÜSQU^AU PARTAGE INCLU. 
SIVEMENT"; ellos explican que tal limitación debe en- 
tenderse de una partición definitiva, irrevocable; pero 
que no puede conaderarse como irrevocable ni defi^^ 
nitiva aquella partición cuya validez se impugna ante 
los tribunales. ¿Cómo, pues, en tratándose de aplicar 

(1) L.Xm,tít.LPartl«» 

(2) Intelli^ debet lex bene, et recte, in saniorí et meliori sensu. G. L. 
in d. 1. 

(3) SCIRE leges non est verba earum tenere, sed vim ac potestatem 
L 7, Dig. de Lejibus. (31) 

(é) iSdentia consistit in medalla rationis, non in cortice scríptura- 
nun. G. L. 1. c 
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nuestra ley que no tiene esa limitación, habremos de 
crearla ó de suponerla, tan sólo para caer en el escollo 
que la doctrina y la jurisprudencia francesas se han pro- 
puesto evitar, salvando como hemos visto la materialidad 
de las palabras? 

Concluyamos, pues, que las declamaciones del Sr, 
Lie Maclas, cuando se levanta y arguye que los autores 
franceses se expresan como lo hacen, porque ellos 
comentan artículos diversos de los de nuestro código; 
no tienen fundamento alguno, ni racional ni 1^ gal. Esos 
autores, acabamos de palparlo, escribieron así, no sub- 
yugados por los textos de la ley francesa, sino a pesar 
de que esos textos, á la inversa de lo que sucede con los 
nuestros, apoyarían, literalmente aplicados, la teoría con- 
traria; y sin embargo, ellos no la aceptan, ellos la recha- 
zan, porque saben perfectamente que obra contra la ley 
el que se ampara de sus palabras para eludir la ley 
misma, dejando burlada la intención del fegislador: non 

DÜBIUM EST, IN LEGEM COMMITTERÉ, EÜM QUI, VERBA 
LEGIS AMPLEXÜS, CONTRA LEGIS NITITUR VOLÜNTATEM.(l) 

(1) L. 5. C. de L^. et Const (1-14.) 
Bien conocida es la táctica que el Sr. Lie. Madas pone en juego en to- 
das sus defensas, y que consiste en asirse como una ostra á la letra de la 
ley, cuando asi conviene á sus miras. Entóneos hace á un lado toda filoso 
fia, todo razonamiento, aunque el texto conduzca al mayor absurdo, á la 
iniquidad misma, no importa: la letra de la ley es sagrada, es inviolable, es 
la voz del Espíritu Santo. Cuando por el contrario, el tenor literal le per- 
judica, entonces sí caben los distingos, entonces sí considera preciso razo> 
nar, elevarse al conocimiento de las causas y de los fines de la ley; enton- 
ees sí campean en el debate razones de la más alta filosofía, el jnás puro 
idealismo rebosa en los labios del Sr. Licenciado. Ejemplo de esto lo tenemos 
cuando yo he citado el art. 1807 del Código de Procedimientos. Por nada quie 
re el Sr. Lie. Madas que ese artículo diga lo que dice, ni que se aplique en los 
términos latos y genéricos en que está conc^ido; sino que asegura, bajo su 
palabra se entiende, que tal artículo no habla de la reforma del inventario 
nno de parte de 61, y que sólo habla de la reforma que se verifique antes de 
la partidóQ y no después de ella. iOwr tam varié? 
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Creo haber dejado satisfactoriamente contestadas 
una á una las fútiles argumentaciones de mí contrapar- 
te. En cuanto ¿ las procaces invectivas que me dirige, 
sin que hayan bastado á contenerle los respetos debidos 
á este Tribunal Supremo, repito que los veo con el más 
soberano desprecio. El Sr. Lie. Macias, falto de rabones y 
desesperando de una mala causa, ha esgrimido todaslasar* 
mas, aun las más innobles, y no ha vacilado en descender 
hasta el denuesto y el ultraje. Aun va más allá: lanza 
formidable reto á las opiniones de abogados eminen tes 
las cuales, dice, nada le preocupan, como taúapoco le 
preocupa la opinión publica. 

Comedia, señores, nada más que comedia; actitudes 
teatrales de grandeza y de fe, en quien está desprovisto 
de fe y de grandeza. Sí hay algo que le preocupe hasta 
abrumarlo, son esas opiniones que han caído sobre su 
obra, como sobre todas las malas causas, para minarla y 
hundirla; esas opiniones y Jos folletos de que también ha 
v^ido á hablarnos, son su tremendo azote, su eterna, 
pesadilla, y al verle desafiando su hierza en esa tribunal 
y encogerse de hombros bajo una carga insuperable, se 
comprende que todo es valor entendido, y se recuerda 
aquella gran frase: ''el valor es el arte de disimular el 
miedo." 
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Seík>res Magistrados: 

Por trivial que sea este asunto en el aspecto jurí- 
dico, no es posible desconocer la importancia dé la sen- 
tencia que lo decida. 

Libre el cíelo á la sociedad mexicana^ de que aqué- 
lla estableciera el precedente de la INTANGIBILIDAD 
de los juicios testamentarios. Libre el cielo á la sociedad 
mexicana, de una jurisprudencia que diera á esos juicios 
el carácter de la cosa juzgada. 

Esto sería establecer la inmunidad de los errores, 
de los abusos y de los crímenes. Imaginaos una testa- 
mentaría en que los herederos son menores, y en que 
los tutores respectivos se ponen de acuerdo para perpe- 
trar despojos inicuos. Terminan los trámites del juicio? y 
cuando los herederos, mayores ya de edad, descubren las 
combinaciones de que han sido víctimas, no tendrán más 
' que cruzarse de brazos y arrastrar su miseria ante los 
tribunales que han brotado de la civilización, ante las le- 
yes que han brotado de la filosofía del Derecho y de los 
más sanos principios de justicia. 

Ño, no es posible una sentencia que sería el baluar- 
te inexpugnable en que se hicieran fuertes los errores y 
aun crímenes que son capaces de ocultarse, por tiempo 
más ó menos largo, bajo las fórmulas de un juicio tes- 
tamentario. No cabe en lo posible temerlo, ni de vues- 
tra reputada moralidad, ni de vuestra ilustración, acre- 
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ditada por el alttf puesto que ocupáis, en la magistratura 
nacional. 

Con tod^ la tranquilidad de un derecho insupera* 
ble, he oído hablar de la poderosa influencia de mis com 
irarics. Si ella es una verdad, y si tuviese la pretensión 
de gravitar en este asunto, yo la veo estrellarse aquí irre- 
misiblemente. Yo sé que aquí se rompería en mil pe- 
dazos, porque aquí hay una sabiduría que no se deja fas- 
cinar por el vil sofisma, y una conciencia que no ne^ 
cesita para proceder con rectitud, la presión de la mirada 
social que no se aparta de ella, al ventilarse este litigio; 
ruidoso, por. los nombres que en él figuran; interesante, 
por las sumas que representa; escandaloso por la inve- 
rosímil resistencia de los contrarios á una justicia evi- 
dente. 

Evidente, digo, y lo repiten cuantos abogados de la 
República conocen los fundamentos de mi demanda, 
Porque el Sr. González Hom le ha dicho á su hermano, 
uno de los albaceas: ''Nuestro padre dispuso que sus 
bienes se dividieran por partes EXACTAMENTE IGUA- 
LES, tú has violado esa voluntad, tú me has asignado la . 
parte mínima, y en prueba de ello, te doy TODO lo 
que me asignaste, por la mitad^ de lo que te asignaste 
tú." El Sr. Manuel González no quiso aceptar. 

¿Pudiera haber prueba más evidente de la injusticia, 
que esa negativa? No, porque esa prueba lleva la precisión, 
la luz, el rigor inexorable de las cantidades. Nada hay 
más demcstrativo que el número, y el número está allí. 
Otra prueba evidaite de la injusticia, de la nulidad de 
esa división y partición, prueba del orden moral ante los 
juristas y ante el público,, y que no es posible pase inad- 
vertida ante vosotros nuestros jueces, consiste en ese sis- 
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tema de moratorias y de recursos DE TANGENTE, ^ que 
apelan los contrarios, para embrollar, para ganar tiempo, 
para aplazar cuanto más puedan el juicio principal, siste- 
ma que tiene un nombre muy adecuado, y perfectamente 
conocido entre los litigantes de los juzgados menores. 

El que cree tener justicia, no apela á esos recursos; 
por el contrario, no anhela otra cosa que la pronta expe- 
dición de esa justicia, y si se trata de un asunto en que 
por manera indirecta, natural ó moral, aunque no legal, 
está comprometido el honor, entonces con mayor causa 
y con mayores esfuerzos, procura que, cuanto antes, 
abra su boca el juez para dictar la sentencia. 

El que la evita, el que la estorba, el que la huye, 
prueba con sólo eso que la merece en contrario. 

Aquel á quien le han sacado un reloj de la bolsa, 
corre en pos de la policía, agita todos los procedimientos 
para que el caso llegue ante el juez; va á esperarlo aun 
antes de que se abra el tribunal; insta, importuna y ago» 
ta las porfías hasta que su prenda le es devuelta; pero 
aquel que ha sacado el reloj, no necesita confesarlo para 
probar su culpa. Basta que se le vea huir de la policía,, 
negarse en su domicilio, esconderse, recusar al juez, ago- 
tar todos los subterfugios, repitiendo siempre: **soy ino- 
cente." 

¡Cómo! ¿Lo eres y rehus^ qu^ te juzguen? ¿Lo 
eres y te escondes? ¿Lo eres y no piensas sino en le- 
vantar tus manos para tapar la bobíi á los jueces, para 
evitar que declaren si eres iuQcepte ^ culpable? 

Vuestra práctica en 1^ judi(?atura', ^eiñores Magistra- 
dos, os habrá persuadido á no (^lidarlp^ ^é c^np en el noven- 
ta y pueve por ciento de los ^í>S) tpífo c^p m^ejo de 
e^qepciones dilatorias, de n^adones 4e coippetencía, de 
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recusaciones, etc., etc., son una presunción, más podero- 
sa aun que las pruebas jurídicas, de que quien tal hace 
es el que se halla en la injusticia. Todo eso no es más que 
el abuso de leyes sabias, puestas al servicio de la injus- 
ticia, á veces de la iniquidad, para demorar, para hacer 
lo más tardía posible la acción definitiva de la justicia. 
En el caso presente pasa una cosa análoga. 
Nada de entrar al jjiicio á que los contrarios han 
sido llamados: nada de presentarse al Tribunal á decir: 
«esta división y partición ha sido justa y legal; estos 
i nventarios están bien hechos y conforme á la ley.» No^ 
nada de estoT sfñiSr «gf juezrfio.^ competente; debes de< 
mandarme en las Guásimas; acude ahora á Chan Santa 
Cruz; mañana, no sé; pero será siempre freníe^ mí ^Bata- 
llón: quizá entre los bosques, quizá entre las balas." "En 
cuanto á mí, acude á Texcoco, allí es el centro de mis 
amistades; allí tengo mi castillo feudal; allí he obsequia- 
do un buen número de volúmenes á la biblioteca públi- 
ca. Esta demanda tiene que ser algo como un itineraria 
postal que trace la triangulación de toda la República.» 
Eso no es todo: 

¿Hay algo más respetable que la voluntad paterna? 
¿Pues por qué no se presentan á probar que la han 
cumplido? ¿Hay algo más sagrado que esa muralla de 
honor, tras de la cual se levanta siempre toda responsa- 
bilidad civil, muy particularmente la: del albaceaa^o? 
¿Pues por qué no acuden á defender esa muralla, antes 
bien, hacen todo lo posible por dejarla desierta? 

En todo caso, al que tiene la conciencia de haber 
obrado bien en materia tan grave, más debe satisfacerle 
la sentencia de tribunales eminentes por la ilustración 
de sus magistrados, que la declaración de un juez de pae« 
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blo, dudosa siempre en su justicia por la escasez de lu- 
ces de quien la dictara. 

Reunida, pues, á presunciones tan vehementes y 
pruebas tan claras y palpables, la inmensa responsabi- 
lidad de una ejecutoria en este caso; de una jurispru- 
dencia que por modo tan íntimo y trascendental, afec- 
tará para siempre los intereses sociales, yo espero de vo- 
sotros una sentencia, no sólo reivindicatoría de los de- 
rechos de un menor perjudicado, sino que traiga la trar- 
quilidad á loe te^^tadores de mañana, y ^^ rompteaáo 
las armas innobles del subterfiiaia v ^^i3?.ür.?i\, »t?t ^J. 
escudo y la loriga .coriixa el abuso y el crimen, que pue- 
" *" oc Irpdcodc i'd suplantación de herederos, hasta la falsi- 
ucacion de documentos; desde la ocultación de bienes, 
hasta el asesinato. 

La sentencia que vais á pronunciar en este asunto, 
no sólo va á resolver el artículo de incompetencia, ma- 
/ teria de-este debate; no sólo va á definir derechos entre 

hijos del Sr. Gral. González; sino que, no vacilo en de- 
círlb, ella vendrá á ser, ó el escudo para muchos infames 
del porvenir, ó la tabla de salvación para muchos náufra- 
^ gos de la orfandad y de la justicia. 

Yo espero tranquilamente esto último, porque con- 
fío en vuestra probidad y en vuestro saber, en vuestras 
lucesy en vuestra virtud. 
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